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A modo de prólogo 



1. Cataluña, que tantos buenos ejemplos de sensatez, prudencia y buen sentido, había dado ya en el terreno jurídico-urbanístico, justo a partir del momento —1990— en que el resto del Estado se sumía en un turbulento período de inseguridad y confusión jurídicas —con los hitos de las primeras (tan perfectamente superfluas, irrelevantes e inoperativas entonces como olvidadas hoy) Medidas de Liberalización del Suelo de 1996 o el fallo de dimensiones titánicas conocido como STC 61/1997, de 20 de marzo, o la segunda y tercera intentonas estatales liberalizadoras, ambas fallidas, de 1998 y 2000...—, vuelve a brindar, con el alumbramiento de su primera Ley urbanística integral propia, otra muestra de ese buen sentido, tan connatural a la idiosincrasia propia.

Después de que, durante la década larga de incertidumbre general, la actividad urbanística desarrollada en la Comunidad catalana hubiera disfrutado del paraguas de cobertura que significó el Texto Refundido de las Disposiciones sobre Urbanismo vigentes en su territorio (TRUC), el 2002 se estrenó en esta materia con la promulgación de un nuevo texto legal de aspiración integral —núcleo esencial del Texto Refundido hoy vigente- que, en gran medida, se construye sobre los cimientos y armazón, tremendamente sólidos, del ordenamiento preexistente: la Llei de l’Urbanisme (LUC).

2. No podía resultar en vano que Cataluña hubiera sido la patria de Ildefonso Cerdá, capaz no sólo de pergeñar algunas ideas de las que todavía vive el urbanismo moderno en todo el Estado, sino, incluso, de conseguir verlas materializadas en parte, puestas al servicio de un concepto más racional del ensanchamiento de las viejas ciudades —con más fidelidad y éxito en su recepción de los que tuvieron las ideas de otros urbanistas casi coetáneos como el madrileño Arturo Soria o el gallego Antonio Palacios—.

Tampoco podía resultar en vano que Cataluña fuera la patria del justamente homenajeado —en el centenario de su partida— ese mismo 2002 Antonio Gaudí, absoluto pionero en la búsqueda de la armonización entre la obra nueva y su entorno, de la integración, en definitiva, del hombre en su ambiente, y todo desde la perspectiva de una mejor calidad de vida —por decirlo con palabras de nuestro tiempo—.

De un modo u otro, ese sustrato intelectual, por un lado, y la propia experiencia en la conducción de la evolución normativa en la materia, por otro lado, han resultado ser convergentes y revelarse como factores que subyacen bajo el edificio de lo que ya es el vigente Derecho Urbanístico de Cataluña (tras la refundición de 2005; el desarrollo reglamentario de 2006; la adaptación a la sobrevenida nueva Ley estatal de Suelo, de 2007; y, por último, hasta ahora mismo, la acertada Ley 3/2009, de 10 de marzo, específicamente focalizada en las urbanizaciones con déficits urbanísticos), porque, en un primer plano conceptual, la sostenibilidad del desarrollo urbanístico y la mejor y más racional integración de toda obra nueva en su entorno resultan ser las ideas— eje de la nueva regulación de la actividad urbanística en el territorio catalán, y, en un segundo plano formal, el aprovechamiento al máximo de todo lo aprovechable de la cultura jurídico—urbanística precedente se combina, como criterio metodológico, con la introducción de innovaciones en la medida en que éstas se presumen útiles para la corrección de disfunciones apreciadas en el sistema emanado de aquella cultura previa, pero, casi estrictamente, sólo en esa medida.

¡Cómo contrasta el ejemplo de esta sensata Cataluña con el penoso espectáculo de frivolidad derrochado por algunas Comunidades que parecen haber pensado que dar vida a un nuevo cuerpo legal urbanístico exige hacer tabla rasa con todo lo anterior, incluyendo la terminología al uso, o que, simplemente, han clonado otro cuerpo de otro lugar y lo han asumido como propio —sin pensar, claro, en los que tienen que cumplir y hacer cumplir las múltiples y abigarradas normas que un ordenamiento como éste siempre lleva en sí—...!

3. No es que se vaya a afirmar aquí que la LUC —como columna vertebral del moderno Derecho Urbanístico de Cataluña— sea una Ley perfecta, que ni lo es ni se podría afirmar eso de ninguna Ley como de ninguna obra humana: es evidente que —por aludir a un aspecto que siempre examino con rigor— la autonomía municipal en esta materia, por ejemplo, no recibe el tratamiento que, en mi opinión debería recibir con sólo extraer las consecuencias de la doctrina del Tribunal Supremo a propósito de las exigencias de ese principio constitucional en relación con el ámbito que debe reservarse a los Municipios en punto a las decisiones sobre su planeamiento —en su formulación por ellos, en los casos de subrogación por la Administración autonómica, en los supuestos de suspensión del mismo también por ésta, etc.—, o de la doctrina del Tribunal Constitucional a propósito de las mismas exigencias en relación con las potestades de restauración de la legalidad urbanística —doctrina forjada, precisamente, al enjuiciar diversos preceptos del anterior texto legal catalán en la materia—...

Pero, sin ser perfecta, y sin poder ocultar facetas claramente mejorables en el orden técnico o en el sustantivo —a algunas de las cuales se aludirá aquí—, son tantas las manifestaciones de prudencia y buen sentido que aparecen a lo largo del texto de la LUC que hunden literalmente el correspondiente platillo de la balanza a favor de un juicio netamente positivo en la valoración de conjunto de esa Ley y del entero sistema urbanístico de la que se ha configurado como núcleo.

Un primer botón de muestra: la técnica de las mal llamadas y peor entendidas —por algunos— normas de aplicación «directa» (en realidad, de aplicación «subsidiaria», según la primera Ley estatal del Suelo; la subversión de su carácter se produjo por la torpeza del autor del Reglamento de Planeamiento estatal, en su artículo 98.3), ha sido reconducida hacia su racionalización —abandonando los meandros a donde la abocó el susodicho exceso reglamentario y sus secuelas—, en sintonía con lo que está sucediendo ahora mismo al respecto en el mejor Derecho autonómico; ya desde el art. 9.3 se proclama que es el planeamiento urbanístico el que tiene la misión de preservar los valores ambientales tanto urbanos —culturales— como naturales mediante la «incorporación de las prescripciones adecuadas» para provocar las necesarias adaptaciones de las nuevas construcciones a aquéllos, y esta proclamación luego se desarrolla al regular las determinaciones del respectivo Plan; será el planificador urbanístico, pues —primariamente, el Ayuntamiento—, el que adopte las decisiones correspondientes y no tendrá que someterse éste al reinado de unos vaporosos conceptos indeterminados que se le impongan desde fuera y pendientes de la oscilante valoración de los presuntos expertos en punto a lo que armoniza o no con el entorno...

Otro botón de muestra: en lo esencial, el concesionario para la gestión urbanística que, en diversas modalidades de actuación, diseña el sistema urbanístico de Cataluña, hace lo mismo que el «agente urbanizador» tan en boga hasta mediados de esta década —justo hasta que llegó su severo enjuiciamiento por el célebre Auto del Tribunal Superior de la Comunidad Valenciana, que decidió someter su régimen legal al control del Tribunal Constitucional (preludio de una cascada de varapalos jurisdiccionales e institucionales a todos los niveles dentro y fuera de España, que aún no ha visto su desenlace, previsiblemente con estrambote)—. Pues bien, por ello mismo, tiene especial interés el énfasis que se pone en evitar algunos de los riesgos más serios de dicho modelo para el vaciamiento económico del derecho de los propietarios, esto es, la valoración de las obras e igualmente la valoración de los solares resultantes al libre albedrío del agente —que, a la vez, siempre es también empresarialmente constructor—: ambos factores son corregidos imponiendo la obligación de prefijarlos razonadamente en el proyecto de bases que ha de regir el pertinente concurso (anticipándose así en cinco años al reproche que respecto a esta faceta de su modus operandi dirigiría al agente susodicho solemnemente el Parlamento Europeo...).

He ahí otro exponente de buen sentido catalán, hecho Derecho Urbanístico: en medio del fragoroso debate sobre los aciertos y desaciertos de la puesta en práctica de esta técnica de gestión, y sobre sus pasmosos resultados —en el contexto temporal en que se alumbra la LUC (2002)—, el legislador de Barcelona reafirma discretamente que, en puridad, dicha técnica no es nueva, sino una mera refundición reelaborada de otras ya preexistentes en el Derecho tradicional, sustancialmente a partir de la lógica del régimen del suelo urbanizable no programado de la segunda Ley estatal del Suelo, y, apoyado en esa reafirmación conceptual, ha procurado corregir los defectos manifiestos que la puesta en práctica de una cierta versión distorsionada ha venido poniendo de relieve y reconducirla a alguna categoría contractual, en todo caso sometida en alguna intensidad a las reglas más elementales de la contratación pública (anticipándose, igualmente así, a otro de los reproches del Parlamento europeo respecto a aquella técnica de gestión, sobre el que aún habrá de pronunciarse, pues ya está en su sede la cuestión, el propio Tribunal de Justicia de Luxemburgo...).

4. Tal vez su mayor virtud, con todo, sea su extraordinario respeto, primero, por la cultura jurídico—urbanística precedente, y por salvar de ella y mantener todo lo posible, innovando sólo en lo imprescindible y de acuerdo con el criterio metodológico más arriba apuntado, y, segundo, por el orden constitucional de competencias, haciendo inocultables esfuerzos por acomodar el ejercicio de las suyas propias con el de las estatales plasmadas en la legislación básica en la materia: la regulación de los deberes del propietario de suelo urbano según las diversas realidades de hecho del mismo va a resultar paradigmática a este respecto, como se verá en el lugar correspondiente.

5. Todo lo anteriormente desgranado, en los precedentes párrafos, fue adelantado por este autor, casi literalmente, en el epígrafe «Introducción» a sus comentarios generales sobre la Ley de Urbanismo de Cataluña publicados en la Revista El Consultor de los Ayuntamientos N.º 14/2002, de 30 de julio («... Otro buen ejemplo desde Cataluña», apostilló y anticipó en el mismo título). Los avatares político-administrativos posteriores que, en lo institucional y en lo normativo, han cincelado el perfil definitivo de lo que es el actual Derecho Urbanístico catalán no afectan al resultado de ese proceso en términos que obliguen a modificar en lo esencial el sentido de la valoración entonces suscrita: al fin y al cabo, la columna vertebral del sistema catalán vigente sigue siendo aquella Ley de 2002.

Innovaciones posteriores, como la imbricación, casi pionera en el Estado, de la evaluación ambiental estratégica en el procedimiento aprobatorio de los Planes, acertadamente articulada en el desarrollo reglamentario de 2006, sólo pueden conducir, así, a una reafirmación de aquel tempranero juicio positivo, máxime cuando contrasta con la realidad de más de una (y más de dos, y no pequeñas) Comunidades Autónomas que o no tienen interiorizada en su Derecho propio con rigor esta técnica de prevención ambiental; o, simplemente, no la aplican; o ni la tienen ni, congruentemente, la aplican. Constatación ésta última tras la que sorprende —por la diferente sensibilidad que permite visualizar frente a acciones o dejaciones de otras Comunidades o Administraciones— el silencio de determinadas entidades defensoras presuntamente de los mismos intereses que con tamaña negligencia administrativa resultan, como mínimo, puestos en riesgo...

6. Por lo demás, la obra que el lector tiene en sus manos da buena cuenta de la disección sistemática de los contenidos del cuerpo normativo urbanístico de referencia (comprendiendo en éste ya la Ley 3/2009, de 10 de marzo, sobre urbanizaciones con déficits urbanísticos, que merece, no ya referencias ocasionales, sino, por su actualidad, un tratamiento monográfico específico en capítulo propio), de acuerdo con las pautas de tratamiento que han consolidado a esta colección de Derecho Urbanístico de las Comunidades Autónomas como la preferida por el público especializado a gran distancia de los restantes proyectos editoriales que han querido seguir la senda iniciada aquí justo con el comienzo del siglo, colección que alcanza su volumen número 11 con esta entrega y que pronto verá, Dios mediante, el número 12, el correspondiente al actualizado Derecho Urbanístico de Canarias.

Junto al tratamiento sistemático coherente con el resto de la colección, el segundo rasgo que caracteriza a ésta está presente también aquí, si cabe reforzado: la responsabilidad de la autoría a favor de profesionales que casi unánimemente han de enfrentarse a la actividad urbanística desde una u otra de las perspectivas prácticas desde las cuales ésta puede abordarse, juristas y técnicos, del sector público y del privado, y con particular protagonismo de los Funcionarios con Habilitación Estatal, que, desde Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales tienen una singular misión en la recta conducción de dicha actividad.

Como Director de la obra, estoy especialmente orgulloso y agradecido de la presencia (junto a queridos amigos Ingenieros, Arquitectos, Abogados, Profesores universitarios, ilustres Magistrados del Tribunal Superior, etc.) de representantes de la Función Pública Local de Cataluña del máximo nivel y solvencia, que permiten que luzcan aquí, con luz y prestigio propios a su través, a Lleida, Girona, Barcelona y Tarragona, con nombres de sus Municipios grandes, medianos y pequeños (porque pequeños son —no se olvide— una mayoría de los Municipios catalanes y merecen un análisis de la normativa también desde su óptica peculiar y centrado en la problemática que más les acucia cada día), y deseo dejar constancia, por ello, de ese agradecimiento a Juan Ignacio Soto Valle, que, como Presidente del Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local de Cataluña, se entregó desde el primer momento para propiciar una obra no sólo buena en lo sustantivo, y útil, por lo tanto, para sus destinatarios, sino adicionalmente representativa y exponente de la gran calidad de esos Cuerpos de profesionales.

Pero, también como siempre, en este caso termino subrayando que la gratitud esencial es para el lector que ahora mismo emplea su tiempo —valiosísimo, por escaso y no renovable— en ojear u hojear estas páginas: sobre la esperanza de que en ellas encuentre elementos útiles para su quehacer cotidiano se ha cimentado el esfuerzo de todos los autores como mínima contraprestación por el obsequio de su interés hacia esta obra.

Enrique SÁNCHEZ GOYANES

Doctor en Derecho. Abogado especialista en Derecho Administrativo

Presidente del Consejo Asesor de Práctica Urbanística
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I.  INTRODUCCIÓN. LA CONCURRENCIA COMPETENCIAL EN LA INTEGRACIÓN DEL ESTATUTO JURÍDICO DE LA PROPIEDAD URBANÍSTICA

1. El estatuto jurídico de la propiedad urbanística, entendido como la definición acabada del régimen de derechos y obligaciones del propietario de un terreno desde la perspectiva de su aptitud para su incorporación al proceso urbanizador y edificatorio, es un caso singular, puesto que requiere la colaboración de tres poderes normativos de distinto ámbito territorial.

A diferencia de lo que sucede con los regímenes jurídicos que disciplinan las restantes propiedades y derechos patrimoniales, en el caso de la propiedad urbanística del suelo, del «derecho de propiedad urbana» según la terminología del Tribunal Constitucional, el titular del mismo sólo logra conocer su concreto alcance y su exacto perfil después de haberse producido una triple y consecutiva acción normativa u ordenadora.

En el sistema español, en efecto, el Estado, primero, fija unas «condiciones básicas» para el ejercicio de ese derecho y para el cumplimiento de los deberes o cargas inherentes a aquél  (1) ; la Comunidad Autónoma, después, en ese marco prefijado, «desarrolla» el contenido y modalización de aquel derecho y de aquellos deberes o cargas, siempre con carácter generalista y abstracto  (2) ; y el Municipio, por último —pero en realidad con decisiva relevancia—, «concreta» cómo cristaliza, en el caso de cada parcela de su término, de las decenas de miles que probablemente lo integrarán, el contenido de ese derecho de su titular  (3) .

Cada uno de los copartícipes en el proceso de conformación del estatuto jurídico de la propiedad urbanística ostenta distinto título constitucional al efecto.

2. El Estado, al amparo del art. 149.1.1.ª CE, ha de establecer las «condiciones básicas» que aseguren el ejercicio igualitario de los derechos y el cumplimiento de los deberes en relación con la propiedad urbanística del suelo, al ser ésta, a la postre, uno de los derechos constitucionales (art. 33 CE) en relación con los cuales le incumbe dicha misión de aseguramiento o garantía. En la reformulación conceptual que al respecto materializa la LS 08, esa tarea se amplifica, pues tales condiciones se refieren no sólo al del propietario, sino a cualesquiera estatutos subjetivos concernidos en relación con el suelo y con la plural perspectiva desde la cual éste —el conjunto de valores al mismo inherente— es susceptible de ser contemplado constitucionalmente.

3. La Comunidad Autónoma, al amparo del art. 148.1.3.ª CE, ejerce su competencia en materia de urbanismo con la finalidad de plasmar su específico modelo de ciudad.

Pero ese concreto modelo exigirá determinados instrumentos, primero, para trazar idealmente sus líneas maestras, para dibujarlo (planeamiento urbanístico); segundo, para llevar a cabo, materializar las determinaciones en que se sustenta ese dibujo (gestión urbanística, ejecución del planeamiento), y tanto los instrumentos de una fase como los de la siguiente, perfilados por la privativa legislación sectorial autonómica, habrá de encomendarse primariamente a los propietarios del suelo afectados por las mentadas determinaciones, al menos normalmente, en línea con la tradición de nuestro Derecho urbanístico —la reformulación conceptual que al respecto plasma la LS 08 en el art. 6.a) no incide en esto de modo relevante  (4) —: su cumplimentación y el modo o condiciones de la misma (de tiempo, por ejemplo: plazos) se erigen así en una suerte de «modalización» del ejercicio del derecho de propiedad a través de la articulación de deberes, obligaciones o cargas que se interrelacionan con aquél.

De este modo, la Comunidad Autónoma desarrolla aquel marco básico estatal y casi lo completa, al menos en su perspectiva abstracta y genérica.

4. Por fin, el Municipio, aun cuando desasistido constitucionalmente, y adoleciente de la defectuosa articulación legal de su autonomía plasmada en la LRBRL, tiene a su favor, primero, la abstracta reserva de su «derecho a intervenir» —art. 25.3 en relación con el art. 2 LRBRL— en materia de «urbanismo» en todo caso recogida [art. 25.2, letra d), LRBRL] en el listado que se considera parámetro para enjuiciar la constitucionalidad, desde la perspectiva de respeto al orden constitucional de competencias en este caso propias de las entidades locales [STC 27/1987, de 27 de febrero (5) ]; segundo, la conexión de ese reconocimiento con la tradición histórica del papel de los Municipios en la ordenación urbanística en nuestro sistema administrativo, tradición que hace al Tribunal Supremo declarar expresamente que la urbanística es una «competencia municipal natural»; tercero, y sobre todo, la decidida apuesta del Tribunal Supremo para salvaguardar de manera efectiva un mínimo contenido sustantivo para la autonomía local en su vertiente urbanística  (6) .

Pues bien, los instrumentos y técnicas diseñados en abstracto desde la legislación autonómica pasan a ser responsabilidad principal de los Municipios en cuanto a su impulsión y tramitación administrativas —sin perjuicio de la participación de los particulares—, y, para lo que aquí importa, en la fase de planeamiento, a ellos les incumbe primariamente adoptar, entre otras muchas, la gran decisión de qué terrenos, de los no urbanizados del término, pasarán a incorporarse al proceso urbanizador y qué otros quedarán excluidos de éste aunque no subyazcan en ellos valores objetivos que reclamen su preservación, y ello, no por eficacia innovadora de la LS 08, sino por el ordenamiento jurídico aplicable ya preexistente: no olvidemos el importante giro a este respecto operado por la LMULSI, clarificando definitivamente el panorama tras los confusos vaivenes normativos experimentados por el Derecho estatal entre 1996 y 2003: 1996, 1997, 1998, 2000, 2003, y, en medio, las Sentencias constitucionales de 1997 y 2001-2002 atinentes a la materia. Y a ellos también les incumbe, para los suelos así —por la fuerza de la decisión plasmada en la opción clasificatoria correlativa— urbanizables, la priorización entre cuáles habrán de serlo antes —suelo urbanizable delimitado, sectorizado o programado—, y para qué tipos e intensidades de aprovechamientos, etc.; todo ello de un modo tal que estarán predeterminando el estatuto jurídico de la propiedad urbanística de millares de parcelas, con el simple desplazamiento de una línea unos centímetros en un plano.

Pero, sobre todo, y para lo que aquí interesa, desde el ejercicio de tales técnicas, el Municipio estará colaborando en la integración del estatuto jurídico de millares de propietarios, los cuales sólo ahora podrán subsumir en el marco legal abstracto fruto de la interacción marco estatal —legislación autonómica, la concreta situación de sus terrenos y, por tanto, los concretos derechos-deberes que, en relación con ellos, pasan a ostentar y a asumir  (7) .

El propio Tribunal Constitucional había explicado bastante tiempo antes de enfrentarse directamente al estatuto de la propiedad urbanística, cuando lo hizo en relación con el de la propiedad agraria [STC 37/1987, de 27 de marzo], que en el caso de la propiedad inmobiliaria era perfectamente posible, pero, además, era indispensable, la «colaboración reglamentaria» para acabar de perfilar el estatuto concreto de cada inmueble, objetivo imposible de alcanzarse desde la norma de rango legal, y todo ello haciendo uso de la flexibilización de la reserva de Ley en esta materia.

Y es sabido que los instrumentos de planeamiento urbanístico aprobados por los Municipios tienen una naturaleza de disposición de carácter general equiparable a las Ordenanzas y Reglamentos locales, por lo que eran y son vehículo idóneo a tal fin.

5. Conocidos, pues, los principales títulos que ostentan los distintos entes territoriales para su coparticipación en el diseño final del estatuto jurídico de cada propiedad inmobiliaria y cómo se interrelacionan los respectivos productos de su acción normativa, pasemos a repasar cómo se ha hecho uso de aquéllos, tanto por el Estado cuanto por las Comunidades Autónomas, para, más tarde, comprobar, en el marco así resultante, el perfil de las técnicas administrativas de concreción final de las que se responsabiliza primariamente el Municipio, y el régimen jurídico esencial de las mismas.

II.  LA «INSUFICIENTE INTERIORIZACIÓN» POR EL LEGISLADOR ESTATAL DEL MARCO CONSTITUCIONAL DE REFERENCIA: ESTABLECIMIENTO POR ÉSTE DE LAS CONDICIONES BÁSICAS DEL ESTATUTO DE LA PROPIEDAD URBANÍSTICA

1.  Evolución histórica hasta la adopción del nuevo sistema legal

1.1.  Primera iniciativa estatal (1990)

1. Desde la entrada en vigor de la Constitución de 1978, salvando una ocasional actuación en 1981 (entonces dicta el Real Decreto-Ley 16/1981, de 16 de octubre, de Adaptación de Planes Generales al TRLS-1976, RDLA), el Estado no había vuelto a dictar una sola norma jurídica relativa a alguno de los aspectos de lo que podemos considerar como dimensión objetiva del urbanismo (planeamiento, gestión, disciplina)  (8) , cuya regulación, a la entrada en vigor de la Constitución, estaba contenida en la denominada Ley del Suelo de 1976 (Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril; TRLS-1976, en adelante) y en los Reglamentos de la misma.

Esos bloques normativos vinieron actuando como Derecho urbanístico supletorio de las Comunidades Autónomas, que, hasta 1990, únicamente en supuestos muy concretos habían dictado normas propias al respecto (y sólo para aspectos parciales de esa regulación, como la disciplina urbanística o el régimen del suelo no urbanizable).

2. Pero en 1990, el Estado dicta la Ley 8/1990, de 25 de julio, de Reforma del Régimen Urbanístico y de Valoraciones del Suelo (LRRU), precisamente con la pretensión de regular los aspectos típicos de la dimensión subjetiva del urbanismo, es decir, la de los derechos y deberes de los propietarios de terrenos, desde la perspectiva constitucional de establecimiento de un marco común igualitario.

Al efecto, la LRRU concibe el derecho de propiedad del titular de terrenos susceptibles de ser urbanizados y edificados con una estructura «desagregada», según célebre calificación (GARCÍA-BELLIDO), en el sentido de que las distintas facultades urbanísticas inherentes a aquel derecho («agregadas» al mismo) sólo se van adquiriendo de modo gradual y a medida que se va cumpliendo con los correlativos deberes inherentes a cada fase del proceso urbanizador y edificatorio, y en el plazo respectivo asignado al efecto.

Así, por ejemplo, el derecho a urbanizar se alcanza con la aprobación del planeamiento urbanístico más específico según la clase de suelo en la que se opere. El derecho al aprovechamiento urbanístico (esencialmente, derecho a patrimonializar el aprovechamiento lucrativo correspondiente al terreno) se logra con el cumplimiento de los deberes de ejecución material (urbanización) y jurídica (cesión de terrenos correspondientes a la Administración y reparto equitativo de las cargas y los beneficios con los demás propietarios afectados); el derecho a edificar se obtiene con el otorgamiento de la licencia, etc.

El estatuto jurídico del propietario de suelo se completa coherentemente al regular las valoraciones que le corresponden (a los diversos efectos en que son operativas), y también las indemnizaciones que nacen a su favor cuando se modifica el planeamiento y se reduce el aprovechamiento urbanístico previsto en el mismo, en función del grado de adquisición de facultades urbanísticas alcanzado, solución más justa y racional que la derivada del sistema legal anterior (sobre todo, en la reformulación jurisprudencial de la misma) con el cual era posible que un propietario de suelo urbanizable con plan parcial aprobado viera desclasificado su terreno sin tener derecho a indemnización alguna; con el nuevo sistema, tiene adquirido ya el derecho a urbanizar, y esto implica una valoración para su terreno mayor que la correspondiente al estadio anterior, antes de esa aprobación, y análogamente una indemnización, en el caso de que no pueda proseguir con la urbanización, que atenderá al dato de tener ya obtenido ese derecho.

El estatuto así reelaborado (en gran medida, ya está latente en el sistema anterior y en su exégesis jurisprudencial; ya antes el propietario debía cumplir deberes de urbanizar y edificar y hacerlo en plazos determinados, so pena de ser expulsado del proceso edificatorio, al menos teórico-legalmente) se completa con la previsión de que el incumplimiento de los deberes inherentes a cada fase determina no sólo la no adquisición de las facultades sucesivas, sino la reducción (y eventualmente extinción) de las ya alcanzadas. El sentido de ello es espolear a los propietarios para que sean ellos los que asuman de modo efectivo la iniciativa del proceso urbanizador y edificatorio, penalizando las actitudes especulativas, en un momento (1986-1989) en que el precio de las viviendas en las grandes ciudades españolas ha experimentado un aumento desenfrenado sin precedentes, haciendo cada vez más lejano el acceso a las mismas para las nuevas generaciones.

3. Obviamente, el legislador estatal de 1990 se considera legitimado para regular tales aspectos del estatuto jurídico de la propiedad del suelo, que van desde la definición del aprovechamiento susceptible de apropiación por el propietario (el 85% se dice, en suelo urbano o urbanizable) hasta la regulación de técnicas que hagan posible la concreción de éste.

El 85% juega, en ese sentido, no sobre el «aprovechamiento real» de la parcela, lo cual sólo daría satisfacción al deber de ceder una parte para la comunidad, sino sobre el «aprovechamiento tipo», que es un aprovechamiento promediado, que viene a equivaler a la media de aprovechamientos de todos los propietarios de terrenos incluidos en el mismo espacio considerado, espacio al que se denomina «área de reparto», lo cual sirve para dar satisfacción al principio de igualdad en este terreno, es decir, para que el reparto de cargas y beneficios sea igual para todos los propietarios incluidos en el mismo espacio delimitado, lo que se conoce en el urbanismo como «equidistribución» o distribución equitativa de aquéllos entre todos los afectados.

En el sistema legal anterior, existía un mecanismo igualador semejante (no idéntico) denominado «aprovechamiento medio», pero que sólo se preveía para el suelo urbanizable. En el nuevo (LRRU, LS 92), se extiende al suelo urbano, en el cual más frecuentes e insalvables son las diferencias entre los propietarios de terrenos, adscritos unos en el Plan respectivo a un uso dotacional (zona verde, por ejemplo) y otros a un uso residencial con altura permitida de veinte plantas, con una separación de escasos metros entre ellos, por lo que las cargas de aquéllos y los beneficios de éstos podrán distribuirse ahora equitativamente al asignarse a cada uno, como aprovechamiento subjetivo o patrimonializable, un aprovechamiento, tipo, igual (por ejemplo, 1,5 metros cuadrados construibles por cada metro de suelo que se posea), con independencia, pues, de los concretos usos y condiciones de edificación asignados a su terreno, aprovechamiento objetivo o real.

El propietario de un terreno de 1.000 metros cuadrados sabe, así, por ejemplo, que el contenido económico de su derecho equivale al resultado de multiplicar esos 1.000 metros por el aprovechamiento tipo de su área de reparto, que es 1,5 metros cuadrados construibles del uso predominante en el área por cada metro cuadrado de suelo, es decir, 1.000 × 1,5 = 1.500 metros cuadrados de ese uso lucrativo, si bien una parte de ese aprovechamiento corresponderá a la comunidad y deberá «cederla» a la respectiva Administración. Con esa tranquilidad, le dará igual que el planeamiento califique su terreno como zona verde y no pueda construir sobre él nada en absoluto. La técnica del aprovechamiento tipo sirve, así, al principio de igualdad, a la igualdad de trato de todos los propietarios de suelo desde el planeamiento urbanístico.

4. La legitimación —y aun la obligación constitucional— para dictar una regulación que, a la fuerza, ha de incidir en la dimensión objetiva del urbanismo, la encuentra el Estado —así lo manifiesta en el preámbulo de la LRRU— en las competencias que en exclusiva le reconoce el art. 149.1 CE en sus reglas 1.ª, 8.ª, 13.ª, 18.ª, y 23.ª, fundamentalmente, es decir, competencias para regular las condiciones básicas del ejercicio de los derechos, la legislación civil, la planificación económica —aquí conectada al sector de la vivienda—, el régimen del procedimiento administrativo común, la expropiación forzosa y la responsabilidad patrimonial, y la legislación básica en materia de medio ambiente —ésta por lo que se refiere a ciertas reglas sobre el suelo no urbanizable—: esencialmente, son los mismos títulos constitucionales invocados por el legislador estatal para alumbrar la LS 08 (Disposición Final Primera LS 07, 1 a 3).

1.2.  Primera doctrina (operación de «legislación negativa») en la materia del Tribunal Constitucional (1997)

1. Diversas Comunidades Autónomas recurren la LRRU y luego el TRRL-1992 (fruto de la refundición de aquélla con el TRLS-1976) por considerar que, en el ejercicio de las competencias más arriba enumeradas, sin embargo, el Estado ha ido más lejos de lo que podía.

Y el Tribunal Constitucional, al zanjar los respectivos recursos —STC 61/1997, de 20 de marzo—, viene a darles la razón, inspirándose su argumentación en una interpretación expansiva del título competencial «urbanismo» (art. 148.1.3.ª CE), que juega a favor de las Comunidades Autónomas, frente al título competencial «condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales» (art. 149.1.1.ª CE), que juega a favor del Estado y que, de hecho, es el que mejor puede hacerlo.

Así, por ejemplo —considera el Tribunal—, el Estado no puede definir el aprovechamiento urbanístico patrimonializable con un porcentaje fijo, como hacía la LRRU, el 85%, sino que debe hacerlo de tal modo que quede un margen a la disponibilidad autonómica en ejercicio de su propia competencia urbanística. Decir, pues, «como mínimo, el 85%» sería lo correcto, ya que deja un margen para llegar, incluso, hasta el 100%.

Y tampoco puede el Estado referir ese porcentaje a un aprovechamiento tipo resultado de la previa delimitación de un área de reparto para extraer la media de los aprovechamientos lucrativos porque ello implica inmiscuirse en el terreno de técnicas concretas que pertenecen a la competencia urbanística exclusiva de las Comunidades Autónomas.

Por ello, de los efectos prácticos de la STC 61/1997, de 20 de marzo, quizá el más relevante es el de la anulación de los preceptos reguladores del aprovechamiento tipo y las áreas de reparto.

Esta anulación subsiguiente a su inconstitucionalidad deriva de su consideración como «básicos» en la Ley estatal, no pudiendo serlo por estimar el Tribunal que el Estado no tenía cobertura en el título invocado para dictarlos con ese carácter. Como, por otro lado, el Tribunal consolida la doctrina de que el Estado tampoco puede dictar preceptos con carácter «supletorio»  (9)  en materias sobre las que han asumido las Comunidades Autónomas competencias en exclusiva (FJ 12.º), el resultado es que tales preceptos desaparecen del Derecho estatal vigente —sin que aparezcan en su lugar otros análogos en el Derecho estatal supletorio de 1976, regresado a la vida jurídica con ese mismo fallo constitucional—, y, de ahí, la relevancia de esta anulación.

2. La legislación estatal, mientras se dirimía este pleito, produjo dos normas similares para lo que aquí interesa, el Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio, de Medidas Liberalizadoras en materia de Suelo (RDLML), y la Ley 7/1997, de 14 de abril, de la misma rúbrica (LML), resultado de la tramitación parlamentaria del anterior. Su objeto era la ampliación del aprovechamiento susceptible de apropiación por el propietario, en coherencia con su filosofía liberalizadora del sector según la cual la eliminación de costes y trabas permitiría la reactivación de éste y el abaratamiento de los precios de las viviendas.

Ahora bien, la ampliación del aprovechamiento (del 85 al 90%, en general) se hacía manteniendo tanto la fijación de porcentajes fijos (lo que eventualmente determinaría su declaración de inconstitucionalidad planteada por el cauce pertinente)  (10)  cuanto la definición de éste, con referencia al aprovechamiento tipo del área de reparto correspondiente y a otros subsidiarios, que no tenían regulación alguna para el suelo urbano y sólo alguna análoga para el urbanizable en el sistema legal anterior a 1990 (y que, desde la perspectiva de la constitucionalidad, incurrirían en la misma tacha que el extremo antes glosado).

En lo que se acaba de decir, es fácil atisbar alguna de las razones para reelaborar aceleradamente tras la STC 61/1997 estas disposiciones, adaptándolas a su doctrina, en lo que luego va a ser la LS 98  (11)  —he ahí también el sentido de los adjetivos que utiliza la E. de M. de la LS 07 para referirse a esta evolución legislativa: «accidentada» y «atropellada»  (12) —.

1.3.  Definición y alcance de las «condiciones básicas» en esta materia

1. Como se ha anticipado, la integración del estatuto jurídico de la propiedad urbana es el fruto de la concurrencia de normas dictadas en ejercicio de competencias que afectan a ésta desde una u otra perspectiva.

En primer lugar, como también se había anticipado, el Estado, al amparo del art. 149.1.1.ª CE, ha de fijar las condiciones básicas para que el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes ligados al proceso urbanizador y edificatorio se produzcan con unos criterios igualatorios mínimos.

2. Sin embargo, el legislador estatal de 1990 excede su cometido competencial al llevar a cabo esta tarea, a juicio del Tribunal Constitucional, pues, en la cumplimentación de aquélla, debe limitarse al establecimiento de unas condiciones básicas del derecho de propiedad del suelo, dejando un amplísimo margen de maniobra para que sean las Comunidades Autónomas las que, cada una en ejercicio de su particular opción, diseñen finalmente de modo acabado el modelo de estrategia territorial y desarrollo urbanístico que consideren más adecuado  (13) .

Parece obligado, en este punto, por lo tanto, hacer referencia, aunque sea sinóptica, al recorrido argumental a través del cual se llega por el Tribunal Constitucional al juicio antes sintetizado, donde todo va a girar en torno al contraste entre los títulos constitucionales esgrimidos por el Estado («fijación de las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad del suelo») y por las Comunidades Autónomas («definición del propio modelo urbanístico») para justificar su respectiva intervención en la regulación del proceso urbanizador y edificatorio.

3. La STC 61/1997, de 20 de marzo, empieza por delimitar negativamente el alcance del título competencial residenciado en el art. 149.1.1.ª CE:

«Este título estatal no representa, pues, una suerte de prohibición para el legislador autonómico de un trato desproporcionado respecto de la legislación estatal» [FJ 7.º.a)].


Inmediatamente después, se precisa que «condiciones básicas» no es una expresión sinónima de «legislación básica», «bases» o «normas básicas», utilizadas en otros pasajes de la Constitución.

En la misma línea de acotar negativamente, el sentido de las condiciones básicas, la Sentencia constitucional añade que «no equivalen ni se identifican tampoco con el contenido esencial de los derechos».

4. ¿Qué significado positivo tiene, pues, el título competencial controvertido?

En principio, su materia son «los derechos constitucionales en sentido estricto, así como los deberes básicos», pero con una importante precisión:

«Las condiciones básicas [...] se predican de los derechos y deberes constitucionales en sí mismos considerados, no de los sectores materiales en los que éstos se insertan» [FJ 7.º.b)].


En cuanto a su alcance, su campo de despliegue es, precisamente, el normativo, y, por ello, a su amparo el Estado puede establecer una regulación «aunque limitada a las condiciones básicas que garanticen la igualdad, que no el diseño completo y acabado de su régimen jurídico» [FJ 7.º.b)].

5. ¿Cuál es, en fin, el contenido concreto de tales «condiciones básicas»?

La doctrina constitucional, apoyada en parte en pronunciamientos anteriores, señala que las «condiciones básicas» «hacen referencia al contenido primario del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales (facultades elementales, límites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones básicas, ciertas premisas o presupuestos previos...)» pero sólo «las imprescindibles o necesarias para garantizar esa igualdad, que no puede consistir en una igualdad formal absoluta» (FJ 8.º).

Aunque, dentro de tales condiciones, se pueden entender incluidos asimismo «aquellos criterios que guardan una relación necesaria e inmediata con aquéllas, tales como el objeto o ámbito material sobre el que recaen las facultades que integran el derecho [...]; los deberes, requisitos mínimos o condiciones básicas en que ha de ejercerse un derecho [...]; los requisitos indispensables o el marco organizativo que posibilitan el ejercicio mismo del derecho».

6. Descendiendo a los distintos sectores o bloques normativos ínsitos en toda regulación urbanística global, la Sentencia constitucional vuelve a subrayar la idea de que el título constitucional del Estado para incidir en la misma debe utilizarse con la máxima consideración hacia una competencia, la urbanística, que las Comunidades Autónomas, todas, han asumido en exclusiva (dato éste también reiteradamente destacado) —postulado éste primordial (ya se entiende el porqué) para el legislador estatal de 2007, según enfatiza reiteradamente en la E. de M.—.

Por ello, se afirma en uno de los párrafos cruciales que condensan la doctrina que viene a sentar esta Sentencia:

«El indicado título competencial sólo tiene por objeto garantizar la igualdad en las condiciones del ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento de los deberes inherentes a la función social, pero no, en cambio, la ordenación de la ciudad, el urbanismo entendido en sentido objetivo. A través de esas condiciones básicas, por tanto, no se puede configurar el modelo de urbanismo que la Comunidad Autónoma y la Administración Local, en el ejercicio de sus respectivas competencias, pretendan diseñar, ni definir o predeterminar las técnicas o instrumentos urbanísticos al servicio de esas estrategias territoriales, aunque, como se verá, puedan condicionar indirectamente ambos extremos» [FJ 9.º.b)].


7. La consecuencia, para la metodología que va a seguir el Tribunal en el enjuiciamiento del LS 92 no puede ser, a partir de aquí, sino la de «distinguir aquellas normas urbanísticas que guardan una directa e inmediata relación con el derecho de propiedad (ámbito al que se circunscribe el art. 149.1.1.ª CE) y del que se predican las condiciones básicas, de aquellas otras que tienen por objeto o se refieren a la ordenación de la ciudad, esto es, las normas que, en sentido amplio, regulan la actividad de urbanización y edificación de los terrenos para la creación de ciudad» [FJ 9.º.b) in fine].

Partiendo, pues, de esa distinción, el supremo intérprete de la Constitución no tiene ningún inconveniente en reconocer al Estado competencia para «regular los deberes básicos que sean inherentes a cada manifestación del dominio», como expresión de la función social que forma parte hoy de éste, o para definir elementos tales como «la adquisición del contenido urbanístico susceptible de apropiación privada, su valoración o los presupuestos previos —o delimitación negativa— para que pueda nacer el derecho de propiedad urbana».

Pese a tal manifestación, lo cierto es que, a la vista del desarrollo argumental posterior, su virtualidad en ese terreno es reducida en efectos concretos, y a mayor abundamiento, a renglón seguido, vuelve a insistirse en que las Comunidades Autónomas también «podrán dictar normas atinentes al derecho de propiedad urbana» (sin perjuicio de su deber de respetar aquella concepción básica estatal).

8. Frente a todo lo anterior, el título competencial esgrimido por las Comunidades Autónomas, el «urbanismo» (art. 148.1.3.ª CE), reviste, sí, una fuerza expansiva capaz de sobrepujar al título estatal en liza, pero no logra ser definido de una forma clara a tales efectos por el FJ 6.º de la Sentencia citada:

«Sin propósito definitorio, el contenido del urbanismo se traduce en concretas potestades (en cuanto atribuidas a o controladas por Entes públicos), tales como las referidas al planeamiento, la gestión o ejecución de instrumentos planificadores y la intervención administrativa en las facultades dominicales sobre el uso del suelo y edificación, a cuyo servicio se arbitran técnicas jurídicas concretas; a lo que ha de añadirse la determinación en lo pertinente del régimen jurídico del suelo en tanto que soporte de la actividad transformadora que implica la urbanización y edificación».


9. De hecho, más que ese pasaje mismo y que su contexto próximo, será el desarrollo posterior de la Sentencia el que nos facilite, dispersos y esporádicos, los heterogéneos ingredientes ínsitos en la competencia urbanística a juicio del Tribunal, siempre para alzarlos como barrera infranqueable frente al legislador estatal.

Éste, por cierto, es uno de los motivos por los que la tan mentada Sentencia ha sido objeto de acerbas críticas, prácticamente unánimes, desde la doctrina científica  (14) .

1.4.  Segunda iniciativa estatal (1998): comienzo de la «atropellada evolución»

El legislador estatal de 1998, al aprobar la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones (LS 98), procura ser extraordinariamente respetuoso con el planteamiento doctrinal que se ha sintetizado.

Ya su Exposición de Motivos inicial denotaba el esfuerzo por ajustarse al estrecho margen de maniobra que esa doctrina constitucional le dejaba.

Y, lógicamente, tras la tramitación parlamentaria, se ve impelido a serlo todavía con más rigor, pues la mayoría parlamentaria para su aprobación estaba integrada por los Grupos nacionalistas catalán, vasco y canario (además del Grupo Popular, como es natural), y, obviamente, su sensibilidad al riesgo de vulneración de competencias autonómicas les movía a limar cualquier aspecto dudoso en el proyecto originario, como, por otro lado, se comprueba en extenso más adelante a propósito de la evolución que van a tener diversos preceptos clave.

En definitiva, la LS 98 se circunscribe deliberadamente al estatuto jurídico de la propiedad del suelo, en su dimensión de derechos y deberes del propietario en los diversos planos de la actividad urbanizadora y edificatoria, estatuto complementado con otras dos vertientes del mismo, la de las valoraciones del suelo (congruente con la filosofía de que en el derecho de propiedad hay unas facultades connaturales, que, por tanto, deben tener traducción en ese campo) y la de los supuestos en que procede una indemnización por la restricción de aprovechamientos ya adquiridos  (15) .

No hay duda, por otro lado, de que el establecimiento de unos criterios básicos de clasificación está dentro de la competencia estatal tal como antes ha quedado perfilada por el Tribunal Constitucional, en doctrina específica que más adelante será sintetizada.

1.5. Segundo pronunciamiento (u operación de «legislación negativa») del Tribunal Constitucional en la materia (2001)

La opción del legislador estatal de 1998, sobre todo, en la perspectiva del respeto al orden constitucional de competencias, va a ser enjuiciada por el Tribunal Constitucional, mediante la STC 164/2001, de 11 de julio, de donde resulta que aquélla supera globalmente el test de la constitucionalidad, si bien con la ayuda del recurso a fijar interpretaciones conformes con la Constitución de diversos pasajes controvertidos.

Dado que a ello se efectúa una referencia específica más adelante, baste con adelantar este dato aquí, a modo de cierre del proceso evolutivo histórico que se quería sintetizar, en evitación de reiteraciones superfluas.

2.  El modelo de la Ley estatal 10/2003, de 20 de mayo, de reforma

2.1. Condiciones/criterios básicos en materia de clasificación

1. En el marco fijado por la STC 61/1997, sintetizado más arriba, el legislador estatal de 1998 establece las nuevas definiciones de las clases de suelo.

Y es que, como se ha anticipado más arriba, la técnica de la clasificación contribuye decisivamente a la determinación del contenido concreto del derecho de la propiedad urbana. A través de ella, todos los terrenos de un mismo término municipal resultan incluidos en todas o algunas de las categorías o clases previstas legalmente. Y, a partir de ahí, el propietario conoce, de entrada, si su terreno está excluido o no del proceso urbanizador y edificatorio y, si no lo está, si es susceptible o no de ser edificado inmediatamente, en cuyo caso podrá conocer también cuáles son los usos posibles y las características constructivas de toda índole de las edificaciones que los materialicen. Esto último sucede en concreto en el caso del suelo urbano, donde la reglamentación es exhaustiva desde el nivel del planeamiento general (y a esa pormenorización se le denomina calificación)  (16) .

Por ello, los criterios de la clasificación del suelo inciden indudablemente en la delimitación del derecho de propiedad y conforman uno de esos aspectos en los que la confluencia de competencias se hace inevitable, al tratarse, según la doctrina constitucional, de un verdadero presupuesto para el nacimiento de un concreto estatuto jurídico en virtud de la categoría de suelo otorgada.

2. Desde esta perspectiva, es claramente viable que el legislador estatal establezca la división del territorio municipal en distintas clases de suelo, pues ello:

«No es más que el presupuesto de la misma propiedad del suelo, fijando tres posibles clasificaciones, de las que se derivará un régimen jurídico también distinto. [...] constituye la premisa, a partir de la cual se fijan tales condiciones básicas [...] Constituye, también, el presupuesto lógico-jurídico para la aplicación del entero sistema de valoraciones a efectos indemnizatorios, por lo que entronca con la determinación del presupuesto de hecho que permita el ejercicio de la competencia estatal en la materia (artículo 149.1.18.ª CE)» [FJ 14.º.b)].


Ahora bien, en el establecimiento de tales distintas clases de suelo no puede irse prácticamente más allá de su mera enumeración, puesto que la competencia correspondiente «no implica la prefiguración por el legislador estatal de modelo urbanístico alguno». El único contenido imperativo alcanzable aquí por la regulación estatal consiste en «deferir al titular de la potestad de planeamiento la división del ámbito territorial municipal en todas o algunas de las siguientes hipótesis básicas: Suelo consolidado urbanísticamente, suelo apto para el proceso urbanizador y suelo preservado de tal proceso; supuestos básicos a los solos efectos de anudar determinadas facultades dominicales y unos criterios de valoración a su vez básicos del derecho de propiedad urbana» [FJ 14.º.b)]. Esta doctrina, precisamente, es la que explica el enfoque con que el legislador de 2007 fija los criterios para clasificar el suelo, a modo de meras hipótesis o supuestos básicos, a efectos de anudarles determinadas facultades y correlativos criterios de valoración.

Por eso, se enfatiza especialmente que:

«La referencia a tales categorías no puede implicar la predeterminación de un concreto modelo urbanístico y territorial» [FJ 14.º.b), in fine].


3. Simultáneamente, el legislador estatal pretendía alcanzar otro objetivo al tiempo que establecía los criterios básicos para la clasificación del suelo de imperativa observancia para los legisladores autonómicos en materia urbanística.

En efecto, en la filosofía general de la LS 98 —para ser exactos, de su proyecto (1997)—, la redefinición de las categorías tradicionales era una de las piezas clave en el engranaje del mecanismo destinado a hacer realidad la desregulación y liberalización del sector.

4. Si tenemos en cuenta que tal filosofía general partía de reconocer que el derecho a edificar, con el de urbanizar, pasaban a constituir sendas «facultades inherentes al derecho de propiedad» enterrando expresamente de modo simultáneo la concepción que se atribuía al LS 92, esto es, aquella en cuya virtud «el derecho de propiedad sólo era inicialmente un derecho de propiedad de suelo rústico», como dijo el Ministro de Fomento en la presentación del proyecto, parece lógico que ello implicara una nueva definición de las categorías de suelo.

En efecto, el suelo no urbanizable, por ejemplo, es decir, el excluido por definición del proceso urbanizador y edificatorio, no podía seguir siendo el suelo residualmente mayoritario sino el excepcional puesto que la regla que venía a instaurarse significaba que, en principio, todo el suelo era urbanizable y edificable, que, en principio, todo propietario de suelo tenía derecho a la urbanización y edificación del mismo.

La coherencia interna del sistema exigía, por lo tanto, que, en cierta forma, el suelo urbanizable se erigiera en la categoría común, al margen obviamente de todo lo que fuera ya suelo consolidado por la urbanización (suelo urbano), y que el supuesto de inaptitud para la urbanización se constituyera en la categoría excepcional, puesto que excepcional venía a ser a partir de ahora el supuesto en el cual el propietario no tuviera, «en el núcleo de facultades esenciales ineludibles»  (17)  de su derecho de propiedad las de urbanizar y edificar.

5. Todo ello conducía a que la adscripción de terrenos a la clase de suelo no urbanizable respondiera típicamente a la concurrencia de circunstancias objetivas que los hicieran merecedores de una especial protección al abogar aquéllas por su exclusión de cualquier proceso transformador, es decir, respondiera a una configuración reglada

Adicionalmente, como modalidad excepcional, esa adscripción de terrenos a tal categoría de suelo podía efectuarse, aun sin concurrir circunstancias de aquella índole, por decisión del planificador, pero, invirtiéndose los términos tradicionales del ejercicio de la potestad de planeamiento, siempre que esa decisión se justificara por el planificador, y no sobre la base de cualquier argumento, sino, precisamente, sobre la base de su inidoneidad para un desarrollo urbano racional.

Es decir, siendo la regla el carácter urbanizable del suelo por deducirse de la proclamación general del derecho de todo propietario a promover su transformación, la excepción tenía, a partir de ahora, que justificarse, y la carga de la prueba recaía sobre la Administración en beneficio del administrado.

6. Sabido es que en la cultura jurídico-urbanística precedente, ese derecho lo daba el Plan, no estaba ínsito en el derecho de propiedad, y para que un propietario pudiera abrigar esperanzas de desmontar una clasificación de suelo no urbanizable tenía que justificar, él  (18) , que el planificador había ejercido inadecuadamente su potestad, justificación que se traducía en acreditar irracionalidad en la decisión, arbitrariedad, desviación de poder, o errónea apreciación de los hechos determinantes para la adopción de aquélla, según las técnicas tradicionales de control de la discrecionalidad acuñadas en nuestro Derecho.

La nueva filosofía, que invertía los términos en la posición del propietario y de la Administración, provocaba así una nueva definición legal de las categorías de suelo, para la cual, en principio, según lo dicho, el Estado tenía competencia al amparo del art. 149.1.1.ª CE, dada su conexión con las condiciones básicas del derecho de propiedad (en puridad, al ser presupuesto para la fijación de éstas).

7. Así lo asumía expresamente la Exposición de Motivos del proyecto de LS 98, inmediatamente después de constatar que el legislador estatal no podía «por sí solo afrontar la tarea indicada» (la «rectificación» de nuestra tradición urbanística «cuyo norte no puede ser otro que la búsqueda de una mayor flexibilidad que, de un lado, elimine los factores de rigidez que se han ido acumulando y, de otro, asegure a las Administraciones Públicas responsables de la política urbanística una mayor capacidad de adaptación a una coyuntura económica cambiante, en la que los ciclos de expansión y recesión se suceden con extraordinaria rapidez»):


«A la que sólo puede aportar una solución parcial, poniendo a contribución su indiscutible competencia para [...] regular el derecho de propiedad del suelo a fin de garantizar la igualdad de las condiciones básicas de su ejercicio en todo el territorio nacional, así como regular otras materias que inciden en el urbanismo como son la expropiación forzosa, las valoraciones, la responsabilidad de las Administraciones Públicas o el procedimiento administrativo común.

Por ello, su obra reclama una continuación por parte de los legisladores de las diferentes Comunidades Autónomas, sin la cual la reforma que ahora se inicia quedaría incompleta» (punto 1, in fine).



Pues bien, a renglón seguido, se reafirmaba la competencia para la «determinación» de las distintas clases de suelo sobre la base de su íntima conexión para las condiciones básicas de derechos y deberes de los propietarios situados en cada una:

«Dentro de esos concretos límites, que comprenden inequívocamente la determinación de las distintas clases de suelo como presupuesto mismo de la definición de las condiciones básicas del derecho de propiedad urbana [...]» (punto 2, in initio).


Con ese punto de partida y en congruencia con el mismo, el proyecto de LS 98  (19)  definía las nuevas categorías de suelo urbano, urbanizable y no urbanizable, en sus arts. 8, 10 y 9, respectivamente.

8. Sin embargo, como es harto conocido a estas alturas  (20) , los textos resultantes de la tramitación parlamentaria son distintos a los enunciados originales y, además, no en una perspectiva meramente formal, sino claramente sustancial.

La razón radica en que tales variaciones fueron el fruto del proceso de transacción entre el Gobierno y los Grupos Parlamentarios habitualmente próximos a él durante la VI Legislatura.

Las enmiendas presentadas a los preceptos mencionados habían sido numerosas, y de calado  (21) , y en general sensibilizadas por el riesgo de eventual vulneración de competencias autonómicas que el tenor de aquéllos entrañaba a su juicio, riesgo y sensibilización previsibles uno y otra en un proceso legislativo como éste, como ya se había sugerido  (22)  a partir de las primeras reflexiones sobre el futuro del Derecho urbanístico tras la STC 61/1997.

Pues bien, la transacción se fragua, en gran medida, sobre la base de deferir al legislador autonómico el perfil acabado de las respectivas definiciones.

Esto, en el caso de la definición del suelo no urbanizable produce el que, al dejar abierto un amplio margen de maniobra a aquel legislador, comporte el riesgo de la absoluta desactivación del engranaje legal de la liberalización inicialmente proyectado. Y, de hecho, es lo que sucede tras la entrada en vigor de la LS 98: que, al no interiorizarla los Derechos autonómicos, la hipótesis de un suelo no urbanizable reglado y un paralelo urbanizable residual quede plenamente inédita, motivando también, posteriormente, un Decreto-Ley de Medidas Urgentes de Liberalización (2000), para intentar restablecer ese modelo originario, anulando, pura y simplemente, las obstaculizaciones al mismo cristalizadas en el texto enmendado, todo ello por la convicción del Gobierno de la época de que tal vía podía ser eficaz en el objetivo macroeconómico del abaratamiento del precio del suelo y de los consiguientes productos sobre el mismo.

2.2.  Suelo urbano

Tras las enmiendas introducidas en la tramitación parlamentaria, el art. 8 LS 98 resulta del siguiente tenor (en letra cursiva, las variaciones experimentadas):

Tendrán la condición de suelo urbano, a los efectos de esta Ley:


«a) El suelo ya transformado por contar, como mínimo, con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica o por estar consolidados por la edificación en la forma y con las características que establezca la legislación urbanística.

b) Los terrenos que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de acuerdo con el mismo».



Con palabras del Portavoz de CiU, Sr. Recoder, se puede concluir que el precepto establece «el carácter mínimo de las exigencias que un determinado suelo debe reunir para ser considerado urbano, pudiendo ser complementadas estas exigencias por parte de las Comunidades Autónomas»  (23) .

3. En Municipios sin planeamiento general, según el art. 11 LS 98, que no fue modificado en la tramitación parlamentaria, los terrenos tendrán la condición de urbano siempre que cumplan con los criterios del art. 8 (básicamente, por el de la urbanización física o por el de la consolidación en los términos de la legislación autonómica, puesto que, por definición, aquí no habrá un suelo urbanizado en ejecución de planeamiento previo).

En conclusión, pues, el suelo urbano de la LS 98 —vigente hasta el 1 de julio de 2007— es de configuración reglada, como en la cultura jurídico-urbanística precedente, si bien los servicios cuya concurrencia determina esta clasificación —suelo urbano por el criterio de la urbanización— serán no sólo los contenidos en el art. 8 LS 98, sino adicionalmente los en su caso establecidos de modo complementario por la legislación autonómica; en cuanto al suelo urbano por consolidación, los concretos criterios que definen a ésta corresponden también a la legislación autonómica.

2.3.  Suelo no urbanizable

1. Según el art. 9 del proyecto de LS 98:


«Tendrán la condición de suelo no urbanizable, a los efectos de esta Ley, los terrenos en que concurran alguna de las circunstancias siguientes:

1. Que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.

Que el planeamiento general considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales, así como aquellos otros que considere justificadamente inadecuados para un desarrollo urbano racional».



El artículo en bloque fue objeto de numerosas enmiendas, incluido un grupo voluminoso de ellas suscrito por los grupos nacionalistas, en las que la premisa de mayor calado era la de considerar «que el suelo no urbanizable debe serlo también —como categoría residual— aquel que el planeamiento no incluya como urbano o urbanizable»  (24) .

2. Sin embargo, el segundo apartado del art. 9 del proyecto fue, singularmente, objeto de una enmienda destinada a ser la más decisiva de todas las presentadas al articulado, y cuya incorporación suponía la desnaturalización más nítida no sólo del concreto precepto, sino del entero proyecto en cuyo engranaje aquél constituía una pieza insustituible.

En efecto, dicha enmienda, de CiU, patrocinaba la supresión de las palabras «justificadamente» y «racional» en el apartado referido, sobre la siguiente fundamentación: «En todo caso, es exigible que el planeamiento general responda justificadamente a las necesidades reales de crecimiento y desarrollo racional del Municipio, pero no se considera preciso que responda, a su vez, en relación a cada uno de los terrenos concretos enclavados en todo el ámbito municipal. Por otro lado, se considera oportuno mantener un cierto margen de discrecionalidad en la clasificación del suelo no urbanizable, con el fin de permitir la adopción de diferentes políticas de suelo por parte de las Comunidades Autónomas»  (25) .

3. La enmienda se aceptó por coincidir con las aspiraciones de todos los Grupos nacionalistas y porque, con palabras del Portavoz de Coalición Canaria, «las exigencias de justificación y racionalidad para declarar esa inadecuación, que son valores implícitos, han desaparecido del texto del artículo 9»  (26) .

El tenor del art. 9 —ya desde el Dictamen de la Comisión del Congreso— es el siguiente (en letra cursiva, las variaciones experimentadas):


«Tendrán la condición de suelo no urbanizable, a los efectos de esta Ley, los terrenos en que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1. Que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales contemplados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.

2. Que el planeamiento general considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales, así como aquellos otros que considere inadecuados para un desarrollo urbano».



4. Obviamente, la virtualidad del cambio no pasó desapercibida para los grupos de la oposición, que efectuaron inmediatamente sus propias valoraciones al respecto  (27) .

Sin embargo, la constatación más relevante, a los efectos de su correcta exégesis, del alcance final del precepto la ofrece el propio Portavoz del Grupo Popular posteriormente en el mismo debate:

«Ciertamente, en la definición de suelo no urbanizable, hay que acatar lo que diga el planeamiento. ¿O es que piensa la Sra. Narbona que ha pasado alguna vez por la imaginación del Partido Popular vulnerar la existencia de los Ayuntamientos españoles en el derecho a la configuración de la ciudad? ¿A quién corresponde la configuración de la ciudad, en último término, sino a los Ayuntamientos democráticamente elegidos? Eso es así. [...]. El planeamiento, Sra. Narbona, está en la naturaleza de las cosas. Es al Ayuntamiento al que corresponde, en última instancia, la definición y la configuración de la ciudad»  (28) .


5. En ese contexto, pues, es como hay que interpretar el sentido del art. 9 LS 98 en su versión 1998; de aquél se deriva también el porqué de los subsiguientes vaivenes que la formulación de éste va a experimentar en las reformas legales específicas que le afectan en 2000 (RDLMULSI) y 2003 (LMULSI) —la «accidentada» y «atropellada» evolución a que alude la E. de M. de la LS 07, cuyas claves van revelándose, pues...—.

El tenor del precepto vigente hasta el 1 de julio de 2007 supone en la práctica el regreso al punto de partida que marcaba la precitada versión de 1998, lo cual, habida cuenta de que aquél es fruto de una reforma legal, la de 2003, que tiene el sentido de convertir en Ley formal lo que se había aprobado inicialmente como Decreto-Ley, la reforma de 2000, requiere una explicación que sólo el repaso de los diversos hitos jurídicos acaecidos desde 1998 permite ofrecer.

6. Como es sabido, el 11 de julio de 2001, el Tribunal Constitucional dicta su Sentencia 164/2001 en la que zanja los tres recursos de inconstitucionalidad acumulados contra la LS 98. En los tres se denunciaba la «intromisión» del art. 9 LS 98 en materia propiamente urbanística, así como la «predeterminación de un concreto modelo urbanístico y territorial», lo cual va a obligar al juzgador constitucional a determinar si la fijación de los criterios de clasificación de suelo no urbanizable por el Estado es posible y, en todo caso, si es aceptable constitucionalmente en el modo en que se efectúa ello en la LS 98.

Pues bien, para lo que ahora aquí sintéticamente importa, en aquélla el supremo intérprete constitucional, en primer lugar, efectúa la decisiva constatación de que «la efectiva clasificación del suelo como no urbanizable no deriva automática e inmediatamente de la fijación de un «régimen de especial protección», sino que depende, en todo caso, de que el órgano público competente para la clasificación del suelo efectivamente concluya que el régimen especial de protección previamente establecido exige la clasificación del suelo como no urbanizable» [FJ 14.a)].

Y, en segundo lugar, y sobre todo, efectúa el pronunciamiento destinado a producir —en combinación con otros contenidos en el mismo FJ 14 y también en el 15, que en seguida veremos— los efectos más neutralizadores para la operatividad originaria teórico-legal del «nuevo» SNU (luego llamada a ser potenciada en la versión del RDLMULSI):

«En coherencia con lo anterior, debemos negar todo carácter restrictivo al listado de valores y fines determinantes de “regímenes especiales de protección”. Los distintos regímenes de protección traen causa de los distintos títulos competenciales del Estado y de las Comunidades Autónomas. Será entonces el titular de cada competencia a quien corresponderá identificar y valorar la importancia de un fin o valor para establecer un régimen especial de protección. En este sentido debe entenderse que la enumeración de valores y fines del artículo 9.1 LS 98 sólo tiene carácter ejemplificativo».


Como se podía adivinar ya entonces, resultaban potencialmente devastadores los efectos de este pronunciamiento, para la operatividad teórico-legal reseñada, por la negativa explícita a reconocer un carácter «restrictivo» al listado de valores y fines y por el mandato explícito también de interpretarlo como meramente «ejemplificativo», negativa y mandato que conforman la postura metodológica sobre la que va a trabar el juzgador constitucional la interpretación conforme con la Constitución del art. 9 LS 98.

Y es que, si recordamos que, precisamente, el conferirle carácter restrictivo y el negarle un sentido meramente enunciativo eran estrategias inherentes en el redactor del art. 9 con el fin de no desnaturalizar la configuración reglada que se predicaba del nuevo SNU y, paralelamente, con el fin de no correr el riesgo de obstaculizar el agigantamiento apetecido de SUble, es fácil concluir que tales negativa y mandato explícitos del Tribunal Constitucional se estaban erigiendo así en muro difícilmente franqueable ante cualquier estratega jurídico de una liberalización del suelo promovida en solitario por el Estado.

7. En ese mismo pronunciamiento de 2001, el juzgador constitucional engloba, más adelante, en uno solo el grupo de criterios enumerados en el apartado 2 o regla 2.ª del art. 9 LS 98, al que define genéricamente como el de la inadecuación para un desarrollo urbano, en el cual el juicio de tal adecuación «corresponde, en todo caso, al órgano competente para la clasificación».

Y, siguiendo con su tesis unificadora, considera que «la deficiente adecuación puede traer causa de valores o fines que hagan necesaria la preservación del suelo (el propio art. 9.2 LS 98 enuncia los valores agrícola, forestal, ganadero, así como la riqueza natural) o de otras circunstancias», y que, en ambas hipótesis:

«Al planeamiento corresponde establecer, como expresamente dispone el último inciso del precepto cuestionado, los criterios sobre cuándo un terreno es adecuado, o no, para un desarrollo urbano, remitiendo de esta forma la clasificación del suelo al planificador urbanístico».


Esta interpretación es la que conduce al Tribunal Constitucional a descartar «que el art. 9.2 LS 98 imponga un concreto modelo urbanístico y territorial» —y, consiguientemente, incurra en inconstitucionalidad—, porque, como se desprende de la misma, queda un amplio margen de maniobra tanto para el planificador urbanístico como antes —y sobre todo— para el legislador autonómico.

En esta idea, pondrá especial énfasis el TC:

«Por último, concluyamos que es la concurrencia de los dos criterios del artículo 9.2 LS 98, en la concreta redacción de 1998, lo que lleva a rechazar el reproche de inconstitucionalidad» [FJ 14.b)].


Y, más adelante, volverá sobre ella, al reflexionar sobre el alcance real del art. 20 LS 98 —régimen del suelo no urbanizable— (FF.JJ. 31 y 32)  (29) .

Es fácil comprender que, precisamente, la persistencia de ese margen de discrecionalidad —al que se refiere el TC en ese crucial pasaje del FJ 14.b), que luego inspira directamente la reformulación legal del art. 9.2 LS 98, versión LMULSI, como en seguida se comprobará— era un factor que la estrategia jurídica estatal de la liberalización del suelo consideraba de necesaria eliminación, en la medida en que distorsionaba su mecanismo desregulador, y por eso procuró tal eliminación, que no pudo hacerla plena por la introducción en la tramitación parlamentaria (1997-1998) del supuesto del inciso final, pero que luego creyó haberla conseguido con el RDLMULSI (2000).

Por ello, la doctrina que el juzgador constitucional sienta al respecto viene a debilitar sensiblemente la arquitectura teórico—legal sobre la que reposaba la decisión liberalizadora, y este factor se erige así en motivo decisivo, en lo jurídico, para el giro final que el Estado va a imprimir a su estrategia en la materia, giro plasmado en la reforma legal articulada mediante la LMULSI (2003). O, con otras palabras, la conjunción de todos esos factores explica decisivamente el giro del legislador estatal con el art. 1.1 LMULSI  (30) , que, en realidad, se limita a dar carta de naturaleza a un resultado práctico que ya estaba de hecho consolidado en la conciencia jurídica y asumido en la práctica administrativa desde aquel pronunciamiento constitucional —esa «atropellada» y «accidentada» evolución de nuestro Derecho urbanístico ocasionalmente condicionada por alguna «operación de legislación negativa» materializada por el juzgador constitucional, a todo lo cual se alude en la E. de M. de la LS 07—.

8. En Municipios sin planeamiento general, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo con el art. 11 LS 98 —no alterado desde 1998—, el suelo no urbanizable sigue siendo exclusivamente la categoría residual; es decir, forma parte de este suelo todo aquel terreno que no tenga la condición de urbano bien por la concurrencia de los servicios requeridos bien por la consolidación, sin que quepa aquí la categoría de suelo urbanizable.

2.4.  Suelo urbanizable

1. Según el art. 10 LS 98:

«El suelo que, a los efectos de esta Ley, no tenga la condición de urbano o de no urbanizable, tendrá la consideración de suelo urbanizable, y podrá ser objeto de transformación en los términos establecidos en la legislación urbanística y el planeamiento aplicable».


Este precepto no cambió tras el Dictamen de la Comisión del Congreso —que fue la fase crucial donde, de hecho, se dirimió el sentido y alcance final de la reforma legal— ni después en la tramitación parlamentaria de 1997-1998, ni tampoco cambia tras la reforma legal de 2003 (LMULSI), pero, obviamente, al haberlo hecho decisivamente el art. 9, el alcance y virtualidad del mismo quedaron sustancialmente recortados, por razones fáciles de entender, ya en la versión final de 1998.

Lógicamente, por lo acabado de ver en el largo apartado anterior, exactamente lo mismo debe afirmarse tras la LMULSI, que, nuevamente, devuelve a ese precepto el perfil que tenía en aquella versión.

El planificador municipal antes de 1998, en la generalidad de los casos, clasificaba su suelo como urbano (el que lo era, de modo reglado), urbanizable (el que consideraba como idóneo para soporte del ensanchamiento de su población) y no urbanizable de especial protección (el que tuviera valores merecedores de ésta) e indirectamente de modo residual estaba clasificando el resto como no urbanizable común, sin necesidad de analizar palmo a palmo el terreno.

A partir de 1998, con tesis que se reafirma tras la LMULSI por lo igualmente señalado en el apartado anterior, clasificará su suelo como urbano (el mismo que antes de 1998, sustancialmente), no urbanizable (también el mismo que antes de 1998, o por exigencias de especial protección o por estimarlo —desde la perspectiva de su estrategia territorial— inadecuado para futuros procesos urbanizatorios) y urbanizable (el que haya estimado soporte preferible para el crecimiento de su población), pero, en cualquier caso, este último, residual o no, lo será (urbanizable) en la medida en que el planificador haya dejado que lo sea por no haber incluido los terrenos correspondientes en las otras categorías, pudiendo hacerlo discrecionalmente, como sabemos, en la modalidad del art. 9.2 in fine.

Desde esta perspectiva, pues, sólo podría tal vez apreciarse un leve cambio en el modo de proceder al planificar en relación con el tradicional hasta 1998, pero el resultado de esa planificación, medido en margen de discrecionalidad para clasificar, va a seguir siendo el mismo que antes, tesis que se reafirma definitivamente tras la LMULSI.

Es decir, que, pese a todas las apariencias, el suelo urbanizable será también el que el planificador quiera que sea. Tampoco aquí, pues, habrá un cambio sensible en relación con el modo de proceder anterior a 1998, al menos por efecto directo de la Ley estatal de ese año. Cobran así todo su sentido las palabras —citadas en nota al pie— del Portavoz del Grupo Popular durante la tramitación de la LS 98, Sr. Ortiz González, y las de la Portavoz del Grupo Vasco durante la tramitación de la LMULSI, Sra. Uría Etxeberría.

2. En Municipios sin planeamiento general no se prevé esta categoría de suelo de acuerdo con el art. 11 LS 98, de redacción invariable desde 1998, y con la legislación autonómica que, en general, lo reproduce casi literalmente.

2.5.  El modelo de la LS 08 en relación con el establecimiento de las hipótesis básicas en que puede encontrarse el suelo. Elementos en contraste: remisión

1. Desde un punto de vista formal, la LS 08 prescinde, deliberada, explícita y consecuentemente —a partir de su confesada reelaboración conceptual—, de establecer criterios de clasificación del suelo, al menos tal y como venía siendo tradicional en la legislación estatal del Suelo desde sus orígenes y hasta su última versión.

Así, en la Exposición de Motivos (II, 5.º párrafo), se adelanta que:

«[...] se prescinde por primera vez de regular técnicas específicamente urbanísticas, tales como los tipos de planes o las clases de suelo, y se evita el uso de los tecnicismos propios de ellas para no prefigurar, siquiera sea indirectamente, un concreto modelo urbanístico (31)  y para facilitar a los ciudadanos la comprensión de este marco común».


Y, a continuación, en el siguiente párrafo, se insiste en esa caracterización como «técnica urbanística» —y, por ende, primariamente de competencia autonómica—, como factor que ha favorecido la opción del legislador estatal, al que se ha sumado, en realidad, el decisivo para ello: la innecesariedad de la técnica de la clasificación para el establecimiento de los valores del suelo, competencia, ésta sí, netamente estatal, y que ha sido la ejercida con la mayor vocación revisionista en toda la reformulación legal operada con la LS (II.6.º):

«Con independencia de las ventajas que pueda tener la técnica de la clasificación y categorización del suelo por el planeamiento, lo cierto es que es una técnica urbanística, por lo que no le corresponde a este legislador juzgar su oportunidad. Además, no es necesaria para fijar los criterios legales de valoración del suelo. Más aún, desde esta concreta perspectiva, que compete plenamente al legislador estatal, la clasificación ha contribuido históricamente a la inflación de los valores del suelo, incorporando expectativas de revalorización mucho antes de que se realizaran las operaciones necesarias para materializar las determinaciones urbanísticas de los poderes públicos y, por ende, ha fomentado también las prácticas especulativas, contra las que debemos luchar por imperativo constitucional».


Será, no obstante, más adelante, en el último párrafo del apartado V, cuando la Exposición de Motivos concrete más el perfil diferencial de la referencia al suelo en la LS, aunque no sea para hablar de las «clases» del mismo, sino de su «situación» o «estado» (V.5.º):

«En lo que se refiere al régimen urbanístico del suelo, la Ley opta por diferenciar situación y actividad, estado y proceso. En cuanto a lo primero, define los dos estados básicos en que puede encontrarse el suelo según sea su situación actual —rural o urbana—, estados que agotan el objeto de la ordenación del uso asimismo actual del suelo y son por ello los determinantes para el contenido del derecho de propiedad, otorgando así carácter estatutario al régimen de éste. En cuanto a lo segundo, sienta el régimen de las actuaciones urbanísticas de transformación del suelo, que son las que generan las plusvalías en las que debe participar la comunidad por exigencia de la Constitución. La Ley establece, conforme a la doctrina constitucional, la horquilla en la que puede moverse la fijación de dicha participación. Lo hace posibilitando una mayor y más flexible adecuación a la realidad y, en particular, al rendimiento neto de la actuación de que se trate o del ámbito de referencia en que se inserte, aspecto éste que hasta ahora no era tenido en cuenta».


2. No obstante tal planteamiento conceptual, lo cierto es que, definiendo situaciones o estados del suelo, la LS no deja de suministrar —con carácter prescriptivo, además— pautas de las cuales se infiere para el planificador claras directrices a la hora de proceder a clasificar el suelo de una manera o de otra, aunque la legislación autonómica de aplicación formalmente pudiere conducir a resultados distintos.

La primera pauta ya aparece en el punto 2 del art. 2 cuando, al socaire de la redefinición de las políticas urbanísticas por mor de la incidencia de principios como el del desarrollo sostenible o el uso racional de los recursos naturales —de los que una Ley estatal ya va a reconocer explícitamente que el suelo es uno de ellos, tal y como se había venido preconizando desde hace bastante tiempo—, se proclama:


«Artículo 2. [...]

1. Las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al interés general y según el principio de desarrollo sostenible, sin perjuicio de los fines específicos que les atribuyan las Leyes.

2. En virtud del principio de desarrollo sostenible, las políticas a que se refiere el apartado anterior deben propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando los requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, la salud y la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente, contribuyendo a la prevención y reducción de la contaminación, y procurando en particular:

a) La eficacia de las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, la flora y la fauna y de la protección del patrimonio cultural y del paisaje.

b) La protección, adecuada (32)  a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística.

[...]».



Implícitamente, aquí, se apunta ya a una configuración del suelo urbanizable como cuasi reglada, puesto que la legitimación de su clasificación como tal va a dimanar de la —comprobable objetivamente— necesidad del mismo, de su transformación, para ser más exactos, en orden a servir de soporte a inmuebles destinados a usos realmente demandados —o de racionalmente previsible demanda— en el término municipal: acotemos que la directriz reclama la «preservación» del suelo rústico en que no concurra tal circunstancia objetiva  (33) .

Pero mucho más claramente, y ya de manera explícita, será el art. 10 el que abunde en esta misma directriz:


«Artículo 10. Criterios básicos de utilización del suelo.

Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados en el Título 1, las Administraciones públicas, y en particular las competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, deberán:

a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen [...] y preservar de la urbanización al resto del suelo rural.

b) Destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso residencial, con reserva en todo caso de una parte proporcionada a vivienda sujeta a un régimen de protección pública.

[...]».



«[...] Al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen», sólo a ése es al que se puede asignar ahora la clasificación como «urbanizable» a partir de tan clara directriz legal; «y preservar de la urbanización al resto del suelo rural», otorgándole, por lo tanto, la clasificación como «no urbanizable» o «rústico» según la legislación autonómica aplicable: es patente la incidencia de este mandato a los poderes públicos en los criterios clasificatorios de suelo.

3. Por si a alguien le cabe todavía alguna duda, he aquí algunas de las consideraciones de la persona que, sin duda, tiene más claro cómo ha de interpretarse este aspecto capital en la reformulación dogmática que interioriza la nueva LS, la entonces Ministra del ramo, en la presentación del proyecto de lo que más tarde fue la LS 07 —y hoy LS 08— ante el Congreso:


«[...] En segundo lugar, en el plano ambiental el proyecto de ley propone un gran avance en la apreciación del suelo como un recurso natural, escaso y no renovable. Los criterios básicos de utilización del suelo dan buena cuenta de ello. El proyecto ya no intenta hacer del suelo urbanizable la clase residual, como la ley vigente. No compartimos la ponderación de valores que late detrás de este principio, aparentemente liberalizador, que en realidad no ha producido beneficios contra la escalada de precios pero sí lamentables efectos sobre el medio ambiente. Señorías, todo el suelo rural, no sólo el suelo especialmente protegido, tiene un valor ecológico y paisajístico.

Esa idea del todo urbanizable también ha dañado los intereses generales urbanísticos al desplazar la decisión del poder público a los propietarios y promotores sobre dónde se urbaniza, favoreciendo los desarrollos dispersos, originando problemas de movilidad, de suministro de agua y otros servicios públicos, como estamos viendo estos años.

Señorías, no se puede afirmar primero que se quiere combatir la especulación y después propiciarla generalizando expectativas urbanísticas por todo el territorio. Urbanizar no es producir solares, urbanizar es hacer ciudad, por tanto también infraestructuras, dotaciones y equipamientos públicos. Reivindicar el urbanismo como una función pública irrenunciable y no susceptible de mercadeo no es un acto de intervencionismo, sino un ejercicio de responsabilidad hoy más que nunca»  (34) .



En definitiva, la reformulación dogmática no es inocua, no carece de efectos, y, por mucho que se diga lo contrario —para no herir susceptibilidades autonómicas—, decididamente, se erige en cimiento para establecer un modelo urbanístico, por un lado deliberadamente contrapuesto al precedente —sintetizado en la opción de configurar el suelo urbanizable como residual, explícitamente reprochada por la Ministra—, fruto de otra mayoría parlamentaria, y, por otro lado, basado en la concepción del suelo como recurso natural en sí mismo y siempre y en cualquier caso soporte de valores, lo que enlaza, en la nueva arquitectura legal, de modo coherente, con la apuesta por la configuración del suelo «rural» como nueva clase residual, porque, racionalmente, el suelo urbanizable será sólo el preciso para la satisfacción de demandas reales e incluso su ubicación deberá tener en cuenta también nuevas pautas, en la misma dirección racionalizadora —evitar la dispersión en la conformación de nuevos núcleos de población, para, a la vez, imprimir más eficiencia en el diseño e implantación de las redes de toda clase de servicios, optimizar el uso de recursos escasos, como los hídricos, o apoyar una reconducción de los patrones de movilidad también hacia la senda de la sostenibilidad, y, en definitiva, de una mejor calidad de vida.

2.6.  La superación del modelo precedente en la LS 08: del estatuto del propietario al estatuto del ciudadano en relación con el suelo

1. La reformulación que, respecto de este punto, efectúa deliberada y explícitamente la LS 07 y su posterior Texto Refundido, parte de que los derechos y deberes afectados no son sólo los del propietario del suelo, premisa básica que se anticipa tempranamente en la Exposición de Motivos de la LS 07 (I, párrafo 7.º)  (35) :

«En segundo lugar, esta Ley abandona el sesgo con el que, hasta ahora, el legislador estatal venía abordando el estatuto de los derechos subjetivos afectados por el urbanismo. Este reduccionismo es otra de las peculiaridades históricas del urbanismo español que, por razones que no es preciso aquí desarrollar, reservó a la propiedad del suelo el derecho exclusivo de iniciativa privada en la actividad de urbanización. Una tradición que ha pesado sin duda, desde que el bloque de constitucionalidad reserva al Estado el importante título competencial para regular las condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, pues ha provocado la simplista identificación de tales derechos y deberes con los de la propiedad. Pero los derechos constitucionales afectados son también otros, como el de participación ciudadana en los asuntos públicos, el de libre empresa, el derecho a un medio ambiente adecuado y, sobre todo, el derecho a una vivienda digna y asimismo adecuada, al que la propia Constitución vincula directamente con la regulación de los usos del suelo en su artículo 47. Luego, más allá de regular las condiciones básicas de la igualdad de la propiedad de los terrenos, hay que tener presente que la ciudad es el medio en el que se desenvuelve la vida cívica, y por ende que deben reconocerse asimismo los derechos mínimos de libertad, de participación y de prestación de los ciudadanos en relación con el urbanismo y con su medio tanto rural como urbano. En suma, la Ley se propone garantizar en estas materias las condiciones básicas de igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales de los ciudadanos».


No son sólo, pues, los derechos del propietario del suelo los que han de contar ahora, sino que, en la medida en que éste es susceptible de ser considerado desde diversas perspectivas, tales como bien sujeto a transformación mediante una actividad económica —lo que enlaza con la libre empresa—, soporte físico de un «ambiente» tanto rural como urbano  (36)  —lo que enlaza con los correlativos derechos a disfrutarlos de manera adecuada, conforme a su naturaleza respectiva y en congruencia con los valores específicamente vinculados a cada uno—, etc., no es sólo el derecho constitucional de propiedad el afectado, sino también esos otros, resultantes de la conformación de un «bloque constitucional ambiental» (I.3.º) al que debe atender ahora el legislador estatal en ejercicio de la competencia atribuida por el 149.1.1.ª CE.

2. Consecuentemente, en función de los derechos y deberes constitucionales entrelazados en relación con la utilización del suelo y su régimen jurídico en sus acepciones más amplias, cabe diferenciar tres estatutos subjetivos, organizados de manera que el primero, núcleo común a todos, es el perteneciente al ciudadano por la simple condición de serlo; el segundo, concéntrico al primero, es el estatuto adicional que corresponde al ciudadano que, junto a su mera condición de ciudadanía, ostenta el título adicional de su aptitud —que puede ser meramente eventual— para actuar como empresario, en la concreta actividad económica de la transformación urbanística; y, en fin, el tercero, igualmente concéntrico al primero y también al segundo, a los que, consecuentemente absorbe, es el inherente al propietario.

La metáfora de los círculos concéntricos se desarrolla en la E. de M. de la LS 07 (III.1.º, y para su detalle, en los párrafos siguientes):


«Por razones tanto conceptuales como competenciales, la primera materia específica de que se ocupa la Ley es la del estatuto de derechos y deberes de los sujetos afectados, a los que dedica su Título primero, y que inspiran directa o indirectamente todo el resto del articulado. Con este objeto, se definen tres estatutos subjetivos básicos que cabe percibir como tres círculos concéntricos:

Primero, el de la ciudadanía en general en relación con el suelo y la vivienda, que incluye derechos y deberes de orden socio-económico y medioambiental de toda persona con independencia de cuáles sean su actividad o su patrimonio, es decir, en el entendimiento de la ciudadanía como un estatuto de la persona que asegure su disfrute en libertad del medio en el que vive, su participación en la organización de dicho medio y su acceso igualitario a las dotaciones, servicios y espacios colectivos que demandan la calidad y cohesión del mismo.

Segundo, el régimen de la iniciativa privada para la actividad urbanística, que —en los términos en que la configure la legislación urbanística en el marco de esta Ley— es una actividad económica de interés general que afecta tanto al derecho de la propiedad como a la libertad de empresa. En este sentido, si bien la edificación tiene lugar sobre una finca y accede a su propiedad —de acuerdo con nuestra concepción histórica de este instituto—, por lo que puede asimismo ser considerada como una facultad del correspondiente derecho, la urbanización es un servicio público, cuya gestión puede reservarse la Administración o encomendar a privados, y que suele afectar a una pluralidad de fincas, por lo que excede tanto lógica como físicamente de los límites propios de la propiedad. Luego, allí donde se confíe su ejecución a la iniciativa privada, ha de poder ser abierta a la competencia de terceros, lo que está llamado además a redundar en la agilidad y eficiencia de la actuación.

Tercero, el estatuto de la propiedad del suelo, definido —como es tradicional entre nosotros— como una combinación de facultades y deberes, entre los que ya no se cuenta el de urbanizar por las razones expuestas en el párrafo anterior, aunque sí el de participar en la actuación urbanizadora de iniciativa privada en un régimen de distribución equitativa de beneficios y cargas, con las debidas garantías de que su participación se basa en el consentimiento informado, sin que se le puedan imponer más cargas que las legales, y sin perjuicio de que el legislador urbanístico opte por seguir reservando a la propiedad la iniciativa de la urbanización en determinados casos de acuerdo con esta Ley, que persigue el progreso pero no la ruptura».



De este modo, el propietario, potencialmente, acabaría siendo titular de todos los derechos y deberes embebidos en el triple círculo concéntrico resultante.

3. No obstante, en relación con esta última apreciación, habría que hacer un matiz; el nuevo sistema legal aparece imbuido de una filosofía según la cual la actuación de transformación del suelo, las operaciones físicas que hasta ahora veníamos considerando tradicionales de los suelos que categorizábamos como urbano no consolidado y como urbanizable delimitado o sectorizado (o programado, según las diversas terminologías hoy al uso en las legislaciones autonómicas), es eminentemente pública, de titularidad o de responsabilidad pública (E. de M., III.3.º), de donde se deriva que no existe un derecho a urbanizar como inherente al propietario; reléase el párrafo clave a este respecto:

«[...] En este sentido, si bien la edificación tiene lugar sobre una finca y accede a su propiedad —de acuerdo con nuestra concepción histórica de este instituto—, por lo que puede asimismo ser considerada como una facultad del correspondiente derecho, la urbanización es un servicio público, cuya gestión puede reservarse la Administración o encomendar a privados, y que suele afectar a una pluralidad de fincas, por lo que excede tanto lógica como físicamente de los límites propios de la propiedad. Luego, allí donde se confíe su ejecución a la iniciativa privada, ha de poder ser abierta a la competencia de terceros, lo que está llamado además a redundar en la agilidad y eficiencia de la actuación».


Está justificado, pues, el énfasis del Portavoz del Grupo mayoritario al resaltar este punto, en que se condensa gran parte del giro filosófico que se quiere imprimir con la nueva Ley  (37) :

«También nos parece acertado que se separe con claridad la facultad de urbanizar como función pública del derecho de propiedad porque, como ya sabemos, el derecho de propiedad del suelo no es ya un derecho potencialmente ilimitado, sino más bien un derecho encerrado en límites precisos que empieza a definir la propia Ley del Suelo y que termina por perfilar los planes de ordenación».


Aunque sí existen cargas vinculadas a esta acción de urbanizar, cuya cumplimentación primariamente incumbe al propietario de los terrenos, como se verá.

No obstante esta diferenciada y rupturista articulación legal, el resultado práctico de la misma no va a ser muy distinto en la práctica del que ya estaba vigente en todas y cada una de las diecisiete Comunidades Autónomas y en las dos Ciudades Autónomas.

Y ello porque el precepto legal en que se materializa esta desagregación de la facultad de urbanizar de las inherentes al estatuto del propietario, el apartado a) del art. 6, que más tarde se examinará en detalle, contiene esta relevante salvedad —a favor de la legislación autonómica—:

«[...] sin perjuicio de las peculiaridades o excepciones que ésta prevea a favor de la iniciativa de los propietarios del suelo [...]».


Y esa salvedad, a su vez, venía precedida ya de la advertencia efectuada desde el propio preámbulo legal —en el último inciso del 4.º párrafo del apartado III—:

«[...] sin perjuicio de que el legislador urbanístico opte por seguir reservando a la propiedad la iniciativa de la urbanización en determinados casos de acuerdo con esta Ley, que persigue el progreso pero no la ruptura».


En definitiva, será el legislador autonómico el que gradúe, por así decir, la intensidad de esa desagregación de facultades, para la cual la Ley estatal le dota de cobertura pero no le impone la opción, de tal manera que en la práctica —intensidad mínima de esa desagregación— puede mantenerse el pleno protagonismo de los propietarios también para asumir la tarea de transformación del ámbito delimitado en cada caso a efectos de la gestión, como en la tradición de nuestro Derecho urbanístico.

4. Sea como fuere, este replanteamiento dogmático conduce a que, a diferencia de las cuatro Leyes urbanísticas estatales precedentes, la quinta aparezca encabezada con este enunciado:


«Artículo 1. Objeto de esta Ley.

Esta Ley regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales relacionados con el suelo en todo el territorio estatal. Asimismo, establece las bases económicas y medioambientales de su régimen jurídico, su valoración y la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas en la materia».



Y, consecuentemente, el estatuto jurídico del suelo se desagrega en los tres círculos concéntricos aludidos, cuyos contenidos fundamentales se contemplan separadamente a lo largo del texto legal.

III.  LA CONCRECIÓN, POR INTEGRACIÓN NORMATIVA MUNICIPAL, DEL ESTATUTO DE CADA PROPIETARIO DE SUELO: ALCANCE Y LÍMITES PRIMARIOS DE LA POTESTAD DE PLANEAMIENTO

1. Como se había anticipado, con la potestad de planeamiento, el Municipio va a integrar finalmente el estatuto jurídico del propietario de cada parcela de su territorio.

Pues bien, en el curso de la tramitación parlamentaria hacia la LS 07, se insertó un segundo párrafo en el apartado 1 del art. 3 —que, lógicamente, se recoge también en la LS 08—, con el siguiente tenor:

«El ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser motivado, con expresión de los intereses generales a que sirve».


Aun cuando su sentido es el reforzar la racionalidad de las decisiones urbanísticas y contribuir a recortar el margen para las arbitrariedades, en el contexto de la sensibilización político-social experimentada en los últimos tiempos respecto a los aislados casos de corrupción urbanística materializados en algunos puntos del territorio estatal, en puridad no innova lo que ya era la teoría y la práctica de aplicación en la materia.

Y es que hace ya mucho tiempo que se había advertido que, en el campo urbanístico, precisamente, es donde existe el mayor margen de maniobra para la libre configuración normativa por parte de los Municipios en comparación con la existente en el resto de campos vinculados a competencias de aquéllos. No es sólo, en efecto, lo relevante la extensión del objeto sobre el que se ha de regular, sino la intensidad atribuida al ejercicio de esta potestad. La STS de 1 de diciembre de 1998 llega a enfatizar:

«No ofrece dudas el carácter discrecional del planeamiento, discrecionalidad que comporta un formidable poder en manos de la Administración municipal, puesto que, en definitiva, de dicha discrecionalidad depende el alcance concreto del derecho de propiedad a ejercer sobre cada parcela del territorio municipal»  (38) .


2. Ante todo, las Ordenanzas municipales sobre uso del suelo y edificación integran de modo natural el régimen del derecho de propiedad, sean aquéllas autónomas —en las hipótesis aún posibles— o fusionadas con el planeamiento urbanístico (STS de 15 de abril de 1992), a lo que se añade que el ordenamiento urbanístico municipal así conformado «no se detiene en lo propiamente urbanístico sino que se extiende a la total disciplina del suelo sobre el que cualquier actividad se verifique» (39)  (STS de 22 de septiembre de 1992), y puede incluso afectar a actividades preexistentes, dado el «carácter estatutario de la propiedad» en nuestro sistema, que implica que el contenido de ésta es el que es en cada momento dependiendo de la ordenación a la sazón vigente (STS de 16 de julio de 1997).

3. Consecuentemente, los deberes y derechos del propietario son moldeados con intensidad tan formidable por las decisiones plasmadas en este ordenamiento local que no puede ni elegir libremente el color con el que va a pintar la fachada de su inmueble, ni dejar de implantar unas medidas de emergencia, ni empezar siquiera sus obras sin haber garantizado los eventuales perjuicios que al mobiliario urbano puedan aquéllas acarrear, e incluso ni plantearse la sustitución de su inmueble cuando todo ello dimana de exigencias de ese ordenamiento, pues, en el objeto de la regulación asumido por las Ordenanzas (o normas) urbanísticas, caben desde las «condiciones estéticas y de seguridad» (STS de 2 de marzo de 1993) hasta las condiciones excepcionales de conservación de los inmuebles determinantes de la imposibilidad de su sustitución (SSTS de 25 de octubre de 1993; 21 de octubre de 1997; 11 de diciembre de 1997), pasando por la posibilidad de establecer el requisito del aval en garantía de la reposición de elementos urbanísticos eventualmente afectados por la actividad urbanizadora o edificatoria, a devolver sólo con el otorgamiento de la licencia de primera ocupación (STS de 18 de julio de 1997), y pasando, en fin, por la viabilidad de utilizar la potestad de planeamiento para, ante la realidad de una urbanización ilegal preexistente, imponer a los propietarios de la misma el abono de los costes procedentes para la dotación de servicios necesaria (STS de 6 de febrero de 1996).

Aunque, sin duda, la manifestación más relevante de la amplitud de la potestad de planeamiento, en lo que concierne a su aptitud para definir el estatuto acabado del derecho de propiedad de cada titular de parcela en el respectivo término municipal, consiste en la posibilidad de delimitar unas áreas concretas de terrenos con relación a las cuales se pueda calcular un aprovechamiento urbanístico promediado (que se llamará «medio», «tipo», etc.), con la finalidad de configurarlo como el aprovechamiento —subjetivo— que corresponda a cada propietario por cada metro cuadrado de suelo que posea  (40) , posibilidad a la que se añade la de arbitrar mecanismos para arreglar los desajustes que se produzcan entre el aprovechamiento urbanístico asignado así a todo propietario del área señalada y el aprovechamiento objetivo de su terreno —el resultante de la directa aplicación al mismo de las Ordenanzas de la zona correspondiente—. La virtualidad de esta otra manifestación de la potestad de planeamiento es especialmente intensa en el suelo urbano —en el urbanizable, de hecho, siempre la legislación articula por sí misma un mecanismo igualador del corte descrito—, donde las desigualdades son, por definición, más difíciles de salvar, al ser el resultado del proceso histórico de creación del tejido de la ciudad y donde hoy la legislación urbanística no contempla en todas las Comunidades para esta clase de suelo este tipo de técnica al servicio del reparto equitativo de las cargas y los beneficios del planeamiento. La jurisprudencia del Tribunal Supremo la ha admitido expresamente, si bien sujeta a determinados requisitos específicos (STS de 13 de marzo de 1999)  (41) . Recuérdese al respecto que, aun cuando la legislación básica estatal en la materia no contemple explícitamente técnicas de equidistribución en suelo urbano consolidado ni el consiguiente deber del propietario respectivo —lo que, por otro lado, no podría hacer, debido al orden constitucional de competencias en la materia—, la jurisprudencia sigue interpretando que el establecimiento de tales técnicas es posible —de hecho, así lo enjuició ya en el pasado el Tribunal Supremo, salvando las entonces pioneras y novedosas técnicas acuñadas por algunos Planes Generales—, máxime si la legislación autonómica las contempla expresamente —ad exemplum, doctrina dictada en unificación de doctrina por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, zanjando los litigios producidos por la aplicación de la llamada «constante K», diseñada en el PGOU de Madrid de 1997—.

4. Centrándonos, por ejemplo, en la capacidad conformadora desplegada sobre el régimen de una clase concreta del suelo, el no urbanizable, las determinaciones concretas de las respectivas Ordenanzas pueden (STS de 15 de octubre de 1997) desde delimitar las condiciones de materialización de los usos eventualmente autorizables (parámetros constructivos, definición del concepto de «núcleo de población», etc.), comprendiendo la fijación de una tipología de construcción tradicional como requisito exigible para autorizar eventualmente construcciones (STS de 15 de abril de 1997), hasta articular un régimen de usos autorizables más restrictivo que el legal aplicable (STS de 20 de octubre de 1997), y, naturalmente, disponer la prohibición absoluta de cualquiera de los mismos.

5. Incluso, en lo atinente a la regulación de procedimientos, también el margen de maniobra es amplio, pudiendo llegar a la introducción de reglas para la modulación del régimen del silencio positivo en el otorgamiento de licencias o para la declaración de la caducidad de las mismas  (42) , si bien en sentido amplificador de las garantías existentes en la legislación general aplicable (SSTS de 16 de julio de 1997 y 10 de junio de 1997).

6. Pero, sin duda, el resultado más espectacular, desde diversas perspectivas, y también el más polémico, de la amplísima libertad de configuración entregada al planificador urbanístico, se alcanza cuando esa libertad es utilizada para hacer legal lo que nació en la ilegalidad, es decir, como mecanismo alternativo de restauración del orden urbanístico menoscabado por alguna actuación contraria a sus determinaciones; así, en supuestos en que se altera determinada alineación a fin de legalizar ciertas construcciones perfectamente legalizables con la modificación (STS de 26 de junio de 1995); o incluso en otros supuestos en los cuales lo que se regulariza es una entera urbanización ilegal (SSTS de 5 de marzo de 1997; y 25 de junio de 1997). Es ésta una facultad ínsita en la competencia urbanística natural del Municipio, ligada íntimamente a su capacidad exclusiva para valorar lo más conveniente a los intereses estrictamente locales, por lo que la jurisprudencia no sólo la respalda sino que la salvaguarda de los impulsos expansionistas del control autonómico en la aprobación de los Planes.

Por eso, en el caso enjuiciado por la STS de 24 de abril de 1996, en torno a determinación introducida por ciertas Normas Subsidiarias tendente a legalizar una edificación preexistente, y a su supresión posterior por el órgano autonómico competente, el Tribunal Supremo anula la decisión autonómica y restablece la determinación suprimida, pues es «una decisión libre de la Corporación municipal», que, si no incurre en infracción legal ni afecta a intereses supramunicipales, «no puede ser contradicha por la Comunidad Autónoma porque es el Ayuntamiento el que representa y define los intereses municipales».

Más aún: Producida la modificación del planeamiento que legaliza una infracción anterior, y habiéndose en su día tramitado el procedimiento de restauración del ordenamiento vulnerado, comprensivo de la orden de demolición de las obras en que aquélla consistía, e incluso siendo firme la Sentencia que declara la procedencia de dicha demolición, el Tribunal Supremo no opone reparo a que se invoque la circunstancia de tal nuevo ordenamiento sobrevenido para frenar las consecuencias de su propio inapelable fallo (STS de 22 de enero de 1998). Hasta ahí llega la formidable virtualidad de la potestad normativa municipal en este terreno.

7. Sin embargo, el titular de la potestad de planificación, en definitiva de Ordenanza, no tiene tampoco aquí un margen ilimitado para actuar. Esa potestad, aun perfilada en la doctrina como discrecional, no excluye, sino que, por el contrario, lleva implícita, la existencia de una serie de principios, reglas o criterios que deben enmarcar su ejercicio, precisamente por la enorme amplitud que la caracteriza.

La propia jurisprudencia que ha perfilado un campo tan amplio para el libre desenvolvimiento de esta potestad como el inmediatamente antes descrito ha ido efectuando paralelamente una serie de precisiones o acotaciones al margen de la doctrina que iba sentando.

Así, aun cuando existe para el ordenamiento local una generosa habilitación legal para la configuración de los contenidos urbanísticos, la interpretación del alcance de éstos no comprende —por ejemplo— el establecimiento de regímenes especiales de construcción, enajenación o arrendamiento de edificios propios del Derecho civil, como los subsumidos en la calificación de «suelo para viviendas de protección oficial» (STS de 3 de noviembre de 1992).

Del mismo modo, aunque es indudable que este ordenamiento local es el que integra el estatuto jurídico de la propiedad con sus pormenorizaciones, éstas han de respetar en todo caso tanto las condiciones básicas de esa propiedad, que incumbe establecer a la legislación estatal ex artículo 149.1.18.ª CE, cuanto lo que podríamos denominar el contorno de ese núcleo esencial del derecho, que corresponde completar a la legislación autonómica. Por ello: No le es dable alterar, por ejemplo, el régimen definitorio de la situación de ruina de los inmuebles —vinculado al contenido esencial del deber de conservación en cuanto constituye su definición negativa—, propio de regulación mediante Ley urbanística (SSTS de 30 de noviembre de 1993, y 16 de mayo de 1996) o modificar el régimen legal específico para los edificios preexistentes disconformes con la nueva ordenación (STS de 4 de junio de 1996); tampoco le es dable ampliar el alcance objetivo del deber de cesión de terrenos dotacionales más allá del estrictamente marcado con el rango de Ley que le es menester (STS de 24 de abril de 1997); ni le es dable flexibilizar el régimen de usos autorizables en suelo no urbanizable, pues ahí el legislador superior instaura un mínimo común denominador a respetar (esto es, podrá endurecerse por el planeamiento urbanístico pero no atenuarse permitiendo más usos: STS de 5 de noviembre de 1997)

Tampoco le resulta posible modificar los aspectos procedimentales condicionados por la legislación básica ex artículo 149.1.18.ª CE y eventualmente complementaria en materia de procedimiento administrativo o complementaria en materia estricta de procedimientos urbanísticos, por la función que cumplen de aseguramiento de un mínimo trato igualitario de todos los administrados ante cualesquiera Administraciones Públicas, así en materia de restablecimiento del orden urbanístico vulnerado (STS de 1 de febrero de 1994), o de suspensión del otorgamiento de licencias (STS de 1 de julio de 1997), salvo, excepcionalmente, en supuestos que implican un refuerzo de las garantías de esos administrados.

8. Todo ello, en fin, pone de manifiesto que la potestad ordenadora ejercida al aprobar el planeamiento urbanístico con sus disposiciones normativas está sujeta a límites, que, al margen del aparente panorama casuístico deducible de las anteriores reflexiones, pueden sistematizarse con cierta facilidad.

Ante todo, como cualquier otra actuación administrativa, está subordinada a los principios inspiradores de ésta (art. 103.1 CE), y, por ello, el servicio del interés general se yergue ante el planificador como primer principio rector que debe iluminar las determinaciones adoptadas a través de los Planes y sus Ordenanzas, primero en la concepción de conjunto pero después también a la hora de elegir una de entre las alternativas posibles para las distintas determinaciones concretas para las diferentes clases de suelo y zonas de las mismas —de ahí el que el meritado párrafo del nuevo art. 3.1 LS 08 lo enfatice hoy explícitamente como base para cualquier propuesta de planeamiento— .

Al respecto, la STS de 15 de junio de 1998 recuerda este axioma con nitidez:

«Es incuestionable que la Administración, en el ejercicio de sus facultades de planificación urbanística, tanto en la formación de los Planes de Ordenación como en su revisión o modificación, ostenta la prerrogativa del “ius variando”, reflejada en los artículos 47-49 TRLS-1976, entre otras normas, y esta prerrogativa concede a la Administración una libertad de actuación normativa que, desde luego, no puede cubrir una actuación arbitraria o carente de lógica, puesto que, como bien sabemos, tal libertad o facultad discrecional es el instrumento que ha de encauzar del modo más perfecto posible el logro de la satisfacción del interés general o público, que, en definitiva, es el elemento legitimador del ejercicio de esa discrecionalidad, y siempre en armonía con los intereses de los particulares de modo que éstos se vean afectados negativamente en la menor medida de lo posible dentro de ese contexto de la prevalencia del interés general».


El apartamiento de su fin natural hace sucumbir cualquier manifestación del ejercicio de esta potestad. Así lo enfatizan las SSTS de 21 de enero de 1997 y 27 de noviembre de 1998. La primera se refiere a una recalificación de terreno —en Tacoronte (Santa Cruz de Tenerife)— en cuya virtud éste pasaba de «agrícola protegido» a «urbanizable industrial»; tras examinar con detenimiento las circunstancias concurrentes —recentísima aprobación de las Normas Subsidiarias, diseño en ellas de otra zona para el desarrollo industrial de la población, etc.—, el juzgador llega a la conclusión de que el planificador ha alumbrado una desviación de poder (lo que comporta la anulación del cambio introducido) porque: «No es el interés general el que se propuso al modificar las Normas Subsidiarias, sino el particular»  (43) . La segunda concierne a una modificación de planeamiento impulsada por la propia Corporación local —en Escalante (Cantabria)— para resolver el problema que ella misma se ha creado al otorgar una licencia ilegalmente; también es sancionada adicionalmente con el reproche de haber incurrido en desviación de poder, determinante de la anulación de aquélla  (44) .

Y, por supuesto, la vinculación del planificador a la Ley y al Derecho es el segundo principio, también de rango constitucional (art. 103.1 CE, in fine), íntimamente entrelazado con el primero, al que ha de atenderse, el cual se proyecta no sólo en la necesidad de cumplimentar las prescripciones de la legislación sectorial respectiva, sino en atender a las exigencias del Derecho en toda su extensión, de las cuales, aquí, interesa destacar, ante todo, las derivadas de los principios generales consagrados en la misma Ley Fundamental, por la enorme virtualidad que han desplegado para frenar las eventuales veleidades del planificador urbanístico.

Combinados ambos principios, se entiende rápidamente que no puedan servir como límite a la potestad municipal de planeamiento los convenios entre la Administración y los particulares —de ahí, el que ahora también el art. 3.1 LS 08 enfatice que la potestad de ordenación no es susceptible de transacción—, con independencia de las consecuencias que en otro orden el apartamiento por aquélla de su clausulado pudiera comportar (STS de 29 de septiembre de 1998)  (45) .

IV.  LA CONFIGURACIÓN ESTATUTARIA DE LA PROPIEDAD URBANÍSTICA EN EL CONTEXTO DE LA LIBERALIZACIÓN (AHORA, EN LA GESTIÓN) DEL SUELO

1.  Doctrina constitucional

1. Nuestra Constitución, tras enunciar y reconocer «el derecho a la propiedad privada y a la herencia» en el apartado 1.º del art. 33, establece, en el apartado 2.º, que «la función social de estos derechos delimitará su contenido de acuerdo con las leyes», y garantiza, en el 3.º, que «nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las Leyes».

Esta formulación ha permitido decir al Tribunal Constitucional que este derecho es «reconocido desde la vertiente institucional y desde la vertiente individual, siendo, desde este último punto de vista, un derecho subjetivo que cede para convertirse en un equivalente económico, cuando el bien de la comunidad [...] legitima la expropiación» (STC 111/1983, FJ 8.º).

Con otras palabras, no se recoge en la Constitución de 1978 aquella concepción decimonónica de la propiedad (plasmada, entre nosotros, por los arts. 348 y 350 del Código Civil), sino otra conformada «como un haz de facultades sobre las cosas, pero también, y al mismo tiempo, como un conjunto de deberes y obligaciones establecidos, de acuerdo con las leyes, en atención a valores o intereses de la colectividad, es decir, a la finalidad o utilidad social que cada categoría de bienes objeto de dominio esté llamada a cumplir» (STC 37/1987, FJ 2.º). Ello es así porque «la propiedad privada, en su doble dimensión como institución y como derecho individual, ha experimentado en nuestro siglo una transformación tan profunda que impide concebirla hoy como una figura jurídica reconducible exclusivamente al tipo abstracto descrito en el art. 348 del Código Civil [...] Por el contrario, la progresiva incorporación de finalidades sociales relacionadas con el uso o aprovechamiento de los distintos tipos de bienes sobre los que el derecho de propiedad puede recaer ha producido una diversificación de la institución dominical en una pluralidad de figuras o situaciones jurídicas reguladas con un significado y alcance diversos [...], flexibilidad o plasticidad actual del dominio que se manifiesta en la existencia de diferentes tipos de propiedades dotadas de estatutos jurídicos diversos, de acuerdo con la naturaleza de los bienes sobre los que cada derecho de propiedad recae».

2. La propiedad inmobiliaria en particular, se ha visto afectada con la mayor intensidad por esa transformación «en lo que concierne a la restricción o modalización de las facultades dominicales e imposición de deberes positivos al titular tanto respecto de la propiedad que recae sobre suelos susceptibles de aprovechamiento urbanístico como (respecto) de la propiedad de tierras agrícolas o forestales, lo que es fácilmente explicable, entre otras razones, por el carácter no renovable o naturalmente limitado en su extensión de este tipo de bienes y por la trascendencia económica que ofrece como soporte físico de las actividades productivas» (STC 37/1987, FJ 2.º).

Late ahí, claramente, la fundamentación jurídico-constitucional por la cual es hoy posible que, a través de la ordenación urbanística, se delimite, en ocasiones fatalmente, el ejercicio de las facultades inherentes al derecho de propiedad sobre las diferentes clases en que se divide el suelo de un Municipio.

3. Sin embargo, otra cuestión queda pendiente, la de cómo compaginar esa posibilidad de proceder a tal delimitación mediante las Ordenanzas y normas urbanísticas integradas en los correspondientes Planes, al ser éstas de naturaleza puramente reglamentaria, no legal.

Pues bien, el propio art. 33.2 CE flexibiliza la reserva de Ley en lo que concierne a la delimitación del contenido de la propiedad privada en virtud de su función social,

«que debe ciertamente regularse por la ley, pero también por la Administración de acuerdo con las leyes cuando éstas recaben la colaboración reglamentaria de aquellar [...] para completar la regulación legal y lograr así la plena efectividad de sus mandatos, remisión inexcusable, por lo demás, cuando, como es el caso arquetípico de la propiedad inmobiliaria, las características naturales del bien objeto de dominio y su propia localización lo hacen susceptible de diferentes utilidades sociales, que pueden y deben traducirse en restricciones y deberes diferenciados para los propietarios y que, como regla general, sólo por vía reglamentaria pueden establecerse» (STC 37/1987, FJ 3.º).


4. Naturalmente, existen límites para no anular la utilidad meramente individual del derecho de propiedad; se concretan «en no sobrepasar las barreras más allá de las cuales el derecho dominical y las facultades de disponibilidad que supone resulten reconocibles en cada momento histórico y en la posibilidad efectiva de realizar el derecho»; y, en el caso de la propiedad del suelo, en que las vinculaciones que eventualmente se imponga a los propietarios «no resulten compatibles con la utilización tradicional y consolidada de los predios» (STC 170/1989, FJ 8.º).

5. Parece conveniente añadir aquí que el modelo sustancial o material de estatuto jurídico de la propiedad del suelo diseñado en la legislación estatal de 1990-1992 enjuiciada por la STC 61/1997, de 20 de marzo, como tal, ni ha sido cuestionado ni tampoco objeto de reproches, ni siquiera velados, por el Tribunal Constitucional. Es decir, éste ni plantea la duda acerca de la validez de un modelo «intervencionista», por así decir, en los términos culminados con la LRRU y el LS 92. Incluso, hay momentos en que desvela una cierta actitud de expreso respaldo hacia el mismo al considerarlo derivado de las exigencias exart. 47 CE para todos los poderes públicos, y congruente con ellas [FF.JJ. 14.º.c), 17.º.f), etc.].

Pero el problema es que el competente para diseñar ese modelo «acabado» no es el legislador estatal, sino el autonómico, y aquél debía haberse limitado a trazar unas líneas mucho más generales y esquemáticas susceptibles de permitir ese modelo pero también otro de signo contrario (por ejemplo, el desregulador que inspiraba en sus orígenes el proyecto de LS 98): No olvidemos esos modelos autonómicos «divergentes» e incluso «desproporcionados» (sic) que la STC 61/1997 [FJ 7.º.a)] admite que se desarrollen en el marco de la legislación estatal.

Todo ello es relevante porque la inequívoca configuración estatutaria presente en la legislación autonómica preexistente o sobrevenida, no ya sólo con establecimiento de deberes sobre los propietarios, sino con la exigencia de cumplirlos en determinados plazos y el riesgo de padecer después diversas medidas de reacción ante el incumplimiento, resulta, así, de entrada, perfectamente respaldada, en su concepción global misma, por esta doctrina constitucional.

2.  Su proyección sobre las LS 98 y 08

Los fundamentos teóricos e ideológicos del vigente Derecho urbanístico estatal son tributarios de la doctrina constitucional antes expuesta, tal como se aprecia desde los primeros artículos, tanto de la LS 98 como de la LS 08, ya que, pese a las apariencias, en esto las divergencias entre una y otra son mínimas.

En primer lugar, la propiedad inmobiliaria es una propiedad estatutaria, es decir, que está integrada por las concretas facultades señaladas por la ordenación urbanística. Si ésta no reconoce a un terreno la aptitud para servir de soporte a aprovechamientos urbanísticos, no está restringiendo el contenido esencial de la propiedad inmobiliaria, porque ésta sólo tiene como aprovechamiento natural o inherente a ella el de carácter cinegético, ganadero, agrícola o forestal (u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales) y éste definirá el contenido normal de la propiedad (art. 20 LS 98; art. 13 LS 08).

En segundo lugar, y consecuentemente, «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones establecida en el planeamiento no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las Leyes» (art. 1.2 LS 98; art. 3.1.1.º LS 08), porque, antes de esa ordenación, no hay per se derechos a aprovechamientos que no sean los vinculados a «la utilización racional de los recursos naturales» y, después de esa ordenación, sólo podrá haber derechos en los términos que la misma venga a establecer, porque ella define el estatuto de cada propiedad inmobiliaria.

El ius aedificandi se disocia de las facultades propias del titular dominical y sólo se convierte en un derecho susceptible de apropiación por aquél, patrimonializable, si el planeamiento así lo permite para determinadas clases de terrenos.

Por eso, el simple cambio del planeamiento u ordenación urbanísticos no tiene como consecuencia automática en todo caso el derecho a obtener indemnización sino que será necesario haber incorporado alguna de las facultades inherentes a cada fase del proceso de urbanización y edificación, en los términos de los arts. 41 y siguientes de la LS 98, y, a partir del 1 de julio de 2007, del art. 30 LS 07 (hoy, art. 35 LS 08).

Igualmente, la clasificación del suelo en distintas categorías, además de la de no urbanizable, con regímenes jurídicos diversos, tampoco confiere, en principio, derechos indemnizatorios, por suponer una mera delimitación del contenido del derecho de propiedad (atendiendo a la dimensión supraindividual o social de este derecho, a la finalidad que esta categoría de bienes está llamada a satisfacer, en el marco del art. 47 CE).

En tercer lugar, «el contenido básico del derecho de propiedad del suelo» se define en la LS 98 «de acuerdo con su función social» (art. 1 LS 98), es decir, sin olvidar las exigencias derivadas de ésta. Por ello, tales exigencias se traducen en «deberes establecidos en las Leyes o, en virtud de ellas, por el planeamiento con arreglo a la clasificación de los predios» que sirven para enmarcar el ejercicio de las facultades urbanísticas inherentes eventualmente a aquel derecho (art. 2.1 LS 98; arts. 8 y 9 y concordantes LS 08). Los deberes y cargas que el propietario de suelo urbano y urbanizable debe cumplimentar a lo largo del proceso urbanizador y edificatorio, expresión de la dimensión social del contenido de la propiedad inmobiliaria, se configuran, así, como condicionantes del ejercicio de las sucesivas facultades urbanísticas.

En cuarto lugar, al amparo de la flexibilización de la reserva de Ley contenida en el art. 33.2 CE, tanto la LS 98 como la LS 08 definen el estatuto jurídico básico de la propiedad inmobiliaria pero recaban la colaboración reglamentaria de la Administración (de la municipal, típicamente), para completar la regulación legal y lograr así la plena efectividad de sus mandatos, remisión inexcusable al planeamiento urbanístico (art. 2.1 LS 98; art. 10 LS 08) cuando las características naturales de los bienes objeto de dominio y su propia localización los hacen susceptibles de diferentes utilidades sociales, que pueden y deben traducirse en restricciones y deberes diferenciados para los propietarios y que, como regla general, sólo por vía reglamentaria pueden establecerse (STC 37/1987, FJ 3.º).

La técnica principal para diferenciar los distintos regímenes jurídicos a que deben sujetarse todos los terrenos incluidos en cada término municipal consiste en la división de los mismos en distintas clases de suelo (clasificación) y posteriormente, una vez aprobado el instrumento de planeamiento más específico de cada una de esas clases, en la reglamentación detallada (precisamente, mediante las Ordenanzas del planeamiento) del uso pormenorizado, volumen y condiciones higiénico-sanitarias de los terrenos y construcciones, así como de las características estéticas de la ordenación, de la edificación y de su entorno (calificación).

3.  El mantenimiento de la configuración estatutaria en la reelaboración conceptual del derecho de propiedad del suelo incluso durante la vigencia de la LS 98

1. La síntesis del planteamiento dogmático de la LS 98 efectuada anteriormente requiere en este momento recordar que, pese a todo, ni siquiera esa Ley, supone realmente un cambio conceptual rupturista con relación a nuestra tradición jurídica. Por razones obvias, mucho menos lo supone la LS 08 que explícitamente enfatiza ese carácter estatutario de la propiedad en su art. 7.

2. La Exposición de Motivos del proyecto de LS 98, la presentación del mismo a las Cortes Generales por el Ministro del ramo e incluso las manifestaciones de Portavoces parlamentarios cualificados a lo largo de la tramitación abonaban la tesis de que la LS 98 asumía un modelo urbanístico, de política de suelo y de configuración del derecho de propiedad, por contraposición al que había sido tradicional en nuestro Derecho urbanístico  (46) .

Esta aparente asunción de un modelo liberalizador y desregulador de la propiedad del suelo  (47)  venía precedida, por otro lado, de un debate alentado en los últimos tiempos por algunos sectores de la Universidad española en torno a la necesidad de reflexionar críticamente sobre el fruto de cuarenta años de vigencia de la concepción plasmada y desarrollada a partir de la primera Ley del Suelo española (1956)  (48) .

Sin embargo, la redacción final del articulado, la asunción de postulados ideológicos vinculados a aquel modelo anterior (así, la figura del agente urbanizador) y diversas opiniones manifestadas también en los últimos tramos de la tramitación parlamentaria apoyarían más bien la impresión de que a lo sumo el resultado final fue una modulación del derecho de propiedad con relación al inmediatamente precedente pero no de carácter esencial.

3. Lo mismo puede afirmarse en relación con la reforma legal operada por la LMULSI (2003), pese, igualmente, a diversas afirmaciones sostenidas durante el debate parlamentario  (49) . Insistamos: en la LS 08 ni siquiera hay asomo de duda, ante el explícito y enfático tenor del art. 7, en sus dos apartados.

4. Y es que, sea como fuere, nueve años después de la aprobación de aquella Ley estatal, ahora desplazada con la LS 08, tales impresiones están corroboradas sólidamente porque ya no tanto los efectos de la misma, sino la profusión de Leyes autonómicas dictadas en esta materia desde entonces (dieciséis Leyes integrales urbanísticas —de Castilla-La Mancha, La Rioja, Aragón, Castilla y León, Canarias, Murcia, Cantabria, Madrid, Extremadura, Cataluña, Asturias, Andalucía, Navarra, Galicia, la Comunidad Valenciana y el País Vasco, alguna incluso sustituida en bloque por otra nueva en ese mismo intervalo—, y de las cuales casi todas han sido ya objeto de al menos algunas modificaciones puntuales) ponen de manifiesto que la concepción tradicional sigue imperando en nuestro Derecho urbanístico.

Por poner un botón de muestra, la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia, contiene este esclarecedor párrafo en su Exposición de Motivos (III.2):

«La presente ley se integra de un modo natural en la concepción estatutaria del derecho de propiedad, formulada por la jurisprudencia y la doctrina especializada a tenor de las distintas clases básicas de suelo, y en donde ni la clasificación ni la calificación o asignación pormenorizada de usos e intensidades produce derecho a indemnización alguna, al entender que la urbanización y transformación jurídica y fáctica del suelo es una facultad exógena al derecho de propiedad, que sólo puede efectuarse en aquellas zonas o terrenos que gocen previamente de la clasificación adecuada».


Si esto se afirma desde un Parlamento autonómico con una mayoría política del mismo signo que la que alumbró la Ley estatal antes citada —y a la que parece connatural una sensibilidad especial ante todo cuanto afecte al derecho de propiedad, en coherencia con un pensamiento filosófico que arranca, al menos, de LOCKE—, a nadie le sorprenderá que desde otros, con signo político contrapuesto, emanen hoy Leyes urbanísticas que colocan a los propietarios del suelo a remolque de las iniciativas de determinados empresarios, «agentes urbanizadores», con los cuales tienen que entenderse a la fuerza aquéllos.

Y se ha podido considerar que en estos sistemas legales se fuerza de hecho a los propietarios a «entenderse» con los susodichos agentes urbanizadores porque el mecanismo de cierre de los mismos es que, si no llega a ese entendimiento —que eventualmente puede conducirles a un sensible debilitamiento de su esfera patrimonial—, entonces, pura y simplemente, se les privará de la propiedad  (50) .

5. Se entiende perfectamente que, ante realidades como las descritas, haya resonado con fuerza hace ya algún tiempo alguna voz de las más autorizadas en la materia  (51) , ahora planteando la necesidad de reflexionar sobre los resultados prácticos del vigente Derecho urbanístico, especialmente en algunas Comunidades, a la luz de las exigencias del propio Derecho comunitario y de los Tratados Internacionales suscritos por España, y, sobre esa base, reconstruir los títulos competenciales del Estado para conseguir llegar a legislar con algún éxito en el objetivo de garantizar un mínimo contenido realmente igualitario en relación con el derecho de propiedad del suelo en cualquier parte de su territorio.

6. A esos planteamientos ha venido a suministrar un claro respaldo el cuestionamiento al respecto efectuado desde el Parlamento Europeo en su célebre Resolución de 13 de diciembre de 2005 —objeto de una renovada, en línea similar, el 21 de junio de 2007—, a propósito de algunos extremos controvertidos de alguno de los sistemas urbanísticos vigentes en distintas Comunidades Autónomas —paradigmáticamente, el del agente urbanizador en su diseño de la hoy extinta LRAU (la «desacreditada» LRAU, según la segunda Resolución del Parlamento Europeo al respecto)  (52) —.

Ello permite vislumbrar que el debate al respecto  (53)  no está, desde luego, cerrado, y puede suministrar sorpresas en el siempre insondable porvenir.

4.  Su proyección en el Derecho catalán

1. El Derecho catalán no es, naturalmente, ajeno a esta concepción estatutaria del derecho de propiedad del suelo, y su ordenamiento urbanístico reproduce, en esencia, el modelo estatal recién repasado.

Así, por ejemplo, son varios los preceptos del ordenamiento catalán en los que se enfatiza ese sometimiento del derecho de propiedad del suelo a su función social —art. 5 LUC y arts. 2.b) y 27.1 y 2 RLUC—, del que, en última instancia, deriva el carácter estatutario al que nos venimos refiriendo en estas páginas. Y son estos mismos preceptos —junto a otros, como el art. 38 de la LUC— los que anudan a dicha propiedad un haz de derechos y deberes, cuyo cumplimiento —el de los deberes, claro está— se muestra como requisito previo imprescindible para el disfrute —«patrimonialización» o «adquisición» según terminología de una ya vieja concepción— de las facultades urbanísticas que el planeamiento establece para unos determinados terrenos. El ordenamiento catalán se muestra fiel a la tradición jurídico-urbanística nacida con la LS 56 según la cual «el régimen urbanístico del suelo se determina por la clasificación [y] la calificación» —art. 30.1 del RLUC—, que siguen así configurándose, por tanto, como elementos nucleares de su sistema. Y, continuando también con esa tradicional cultura jurídico-urbanística, y como coherente cierre de la concepción estatutaria así configurada, el nuevo Derecho urbanístico catalán —art. 6 LUC y arts. 2.c) y 27.2 RLUC— insiste también en la inexistencia de derechos indemnizatorios por la ordenación urbanística de terrenos y construcciones, excepto en los supuestos expresamente establecidos en la legislación aplicable.

Hasta aquí, ningún apartamiento como tampoco ninguna novedad respecto al modelo básico estatal visto en páginas anteriores. En este terreno, la única innovación o precisión digna de mención del Derecho urbanístico catalán quizá haya de buscarse en la especificación o positivización del carácter también estatutario —y con perfiles propios— del subsuelo, en tanto realidad distinta al suelo —por más que indisolublemente ligada a él—. No queremos decir con esto que en otros ordenamientos autonómicos la propiedad del subsuelo no tenga este carácter estatutario, pues éste está también sujeto a los designios del planeamiento y vinculado, a su vez, a ese haz de derechos y deberes al que nos venimos refiriendo; pero sí es, en parte al menos, novedoso en el moderno Derecho autonómico que el carácter estatutario del subsuelo se enfatice y positivice de la forma en que lo hace el ordenamiento catalán.

En efecto, el art. 32 RLUC —desarrollando el más genérico enunciado del art. 39 LUC— recalca que todo lo predicable del suelo a este respecto —concreción de su régimen a través del planeamiento, subordinación al cumplimiento de deberes urbanísticos, establecimiento de límites que delimitan el contenido de su derecho de propiedad, inexistencia de derechos indemnizatorios, etc.— es extensible al subsuelo. Pero ahondando en ese carácter estatutario, el Derecho catalán establece para el subsuelo reglas específicas —de ahí los perfiles propios antes anunciados—, en atención a sus especiales y específicas circunstancias. Y así, el art. 39 LUC establece el sometimiento del subsuelo «a las servidumbres administrativas necesarias para la prestación de servicios públicos o de interés público, siempre y cuando estas servidumbres sean compatibles con el uso del inmueble privado sirviente de acuerdo con el aprovechamiento urbanístico atribuido», añadiendo que si no se diera esa compatibilidad, habría que «proceder a la expropiación correspondiente» —se entiende que del suelo, pues la compatibilidad antes aludida haría innecesaria tal expropiación; y así resulta del desarrollo reglamentario de esta previsión, en donde se añade y matiza que «la expropiación se tiene que extender a la totalidad del terreno si, como consecuencia de la afectación, no es posible la materialización, ni tan sólo parcial, del aprovechamiento urbanístico atribuido»—. Por servicios públicos o de interés público hay que entender las telecomunicaciones, suministros, transporte y otros análogos —art. 32.1 RLUC—.

Pero las limitaciones a la propiedad del subsuelo van más allá de esta «servidumbre» legal, ya que el aprovechamiento urbanístico del mismo, como también la implantación en él de infraestructuras, está condicionado en cualquier caso «a la preservación de riesgos, y también a la protección de los restos arqueológicos de interés declarado y de los acuíferos clasificados, de acuerdo con la legislación sectorial respectiva» —apartado 2 del art. 39 LUC—.






	 (1) 

	Dirá, por ejemplo: «El propietario tiene derecho a un mínimo del 90% del aprovechamiento del correspondiente ámbito [...]».
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	 (2) 

	Siguiendo con el ejemplo de la nota anterior, podrá precisar: «derecho al 90% del aprovechamiento medio/tipo del sector [...]».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Dirá si es «urbano» o «urbanizable» ese suelo, y si es «consolidado» o «no consolidado», en el primer caso, etc., y, entre otros extremos, fijará si el «aprovechamiento» de que va a ser susceptible ha de materializarse en un «uso residencial» o «comercial» y en qué intensidad, porcentaje de edificabilidad, podrá serlo: en un 0,8 metros cuadrados construibles por metro cuadrado de suelo, por ejemplo.
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	Véase SANTOS DÍEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J., «Comentario al artículo 6», en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Director), Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, El Consultor y LA LEY, 2009, págs. 267-273.
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	Lamentablemente, de la tesis expuesta hace el propio Tribunal Constitucional apostasía con ocasión de su pronunciamiento sobre la validez de la asunción estatal de competencias típicamente municipales en materia urbanística en los casos de Ceuta y Melilla (STC 240/2006, de 20 de julio): desde ese momento, la LRBRL deja de ser tal «parámetro», con lo cual la autonomía local queda aún más inerme de lo que ya estaba.
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	Postura a la que, sólo de modo más bien ocasional, han venido a insinuar un acercamiento el Tribunal Constitucional, por ejemplo, al reconocer la necesidad de mantener un margen de maniobra para el planificador urbanístico [STC 164/2001, de 11 de julio], e incluso el propio legislador estatal [LMULSI, debate parlamentario de la nueva versión del art. 9.2 in fine, intervención de la Diputada Sra. Uría Etxebarría, etc. —a esta última se hace referencia cumplidamente más adelante en el texto principal, cfr. infra, II.2.3].
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	 (7) 

	Naturalmente, a esto es excepción el caso de los Municipios sin planeamiento, pero, al margen de que esta situación se configura indeseable en todo el moderno Derecho autonómico, en los supuestos que la práctica revela como subsistentes, se comprueba que, en puridad, no hay propiedad urbanística a perfilar porque, por definición, son Municipios carentes de actividad urbanística, si por tal entendemos todo aquello que está más allá de la esporádica y ocasional operación de sustitución de alguna vieja edificación o de construcción en alguno de los escasos espacios vacantes, siempre dentro del tejido urbano consolidado de la población.
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La dualidad dimensión subjetiva vs. dimensión objetiva del urbanismo viene siendo destacada por este autor desde hace bastante tiempo, por lo que ahora tal vez sólo convenga una mínima recapitulación al respecto.

Una definición elemental del vocablo «urbanismo» nos aproxima a la actividad de ordenación de una ciudad, más grande o más pequeña, tanto en su fase previa, de planificación ideal, como en su fase posterior, de desarrollo de ésta, de ejecución material, en definitiva. El urbanismo está entroncado, pues, de una manera inmediata, con la urbe, con el dibujo ideal de la misma y con la plasmación de este dibujo en la realidad, todo ello a través de más o menos complejos procedimientos y técnicas. Naturalmente, el urbanismo implica mucho más, pero una primera definición elemental se centra ante todo en esa constatación simple pero gráfica.

Es evidente que el urbanismo así definido contempla sólo una de las dos facetas que presenta esta actividad de grandes implicaciones sociales, económicas y políticas, aparte de las puramente técnicas que le son más o menos específicas. Contempla la faceta o dimensión objetiva del urbanismo, la que tiene que ver, físicamente, con el proceso externo, visible a todos, de planificación, primero (diseño de la ciudad perseguida), y de ejecución, después.

Pero, junto a esa faceta objetiva, de proyección externa del urbanismo y sus resultados, coexiste otra más íntima, inextricablemente ligada a ella, la subjetiva. El urbanismo, para transformar una realidad en otra (la ideada a través de la previa planificación), inexcusablemente ha de operar sobre terrenos que, en la mayor parte de los casos, son de propietarios particulares. La posición jurídica de éstos en relación con el proceso objetivo señalado es fundamental para el éxito de las operaciones urbanísticas. Por ello, el urbanismo, en su dimensión subjetiva, afecta al ejercicio del derecho de propiedad cualquiera que sea el signo político bajo el cual se actúe, puesto que la intensidad del papel directivo de los poderes públicos podrá ser mayor o menor en consonancia con aquél, pero en todo caso deberá existir un papel directivo de aquéllos y correlativamente un conjunto de cargas impuestas por los mismos sobre los propietarios de los terrenos.

A este respecto, no se ha de olvidar que la función social que recae sobre la propiedad de los terrenos destinados a ser urbanizados y edificados constituye una dimensión o utilidad supraindividual que debe ser tenida en cuenta junto a la estrictamente individual del propietario. Esa función se traduce en que este tipo de bienes está llamado a satisfacer unas finalidades concretas para la sociedad, servir de soporte para la construcción de nuevas viviendas y para la implantación de nuevas actividades económicas, lo que entronca con objetivos expresamente perseguidos por la Constitución española en diversos pasajes (arts. 35, 38, 47 CE, etc.).

Por ello, los propietarios de terrenos no pueden ser dejados, en orden al desarrollo de las previsiones urbanísticas, a su libre albedrío, pues en ese caso se desatenderían tales exigencias constitucionales, sino que forzosamente, en coherencia con éstas, han de ver delimitado el ejercicio de su derecho de propiedad de acuerdo con las mismas.

Precisamente, la coexistencia de esas dos dimensiones entrelazadas en el orden urbanístico es lo que explica mejor que, en nuestro sistema constitucional, contribuyan a la producción de normas jurídicas en este sector del ordenamiento tanto el Estado como las Comunidades Autónomas, según se señala en el texto principal, con independencia, para lo que ahora importa, del fundamental papel que, en la integración completa del régimen urbanístico de cada parcela del territorio español, tienen los respectivos Municipios.
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	La LS 92 suponía una sistematización integral de la regulación urbanística fruto de la refundición de la LS 76 con la LRRU. Por ello, gran parte de sus preceptos —especialmente en materia de planeamiento, gestión o disciplina— se dictaron con carácter supletorio, consciente el Estado de que la competencia para ellos era autonómica pero, a la vez, de que hacía falta una regulación supletoria para el caso de inactividad legislativa de las Comunidades Autónomas, puesto que la misma no permitiría la operatividad del modelo de ejercicio del derecho de propiedad del suelo instaurado por la LRRU.
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	Así se había venido pronosticando al abordar este punto; y así ha venido a corroborarlo la STC 178/2004, de 21 de octubre.
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Al anular, por aquella inconstitucionalidad formal (exceso competencial), los preceptos de la LS 92 reguladores de estas técnicas para calcular el aprovechamiento promediado que debe servir de referencia para, sobre él, aplicar el 90% en su caso y deducir así el aprovechamiento al que tiene derecho cada propietario, los preceptos correspondientes de la LML quedaron amputados y sólo parcialmente operativos, en el caso de Comunidades Autónomas sin legislación urbanística previa o con legislación urbanística que no regulaba antes estas técnicas (entre unas y otras, la inmensa mayoría).

Con legislación que remitiera a las técnicas equidistributivas por esa vía anuladas (áreas de reparto y aprovechamiento tipo), con distintos matices, estaban, el 25 de abril de 1997 (fecha de publicación en el BOE de la STC 61/1997, de 20 de marzo), País Vasco, Baleares, Navarra, Comunidad Valenciana, Madrid y Galicia.

En principio, se estimó admisible que todas las Comunidades en esta situación podía considerarse que, con las remisiones contenidas en sus propias normas, habían hecho suyas las técnicas reguladas en la legislación estatal, por lo que los nuevos porcentajes establecidos por la LML podían referirse a los aprovechamientos referenciales deducidos con tales técnicas.

Más tarde, esta tesis inicial se reconsideró en algunos casos —paradigmáticamente, en la Comunidad de Madrid y en el País Vasco—, al juzgarse insuficiente la cobertura otorgada a los Planes desde determinadas legislaciones autonómicas que sólo contenían regulaciones parciales de las técnicas mencionadas, y ello dio lugar a algunas de las conocidas como Leyes-puente.

En el caso de las Comunidades Autónomas donde no existía ni siquiera esa legislación parcial que remitiera a aquellas técnicas y que, por tanto, permitiera considerarlas incorporadas al respectivo ordenamiento autonómico, la reacción fue distinta según el grado de adaptación del planeamiento general en los respectivos territorios, aprobándose las denominadas Leyes-puente en algunas hasta la asunción de sus propias Leyes urbanísticas integrales o simplemente esperando directamente a ese momento.

Éste es el entramado legal que se va perfilando en el conjunto del territorio cuando se publica la nueva Ley estatal 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y de Valoraciones (LS 98), que aspira a establecer (en el marco ya clarificado por la STC 61/1997, de 20 de marzo) las condiciones básicas del derecho de la propiedad urbana, proyectadas esencialmente en el régimen urbanístico del mismo, en el de las valoraciones del suelo según su clasificación y en el de los eventuales supuestos en que, por daños derivados del funcionamiento de la Administración urbanística, surge a favor del propietario afectado un derecho a la compensación económica de los mismos [cfr. SANTOS DÍEZ, Ricardo, «Pervivencia de los contenidos materiales de las leyes estatales en la legislación urbanística aplicable en las Comunidades Autónomas», Ciudad y Territorio, vol. XXIX, núms. 113-114, 1997, págs. 601-628, un excelente estudio pormenorizado de la cuestión en las distintas Comunidades Autónomas en el entorno temporal de la entrada en vigor de la LS 98 (pese a la fecha oficial de la revista, el trabajo refleja la realidad a fines de 1998)].
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En esta misma Editorial, y en su Revista ya sesquicentenaria, ha correspondido a este mismo autor levantar acta de las vicisitudes de tan complejo proceso hacia el asentamiento del Derecho Urbanístico, tanto en el marco estatal como en los respectivos ordenamientos autonómicos: «Primera aproximación a la STC de 20 de marzo de 1997...», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 8, 1997, págs. 1140-1160; «La potestad municipal de clasificación del suelo en la nueva legislación estatal. La «enérgica rectificación», rectificada a tiempo», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 7, 1998, págs. 1030-1046; «La consolidación de un modelo alternativo en la legislación urbanística: La Ley 2/1998, de 4 de junio, de Castilla-La Mancha», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 16, 1998, págs. 2250-2270; «La Ley de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja: Panorámica general y conclusiones concretas», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 7, 1999, págs. 1104-1115; «La Ley Urbanística de Aragón», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 12, 30 de junio, 1999, págs. 1982-1998; «La Ley de Urbanismo de Castilla y León: un buen ejemplo», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 11, 15 de junio, 1999, págs. 1792-1816; «La Ley de Ordenación del Territorio de Canarias», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 15/16, 31 de agosto, 1999, págs. 2509-2524; «La cobertura retroactiva de los actos urbanísticos por las Leyes autonómicas promulgadas tras la STC 61/1997, de 20 de marzo. En particular, por la Ley andaluza 1/1997, de 16 de junio. La relevante Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de marzo de 2000», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 10, 30 de mayo de 2000, págs. 1666-1669; «El régimen jurídico de la Disciplina urbanística en Galicia tras el nuevo Reglamento autonómico: Panorámica general e innovaciones concretas», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 11, 15 de junio de 2000, págs. 1839-1865; «El Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Liberalización en el sector inmobiliario. Sus efectos sobre la legislación urbanística estatal y autonómica y sobre el planeamiento de los Municipios», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 14, 30 de julio de 2000, págs. 2394-2411; «La aporía de la liberalización estatal del suelo: contenido y efectos de la STC 164/2001, de 11 de julio», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 17, 15 de septiembre de 2001, págs. 2800-2839; «La Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 18, 30 de septiembre de 2001, págs. 2985-3005; «La Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 19, 15 de octubre de 2001, págs. 3195-3217; «La Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid: la apuesta por la tercera vía», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 20, 30 de octubre de 2001, págs. 3362-3393; «La Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura: una apuesta extemporánea»., El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 10, 30 de mayo de 2002, pags. 1742-1767; «La Ley 2/2002, de 14 de marzo, de Urbanismo: otro buen ejemplo desde Cataluña», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 14, 30 de julio de 2002, págs. 2479-2501; «La Ley 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística del Principado de Asturias», El Consultor de los Ayuntamientos, núm.17 de 15 de septiembre de 2002, págs. 2827-2850; «La Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía: Panorámica general», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 3, de 15 de febrero de 2003, págs. 412-434; «Análisis de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Comunidad Foral de Navarra» (con Roberto RUBIO TORRANO), El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 4, de 28 de febrero de 2003, págs. 613-633; «La Ley 1/2003, de 17 de enero, de modificación de la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha: acotaciones urgentes» (con Rafael AYALA GONZÁLEZ y Fernando GELABERT GONZÁLEZ), El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 5, de 15 de marzo de 2003, págs. 930-941; «La Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 6, de 30 de marzo de 2003, págs. 1106-1148; «El heraclitiano devenir del Derecho Urbanístico español: comentarios a la Ley 10/2003, de 20 de mayo, de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario (y Transportes)», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 12, 2003, págs. 2186-2223; «Reglamento de Urbanismo de Castilla y León: régimen del suelo. Breve comentario sistemático», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 9/2004, 15 de mayo de 2004, págs. 1571-1595; «La Constitución Europea: algunas notas sobre su incidencia en el Derecho interno español», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 19/2004, 15 de octubre de 2004, págs. 3243-3251; «Inconstitucionalidad de las medidas liberalizadoras del suelo de 1996-1997: STC 178/2004, de 21 de octubre», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 4/2005, 28 de febrero de 2005, págs. 643-658; «Ley gallega 15/2004, de 29 de diciembre: modificaciones puntuales para un claro perfeccionamiento del sistema urbanístico», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 5/2005, 15 de marzo de 2005, págs. 801-818; «La Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana: hacia la racionalización del sistema», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 5, de 15 de marzo de 2006, págs. 863-902; «La Ley riojana 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo: perfeccionamiento de un modelo», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 18, de 30 de septiembre de 2006, págs. 3272-3286; «La Ley vasca 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo: renovación sin revolución del sistema», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 19, de 15 de octubre de 2006, págs. 3440-3483; «La quinta y última Ley estatal del Suelo», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 11, de 15 de junio de 2007, págs. 1876-1920.

En cuanto a obras colectivas de esta Editorial que, también bajo la responsabilidad del mismo autor, han ido dando cuenta en profundidad del establecimiento y alcance del nuevo Derecho urbanístico autonómico y los avatares conducentes a éste, hay que anotar: Derecho Urbanístico de Castilla y León, El Consultor de los Ayuntamientos / Junta de Castilla y León, 2000, 1.119 págs.; Derecho Urbanístico de la Comunidad de Madrid, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY / Consejería de Obras Públicas y Urbanismo de la Comunidad de Madrid, Madrid, 2002, 1.220 págs.; Derecho Urbanístico de Cantabria, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY / Federación de Municipios de Cantabria, Madrid, 2002, 833 págs.; Derecho Urbanístico del Principado de Asturias, El Consultor de los Ayuntamientos, LA LEY / Principado de Asturias / Colegio Oficial de Arquitectos de Asturias, Madrid, 2003, 1.301 págs.; Derecho Urbanístico de Extremadura, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY / Junta de Extremadura, Madrid, 2004, 1.452 págs.; Derecho Urbanístico de Galicia, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY / Xunta de Galicia, Madrid, 2004, 1.392 págs.; Derecho Urbanístico de Andalucía, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY / Junta de Andalucía, Madrid, 2004, 1.400 págs.; Derecho Urbanístico de Castilla y León, 2.ª edición adaptada al Reglamento de Urbanismo, El Consultor de los Ayuntamientos / Junta de Castilla y León, 2005, 1.944 págs.; Derecho Urbanístico de Andalucía, 2.ª edición, adaptada a las Leyes 13/2005 y 1/2006, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY, Madrid, 2006, 1.516 págs.; Derecho Urbanístico de Castilla-La Mancha, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY, 2006, 1.211 págs.; Derecho Urbanístico de la Comunidad Valenciana, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY, 2006, 1.980 págs.; Ley de Suelo. Comentario sistemático de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, El Consultor de los Ayuntamientos / LA LEY, 2007, 964 págs.; Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, El Consultor de los Ayuntamientos / La Ley, 2009, 1.311 págs.
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	Es, por tanto, propiamente con la Ley autonómica correspondiente con la que deben colaborar de modo directo los Planes urbanísticos, integrando sus determinaciones. La Ley estatal, por la propia funcionalidad que el Tribunal Constitucional le ha reservado en la determinación del ordenamiento urbanístico —«principios o reglas generales» (FJ 10.º)—, es inidónea por sí sola para recabar y obtener de modo operativo la colaboración reglamentaria de los Planes (siendo equiparable su función a la de las Leyes de bases, inoperativas totalmente en ausencia del eslabón complementario indispensable, los textos articulados respectivos, y, desde luego, para recabar y obtener la colaboración del reglamento).
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	Al respecto, cfr. GALLEGO ANABITARTE, Alfredo, «Las condiciones básicas del derecho de propiedad. La nueva doctrina constitucional sobre la supletoriedad del Derecho estatal», conferencia de apertura de las Xornadas sobre la Ley del Suelo de Galicia, patrocinadas por la Xunta y celebradas en Porriño (Pontevedra), del 8 al 11 de octubre de 1997; MENÉNDEZ REXACH, Ángel, «Las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas sobre el régimen del suelo. Comentario crítico de la STC 61/1997», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, núm. 153; JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, Francisco Javier, «Las técnicas urbanísticas de equidistribución y la doctrina del Tribunal Constitucional», ibídem; MERELO ABELA, José Manuel, Contenido y alcance de la Sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional, Praxis, 1997; GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, José Luis, La Ley del Suelo después de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, Civitas, 1997; FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón, «El desconcertante presente y el imprevisible y preocupante futuro del Derecho Urbanístico español», en el colectivo La práctica del Urbanismo, El Consultor de los Ayuntamientos / Publicaciones Abella, 1997; GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, «Una reflexión sobre la supletoriedad del Derecho del Estado respecto de las Comunidades Autónomas», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 95, 1997, etc.
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Por los avatares a los que se ha ido haciendo referencia, el resultado práctico de la distribución de competencias en la regulación de la materia, fijada por la doctrina constitucional, es la concurrencia de una diversidad de fuentes tanto del Derecho estatal cuanto del Derecho autonómico, que desplegarán —uno y otro— una virtualidad también de distinta intensidad según el grado de actividad legislativa de cada Comunidad Autónoma.

Con pocas palabras: donde se haya ejercitado en plenitud la respectiva competencia legislativa autonómica —en un momento u otro y, consiguientemente, con un sistema estatal o con otro— y se haya establecido ya un ordenamiento urbanístico propio con vocación de regular integralmente la materia, el Derecho estatal sólo será aplicable en lo que concierne a sus preceptos básicos, es decir, aquellos para los cuales el Tribunal Constitucional ha reconocido al Estado títulos competenciales suficientes a ese efecto.

En Baleares, el Derecho estatal, más allá de ese configurado como básico, será tanto más aplicable supletoriamente cuanto más inactiva haya permanecido la Comunidad —donde sólo hasta la fecha de cerrar este trabajo se han dictado regulaciones parciales en materia de suelo no urbanizable o rústico, disciplina urbanística o algún otro sector aislado—. Pero lo será plenamente en Ceuta y en Melilla, al carecer ambas Ciudades Autónomas de potestad legislativa en la materia.

Sistematizándolo por bloques normativos, el esquema resultante sería el siguiente, en sus grandes líneas.

— El régimen urbanístico de la propiedad del suelo queda, en primer lugar, confiado, en lo que son sus condiciones básicas, a la legislación estatal cristalizada en la LS 08, que refunde o aglutina a su predecesora LS 07 y a los preceptos puntuales del LS 92 declarados vigentes por ésta, y, en su desarrollo pormenorizado, a la legislación autonómica.

— El régimen de valoraciones del suelo y los supuestos indemnizatorios básicos por actuaciones urbanísticas —sin perjuicio de supuestos adicionales en la legislación autonómica—, en la medida en que son facetas muy próximas al contenido básico del derecho de propiedad, corresponden a la LS 08.

— El régimen del planeamiento, en lo que atañe al contenido sustantivo y documental de los Planes, corresponde primariamente a la legislación autonómica. En lo que afecta al procedimiento de elaboración y aprobación de los Planes, también el orden de fuentes es el precedente, pero hay que tener en cuenta algunos preceptos vigentes de la propia LS 08 —básicos—.

— El régimen de la gestión urbanística, en lo que se refiere a la regulación básica de las técnicas tradicionales —(especialmente de los sistemas de actuación por compensación y cooperación) y mucho más de las recién incorporadas a nuestro Derecho urbanístico—, corresponde regularlo, primariamente, a la legislación autonómica, sin perjuicio de que, para complementar, eventualmente y de modo transitorio, su regulación, pueda ser de aplicación supletoria el contenido en el Reglamento de Gestión Urbanística (RG), aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto. En cuanto al sistema de expropiación —al margen de las referencias básicas al instituto expropiatorio en la LS 08 y en la LEF—, en principio el orden de fuentes sería el mismo.

— El régimen de la intervención en el ejercicio de las facultades dominicales de uso del suelo, tanto con carácter previo como posterior, para lograr su acomodación al orden urbanístico, corresponde regularlo primariamente a la legislación autonómica, integrada al efecto, no sólo por las normas con rango de Ley, sino también —y, sobre todo— por el desarrollo reglamentario eventualmente dictado.

— El régimen jurídico —comprensivo éste de la regulación de los actos, acciones y recursos y de la actividad del Registro de la Propiedad ligada a actos urbanísticos— se contiene en gran medida en el LS 92 —hoy LS 08— y en el Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio (éste para la actividad registral).
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El Derecho penal urbanístico es competencia plena del Estado.

Cfr. YÁÑEZ VELASCO, Igor, «Conceptos de uso en la legislación del Suelo (Especial referencia a la calificación y zonificación)», Revista de Derecho Urbanístico y de Medio Ambiente, núm. 156, 1997, págs. 74-98.
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	Según expresión del Portavoz del Grupo Popular en el Congreso de los Diputados, D. Luis Ortiz González, en el debate parlamentario correspondiente.
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	Así, STS de 17 de septiembre de 1997.
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	Publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, VI Legislatura, Serie A, núm. 66-1, de 9 de junio de 1997.
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	Las fases de evolución del Derecho estatal entre 1998-2000, 2000-2003 y 2003-2007 se sintetizan extraordinariamente en este trabajo. Para quien tuviere interés específico al respecto, puede resultarle de utilidad de este mismo autor el «Comentario a la Exposición de Motivos», en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Director), Ley de Suelo. Comentario Sistemático del Texto Refundido de 2008, El Consultor y LA LEY, 2009, págs. 34 y ss.
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	La distancia entre el planteamiento inicial del proyecto de Ley y las posiciones de los Grupos Parlamentarios habitualmente integrados en la mayoría parlamentaria en la VI Legislatura fue puesta de relieve en diversas ocasiones durante el debate parlamentario, a la vez que se explicaba con ella la sucesiva prórroga de los plazos de presentación de enmiendas como recurso técnico para ganar más tiempo «para la reflexión y la búsqueda de acuerdos de principio», como dijo el Portavoz del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria, Sr. Rivero Baute (BOCG de 30 de octubre de 1997, pág. 5709).
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	En este sentido, SÁNCHEZ GOYANES, Enrique, «La Sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992. Su incidencia en las Medidas de Liberalización del Suelo y en el Anteproyecto de nueva Ley estatal. Conclusiones Generales», CUNAL / Revista de Estudios Locales, núm. 15, 1997, págs. 53-79.
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	BOCG de 10 de diciembre de 1997, pág. 10363.
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	Cfr. BOCG de 23 de octubre de 1997, pág. 63.
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	Cfr. BOCG de 23 de octubre de 1997, cit., pág. 137.
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	Ibídem, pág. 10361.
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Concretamente, la Portavoz del Grupo Socialista, Sra. Narbona Ruiz, contestando a su vez a alusiones del Portavoz del Grupo Popular en intervención anterior, se preguntaba cómo se garantizaría desde la nueva Ley la creación de más suelo urbanizable:

«Porque, desde luego, tal como va a quedar el artículo que se refiere al suelo no urbanizable, queda remitido, como debe ser, a la decisión del planeamiento, y nada garantiza desde este proyecto de Ley que se vaya a crear más suelo urbanizable. Habrá el que cada uno de los planeamientos determine que deba haber en función de su concepción de la ciudad y de toda esa serie de criterios, absolutamente razonables, relativos a los riesgos naturales, a los valores paisajísticos o a los valores agrícolas» (BOCG de 10 de diciembre de 1997, pág. 10373).
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	Ibídem, pág. 10374.
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	Ya desde algún sector doctrinal se había venido insinuando, con más o menos énfasis, que, precisamente, la modificación de la definición del SNU en el sentido perseguido por la mayoría parlamentaria —o, más exactamente, por los Grupos que contribuían, junto al mayoritario, a estructurarla— era el factor que podía permitir aceptar la constitucionalidad del art. 9 LS 98 en la redacción vigente hasta la reforma del RDLMULSI. Perdóneme el lector que recuerde que en la línea ahora sostenida por el Tribunal Constitucional fueron mis tesis al respecto, en mi primer comentario —que fue también el primero en el tiempo al respecto— sobre la Ley de 1998 («La potestad municipal de clasificación del suelo en la nueva legislación estatal. La “enérgica rectificación”, rectificada a tiempo», El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 7/1998, de 15 de abril, págs. 1042-1046) y, después, en mi primer —e igualmente primero en el tiempo— comentario sobre el Real Decreto-Ley de 2000 («El Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio. Sus efectos sobre la legislación urbanística estatal y autonómica y sobre el planeamiento de los Municipios», El Consultor, 14/2000, de 30 de julio, págs. 2404-2405). En este último, citaba a SANTOS DÍEZ, Ricardo y CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio, Derecho Urbanístico. Manual para Juristas y Técnicos, 3.ª edición, El Consultor de los Ayuntamientos / Publicaciones Abella, 1999 (5.ª edición, 2002), pág. 361, nota 302, donde se venía a mantener la misma tesis señalada.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	
La tramitación parlamentaria de la LMULSI, cuyo proyecto había sido «calificado» por la Mesa del Congreso el 13 de julio de 2000, para su tramitación «por el procedimiento de urgencia», sigue una senda compleja, difícilmente explicable si se desconoce el trasfondo jurídico-político subyacente.

En efecto, no es hasta la primavera de 2003 cuando se reactiva la tramitación parlamentaria de la LMULSI, si bien el proceso político conducente a la misma se reactiva antes, en el invierno anterior: el 17 de diciembre de 2002 el Ministerio de Fomento hace pública una «Propuesta ante la Conferencia Sectorial», la cual, partiendo de que la supresión del inciso final del art. 9.2.ª LS 98 «no ha sido bien acogida por las Comunidades Autónomas», ofrece «recuperar el texto de la Ley 6/1998 pero incluyendo la referencia a que deberá de hacerse de acuerdo con los criterios que establezca la legislación urbanística de las Comunidades Autónomas, evitando de esta manera la posible discrecionalidad municipal», todo ello a los concretos efectos del punto específico aquí analizado, lógicamente, pues la propuesta contenía otros extremos, como se verá en su momento.

El Acuerdo de la Conferencia Sectorial con el Ministro se produce en la sesión de 22 de enero de 2003 pero en él se efectúan algunas matizaciones en relación con el texto inicial de la Propuesta, o más bien se introducen a modo de criterios interpretativos, a instancia del Conseller catalán del ramo, tal y como relatará en el crucial debate parlamentario del 26 de marzo de 2003 el Portavoz del Grupo Catalán en el Congreso, según más adelante se referirá.

Sea como fuere, se obtiene un consenso amplio en torno a la nueva redacción que va a obtener la LS 98 tras su reforma por la LMULSI, pues, de las 17 Comunidades Autónomas, una mayoría, todas las gobernadas por el PP en solitario o en coalición, más el País Vasco y Cataluña, acceden a apoyar la reforma legal, no sólo a través de sus representaciones en las Cortes Generales, sino promoviendo la necesaria reforma de sus propias legislaciones autonómicas, si ello es necesario para garantizar el éxito de sus objetivos en sus respectivos territorios.

Así las cosas, se desbloquea definitivamente la tramitación de la LMULSI.

De la crucial sesión parlamentaria de 26 de marzo de 2003, en la que se alumbra la LMULSI tal como luego va a aparecer en el BOE, la intervención que anticipa absolutamente el resultado final es la del Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán, Sr. Jané i Guasch, el cual, tras recordar las vicisitudes político-parlamentarias antes apuntadas, alude al trasfondo de la definitiva redacción que va a alcanzar el art. 9.2.ª in fine, fruto de una propuesta de transacción de su Grupo, introducida en ese trámite informal a que antes se ha hecho referencia:

«La primera propuesta es una propuesta importante que enlaza también con lo que afirmaba hace unos momentos el portavoz del Grupo Socialista.

Establece lo que se considera como suelo no urbanizable. Nosotros entendíamos que se debía abrir una vía para tener en cuenta otras condiciones en esa calificación de suelo no urbanizable. Así nuestra enmienda número 1, que era la misma que habíamos presentado en el año 2000 al artículo 9.1, lo que pretende es añadir, cuando se afirma cuál es la condición de suelo no urbanizable, que asimismo serían no urbanizables aquellos otros que en razón de las exigencias derivadas del principio de desarrollo sostenible determinen las comunidades autónomas. Nosotros entendíamos que los imperativos de desarrollo sostenible que están en los artículo 45 y 47 de la Constitución, no pueden omitirse en relación con el territorio como uno de los recursos naturales que deben gestionarse a fin de conseguir su utilización racional. Esta enmienda, señor presidente, señorías, fue motivo de cierta fricción incluso con la Federación de Municipios. Había problemas con la literalidad de esta enmienda. Se nos dijo siempre que no había problemas con la finalidad que la misma pretendía, pero sí con la literalidad de los términos de la misma. De ahí que mi grupo parlamentario sabiendo que esa enmienda y esa literalidad ya venía de un acuerdo previo cuando se presentó en el año 2000, ha intentado flexibilizarla buscando una transacción que nos permitiera también la misma finalidad que la enmienda inicial perseguía.

Por tanto, mi grupo hoy retira esta propuesta número 1 y la sustituye por una enmienda transaccional que en lugar de ir en el apartado 1 del artículo 9 iría en el apartado 2 de ese artículo 9, y para una mejor corrección por parte de esta Comisión leería, para que así constara también en el “Diario de Sesiones”, cuál es el tenor de esta transacción que propone mi grupo para este artículo 9 apartado número 2:

“Suelo no urbanizable (artículo 9). Apartado 2. Que el planeamiento general considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero, o por sus riquezas naturales, así como aquellos otros que consideren inadecuados para el desarrollo urbano, bien por imperativo del principio de utilización racional de los recursos naturales, o bien de acuerdo con criterios objetivos de carácter territorial o urbanístico establecidos por la normativa urbanística”.

Ésta es la redacción que ofrece mi grupo como transacción. Es una redacción que incluye también ese imperativo del principio de utilización racional de los recursos naturales y entendemos que es positivo introducir este criterio en esta definición del suelo no urbanizable. Con esta redacción mi grupo ha pretendido también recoger lo que era una demanda en ponencia de la portavoz del Grupo Vasco, la señora Margarita Uría, que nos pedía que en esa redacción del artículo 9.2 no se aludiera a una legislación urbanística territorial, sino que se hiciera una referencia genérica a la normativa urbanística. En aras a buscar también ese consenso con el Grupo Vasco y con esa legítima pretensión del mismo, mi grupo plantea en estos términos la propuesta transaccional al artículo 9.2».

Por parte del Grupo Parlamentario Vasco (PNV), se efectúa el segundo ingrediente conceptualmente relevante en la reformulación legal, aportado por su Portavoz al efecto, señora Uría Etxebarría, la cual, a propósito del punto que aquí analizamos, y tras recordar las peripecias político-parlamentarias acaecidas, confirma que sus posiciones iniciales han sido asumidas en gran medida en las enmiendas y propuestas de transacción ya explicadas por el Portavoz del Grupo Catalán:

«Nos parece que coincide con el tenor de las enmiendas que nosotros presentamos en su día y que hemos mantenido a pesar de cierta informalidad de procedimiento que nos hemos dado, también sin duda por el tiempo transcurrido.

Mi formación política, repito, ha mantenido las mismas enmiendas que entonces tenía presentadas y nos parece adecuado el tenor literal del artículo 9.2, que no es el que nosotros pretendíamos en nuestra enmienda, pero que sí ha sido expresado por el portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió) en unos términos que, repito, consideramos aceptables, y que según nos consta por conversaciones habidas previamente a la celebración de esta Comisión, gozará del beneplácito del portavoz del grupo mayoritario, y por tanto también del Gobierno, y llegará a ser texto legal, en el que nos gustaría que en lugar de la referencia que se hace en lo actualmente ofrecido como enmienda por el Grupo Popular, y que hace referencia a la legislación urbanística o territorial (lo cual induce a confusión porque no resulta claro cuál es la referencia, puesto que la normativa territorial ha de ser urbanística en la materia de que tratamos) quede sustituida la expresión legislación pornormativa[...]».

Se ha destacado en negrita una propuesta muy relevante que formula así el Grupo Vasco —a la que antes se ha aludido como segundo ingrediente conceptual decisivo en la reforma legal— y que es finalmente aceptada por la mayoría parlamentaria, por lo que resulta necesario detenerse aquí en el porqué de tal sustitución de vocablo y, sobre todo, del efecto que el legislador, al aceptarla, quiere imprimir con ello a la interpretación del nuevo precepto legal —similar al pretendido en la LS 07 con el vocablo «ordenación»—, efecto que nadie puede explicar, pues, mejor que su propia proponente; y ésta es su explicación:

«[...] porque con este segundo vocablo puede también entenderse el conjunto de normas, las de rango legal pero también aquellas que tengan rango reglamentario, como son no sólo las leyes de ordenación del territorio y del suelo sino también, habida cuenta de la naturaleza reglamentaria que tienen otras disposiciones, las directrices de ordenación, los planes territoriales parciales, los planes territoriales sectoriales, y dentro del capítulo del urbanismo los planes generales y las normas subsidiarias. Todo ello quedaría comprendido cada uno en el nivel competencial que corresponda, y salvaría de manera técnicamente más correcta lo que era la pretensión de la enmienda y también incluso lo que el propio grupo mayoritario propone o pretendía ofrecernos como transacción en su texto».

Y es que así, en definitiva, puede concluirse, a la vista de ese precepto y su gestación parlamentaria, que el legislador de 2003, con el vocablo destacado —como el de 2007, con el equivalente de «ordenación»—, pretende que el propio planeamiento urbanístico, a través de los criterios objetivos inmanentes al mismo, proclamados en la respectiva Memoria, se erija en cobertura habilitadora de las concretas aplicaciones de tales criterios genéricos o abstractos, aplicaciones plasmadas en decisiones de excluir determinados terrenos del proceso urbanizador y edificatorio: el resultado práctico de esta reformulación legal, y con este nuevo giro introducido en aquel precursor debate parlamentario, no puede escapar a la reflexión de cualquier estudioso del Derecho Urbanístico mínimamente avezado; se restaura la plena legitimidad de la metodología tradicional del planificador urbanístico puesto que era tradicional que las decisiones típicamente discrecionales del Plan, como era, paradigmáticamente, la clasificación de terrenos como SNU común —esto es, no por razones específicas de valores preexistentes a proteger—, aparecieran justificadas en la Memoria del Plan, en forma de criterios objetivos, definición de hipótesis en abstracto, etc., cuya concurrencia efectiva habilitaba para la toma de decisiones concretas, ante la subsunción de los presupuestos de hecho en tales criterios o hipótesis genéricas preestablecidas; la reformulación legal que se comenta sirve perfectamente para amparar la plena legitimidad de esta misma metodología, ya sin discusión ni polémica —exactamente igual tras el «nuevo» art. 12.2.a) [obviamente, en conexión con el inciso final del 10.a), que sustenta la otra categoría de SNU determinado por el planificador, el «resto del suelo rural» en que no concurre el factor de ser «preciso para satisfacer las necesidades que justifiquen» su clasificación como urbanizable]—.

Así las cosas, la interpretación que cabe otorgar al texto finalmente alcanzado va a ser la ofrecida tanto por el Portavoz parlamentario de CiU, al que se remite el Portavoz del Grupo del Gobierno, Sr. Ortiz González, cuanto por la Portavoz del Grupo Vasco, ya que, como se ha visto, la decisiva modificación de la voz «legislación» por la voz «normativa» se debe a ésta, y ha de conferir a la misma el sentido que en sede parlamentaria se le quiso atribuir, ya que, como explicita el Portavoz del Grupo mayoritario, éste y el Gobierno aceptan abiertamente esas y otras propuestas de transacción formuladas desde posiciones distantes:

«En definitiva, señorías, creemos que con las modificaciones que se reflejan en el informe de la ponencia, con las transaccionales que hemos convenido y pactado con Izquierda Unida, una relativa a la exposición de motivos; otra, la transaccional número 2, relativa también a la exposición de motivos, evitando una reiteración estilística que no hacía ningún bien, con la reforma del artículo 9.º sobre suelo no urbanizable y la presencia, con otra expresión distinta, del principio de desarrollo sostenible —la expresión es utilización racional de los recursos naturales—, se da satisfacción a la preocupación medioambiental que sí está presente en la Ley de 1998 pero que ahora queda ratificada más y mejor.

A la señora Uría le hemos aceptado en este artículo 9.º la sustitución de las palabras legislación urbanística por normativa urbanística [...]».
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	Tanto las cursivas como las negritas que ocasionalmente aparecen en los textos citados las emplea el autor para subrayar lo que se destaca en la glosa correspondiente, no estando en el original respectivo, salvo que se indique lo contrario.
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	«El progreso, adecuado a...», decía hasta el Informe de la Ponencia del Congreso. La nueva formulación, fruto de la aceptación de una enmienda, contribuye a reforzar el carácter preservado que, en relación con el proceso urbanizador y edificatorio, se atribuye al suelo rural como nota general definitoria del mismo.
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	Y que ello ha de conectarse con la insistencia contenida en la propia Exposición de Motivos, según la cual «todo el suelo rural tiene un valor ambiental digno de ser ponderado» (II.8.º).
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	Intervención de la Ministra de Vivienda, Trujillo Rincón, ante el Pleno del Congreso, Diario de Sesiones, VIII Legislatura, núm. 216, 23 de noviembre de 2006, pág. 10983.
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	 (35) 

	«Cambio de enfoque destacable y prometedor», lo califica el Consejo Superior de Colegios de Arquitectos en su Dictamen sobre el entonces Anteproyecto, sintetizado por EZQUIAGA DOMÍNGUEZ, José María, Revista Práctica Urbanística, LA LEY, núm. 53/2006, págs. 13-19. Análogamente, HERNÁNDEZ PEZZI, Carlos, «El abanico de las políticas de suelo», ibídem, págs. 20-24.
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	Cfr. PORTO REY, Enrique y FRANCHINI, Teresa, Desarrollo urbano sostenible en España, Fundación FIDA, 2005, págs. 17-51.
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	Cfr. intervención del Diputado Sr. Contreras Pérez, por el Grupo Socialista, en el debate de totalidad de 26 de noviembre de 2006, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Pleno, pág. 10996.
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	Análogamente, SSTS de 23 de abril de 1998 y 29 de septiembre de 1998.
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	Tesis que sirve para respaldar, en el caso allí enjuiciado, una sanción por no presentar declaraciones a efectos de la tasa por movimiento de tierras en cantera en Oviedo (Asturias).
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	Cfr. SANTOS DÍEZ, Ricardo, «Técnicas de determinación del aprovechamiento de referencia», en SÁNCHEZ GOYANES-CASTELAO RODRÍGUEZ (Coordinadores), Urbanismo, cit., págs. 223-250; un excelente repaso a la teoría y práctica de este mecanismo y a su diseño en las diversas legislaciones autonómicas actualmente vigentes.
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	Esta doctrina es ya antigua; cfr. STS de 21 de febrero de 1994 y las que ésta cita. Dentro de la doctrina científica, esta cuestión no es pacífica en la actualidad pues existe un sector que mantiene que, desde que el art. 14.1 LS 98 dejó de prever el deber de equidistribución del propietario de suelo urbano consolidado, carecería de cobertura legal posteriormente esta vertiente tradicional de la potestad de planeamiento. Cfr. MERELO ABELA, José Manuel, «Régimen del suelo urbano consolidado», en SÁNCHEZ GOYANES-CASTELAO RODRÍGUEZ (Coordinadores), Urbanismo, cit., págs. 119-138.
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	La STS de 3 de diciembre de 1998, corroborando la doctrina expuesta en el texto —sobre la articulación del régimen de la caducidad en Ordenanza municipal, aplicable incluso retroactivamente a las licencias ya otorgadas (tesis asumida en la STS de 10 de junio de 1997 arriba citada)—, enfatiza que «las licencias por su propia naturaleza son temporales» y que «está en la naturaleza de la licencia el que sea sometida a un plazo de caducidad» (FD 5.º).
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	Análoga a ésta, en cuanto a temática y doctrina sentada, la STS de 14 de enero de 1998.
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	Un caso con cierto paralelismo a éste lo hallamos en la STS de 4 de marzo de 1996, donde se enjuicia la actuación del Ayuntamiento de Amurrio (Vizcaya), al delimitar una unidad de ejecución para dar más terreno a computar en relación a edificio construido en virtud de licencia anulada por exceso de edificabilidad, también para evitar las gravosas consecuencias que le supondría la ejecución de la Sentencia anulatoria; el fallo del alto juzgador es igual de riguroso que el antes examinado.
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	En la doctrina, cfr. BUSTILLO BOLADO, Roberto y CUERNO LLATA, José Ramón, Los convenios urbanísticos entre la Administración y los particulares, 2.ª edición, Aranzadi, 1997. Merecen destacarse también RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María, Los convenios entre Administraciones públicas, Marcial Pons, 1998, págs. 196-247, y MARTÍN HERNÁNDEZ, Paulino, «Los convenios urbanísticos», en SÁNCHEZ GOYANES-CASTELAO RODRÍGUEZ (Coordinadores), Urbanismo, cit., págs. 313-324. Entre las más recientes, véase OCHOA GÓMEZ, Pilar, Los convenios urbanísticos, LA LEY, 2006.
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A la vista del resultado final de la tramitación parlamentaria de la LS 98, surge la cuestión de si supone, como se aventuraba al principio de aquélla, una ruptura conceptual con el sistema legal precedente o sólo una modulación del mismo.

Al comienzo del debate en el Congreso de los Diputados, era patente que, al menos para algún Grupo, el proyecto significaba un giro conceptual y filosófico con relación al derecho de propiedad del suelo y las facultades inherentes al mismo.

Así, para D. Luis Ortiz González, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular:

«Sólo habrá un cambio sustancial en el suelo cuando se cambie esta visión (colectivista) por una de economía de mercado, en la que se acepte que el derecho de propiedad tiene un núcleo de facultades esenciales ineludibles, entre las que se encuentra el derecho a edificar, y la función social se refiera al objeto de la propiedad y no a la estructura del derecho de propiedad» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, VI Legislatura, Sesión Plenaria de 30 de octubre de 1997, núm. 112, pág. 5704).

Y, manifestando su oposición a las enmiendas de totalidad con texto alternativo presentadas por los Grupos Parlamentarios Socialista y de Izquierda Unida, añadía:

«El sueño nacionalizador o municipalizador, decimos nosotros, sigue presente en los textos alternativos que debatimos y se plasma, entre otras cosas, en esa disociación del derecho de propiedad y sus facultades, singularmente en el derecho a edificar y, en definitiva, en la conversión del derecho de propiedad urbana en una concesión más administrativa.

Frente a esto, el texto del proyecto es obvio que suprime la adquisición sucesiva de facultades urbanísticas, que, consiguientemente, reconoce el ius aedificandi como una facultad del dominio, con lo que la licencia tiene el papel que debe tener y, particularmente, en el texto del proyecto se incorpora para el suelo urbanizable la facultad de promover la transformación de ese mismo suelo» (Diario..., cit., pág. 5704).

A este planteamiento, fue precisamente al único extremo de la intervención del Sr. Ortiz González al que dio su asentimiento la Portavoz del Grupo Parlamentario Socialista, D.ª Cristina Narbona Ruiz:

«En primer lugar, de todo lo que ha dicho en su intervención, con lo único que estoy de acuerdo es con el hecho de que tenemos dos modelos de urbanismo y de derecho de la propiedad o de contenidos de derecho de la propiedad [...]» (Diario..., cit., pág. 5706).

Filosóficamente, pues, en el punto de partida del debate estaba extendida la convicción de que se enfrentaban dos modelos de urbanismo y de derecho de propiedad, uno vinculado al sistema legal inmediatamente anterior, aún vigente, y otro rupturista con él.

En cierta forma, el contraste entre dos modelos lo había brindado ya el propio Ministro de Fomento, D. Rafael Arias-Salgado y Montalvo, al hacer la presentación del proyecto:

«El proyecto parte del principio de que las facultades de urbanizar y de edificar son inherentes al mismo, aunque su ejercicio está limitado por la Ley y sometido al cumplimiento de los deberes que ésta imponga, deberes que son fundamentalmente los de cesión y los de urbanización.

Partiendo de este principio, el valor de reposición, que será el valor real, tiene que permitir al expropiado adquirir otro suelo de análogas características.

El Texto Refundido de 1992 partía de un principio distinto: El derecho de propiedad sólo es inicialmente un derecho de propiedad de suelo rústico, sin facultades urbanísticas inherentes, y, por tanto, su valor debe ser el inicial, el que corresponda según las valoraciones catastrales de naturaleza rústica» (Diario..., cit., pág. 5693).

En el debate posterior en la Comisión de Infraestructuras del Congreso se mantuvo la misma perspectiva:

Así, nuevamente el Portavoz del Grupo Popular, Sr. Ortiz González, tuvo ocasión de señalar con gran rigor conceptual:

«[...] El concepto del derecho de propiedad. Para un modelo, los derechos a urbanizar y a la urbanización, a edificar y a la edificación forman parte del contenido esencial del derecho de propiedad y lo que se condiciona al cumplimiento de los deberes urbanísticos es el ejercicio del derecho, y para otro modelo estos derechos no forman parte del contenido esencial del derecho de propiedad, llegando alguna enmienda, por ejemplo la de Izquierda Unida, a calificar el derecho a la urbanización como un bien demanial. Esto tiene consecuencias y corolarios en todos los aspectos de la regulación del suelo, desde el concepto de licencia hasta el concepto de cesión. Para un modelo, la licencia es una autorización administrativa reglada pero de un derecho que preexiste, que forma parte de la titularidad; para otro modelo, la licencia es título atributivo del derecho de propiedad. Y la diferencia es esencial. Lo mismo ocurre en lo que concierne a las cesiones; para un modelo de derecho de propiedad urbanística, la cesión es algo que se hace del propietario al Ayuntamiento o a la Administración por imperativo de la Ley, y, para otro modelo, es justo lo contrario: Se habla del aprovechamiento susceptible de apropiación por la propiedad privada» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisiones, VI Legislatura, Comisión de Infraestructuras, Sesión de 10 de diciembre de 1997, núm. 351, pág. 10.368).

Y más adelante, en la misma Sesión, al contestar a los Portavoces de otros Grupos, volvió a insistir en la dualidad de modelos al tiempo que efectuaba una advertencia relevante:

«El proyecto deroga la línea de la venta forzosa, que estaba indisolublemente unida a la adquisición sucesiva de facultades dominicales, por incumplimiento de plazos en la adquisición de los derechos de urbanizar, de urbanización, de edificar y de edificación. Parece bastante coherente que, si no creemos en esa adquisición sucesiva de facultades porque entendemos que debe imperar otro concepto del derecho de propiedad, no incorporemos las instituciones de la venta forzosa o de la expropiación-sanción [...]» (Diario..., Comisiones, cit., pág. 10.380).
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	La concepción dogmático-jurídica del mismo, en SORIANO GARCÍA, José Eugenio, Hacia la tercera desamortización (Por la reforma de la Ley del Suelo), Marcial Pons/Instituto de Estudios del Libre Comercio, 1995. También tienen interés al respecto NASARRE Y GOICOECHEA, Fernando, «El proyecto de Ley estatal del Suelo y la STC»; y PERALES MADUEÑO, Francisco, «Análisis jurídico del proyecto de Ley sobre Régimen del Suelo y Valoraciones», ambos trabajos publicados en el núm. 4 correspondiente a 1997 de la Revista de Estudios Económicos, dedicado monográficamente a la «Liberalización del Suelo en España (II). La futura Ley del Suelo», respectivamente, págs. 119-128, 159-174, 175-184.
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	Concretamente, es extraordinariamente revelador el trabajo de GALLEGO ANABITARTE, Alfredo, «Régimen urbanístico de la propiedad del suelo. Valoraciones. Expropiación y venta forzosa», Revista de Derecho Urbanístico, núm. 134, 1993. Reflexiones análogas en JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, Francisco Javier, Prólogo al Sistema urbanístico español, obra colectiva de SÁNCHEZ GOYANES, Enrique; CHINCHILLA PEINADO, Juan Antonio; IGLESIAS GONZÁLEZ, Felipe; ORTEGA BERNARDO, Julia, y SEGOVIA ARROYO, José Antonio, coordinada por el primer autor citado, Paraninfo, Madrid, 1993 (2.ª edición, 1994).
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El 28 de septiembre de 2000 celebra sesión el Pleno del Congreso de los Diputados y en ella se debate el proyecto de LMULSI; más exactamente, se debate en torno a una enmienda de totalidad que presenta el Grupo Socialista, con texto alternativo, y que sirve para decantar las posturas de los diversos Grupos Parlamentarios (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Pleno, VII Legislatura, año 2000, núm. 29, Sesión Plenaria núm. 27, jueves 28 de septiembre de 2000, págs. 1287-1295). El Portavoz del Grupo proponente, Sr. Morlán, efectúa una acerada crítica del RDLMULSI, todavía reciente en el tiempo, norma de la que «procede» la Ley a la sazón a debate, y defiende el texto articulado alternativo, que, en realidad, es una disposición básica en materia de régimen del suelo de mucho más alcance y ambición en cuanto a los ámbitos materiales que regula y, obviamente, de un perfil ideológico claramente contrapuesto, al menos en lo conceptual, tanto al RDLMULSI como al proyecto de LMULSI.

El Portavoz en funciones del Grupo Popular para este tema afirmará explícitamente en su intervención final de la sesión, al fundamentar el rechazo al texto alternativo, que éste y el presentado por el Gobierno, responden a «concepciones diferentes sobre lo que debe ser el suelo» (Diario..., núm. 29, pág. 1295). Por su parte, el principal Portavoz del Grupo Popular en esta materia, el Sr. Ortiz González, en el debate final, dos años y medio más tarde, afirmará, enmarcando conceptualmente la polémica suscitada:

«En primer lugar, el modelo. Hay al menos dos modelos distintos de política de suelo: uno liberalizador, al que responde la Ley de 13 de abril de 1998, el decreto-ley que estamos debatiendo como proyecto de ley, y el acuerdo nacional de suelo, y otro, que no dudo en calificar de intervencionista. Después de escuchar a la señora Urán me ratifico todavía más en la condición de intervencionista de las proposiciones de ley del PSOE y, en mayor medida, de Izquierda Unida, que como luego veremos llega a convertir el derecho de propiedad en una concesión administrativa y, para un jurista, la distinción entre la titularidad dominical y una concesión administrativa es esencial porque si al derecho de propiedad urbano se le priva del derecho a la edificabilidad, no es un derecho de propiedad. Esto que quede, jurídicamente al menos, diáfanamente claro, aunque veo, por el gesto de la señora Urán, que políticamente no queda claramente comprendido. En definitiva, este modelo intervencionista es continuación del modelo puesto en vigor por la Ley 8/1990 y el texto refundido de 1992, objeto de la sentencia del Tribunal Constitucional; varapalo jurídico fundamental, como reitero otra vez para satisfacción del señor Morlán. Si recordamos el famoso dicho evangélico de que por sus obras los conoceréis, vale la pena volver a recordar que el precio del suelo subió un 225 por ciento entre 1990 y 1996 —las Leyes citadas— y un 120 por ciento (que es una barbaridad también y hay que reconocerlo, cifra tampoco razonable pero ciertamente menor) entre 1996 y 2001.

Consiguientemente, el modelo intervencionista y su eficacia han sido ensayados, y yo creo que después de los datos que acabo de dar no vale la pena repetirlo.

En segundo lugar, quiero subrayar que la disparidad de modelos a que he hecho referencia hace un instante lleva hasta la concepción misma del derecho de propiedad. Según el modelo intervencionista de las propuestas de redacción del Grupo Socialista y del Grupo de Izquierda Unida, las facultades urbanísticas, derecho a urbanizar, derecho a la urbanización, derecho a edificar y derecho a la edificación, no forman parte del contenido esencial del derecho de propiedad, sino que son concebidas —de aquí la palabra concesión que utiliza sin paliativos el modelo de Izquierda Unida— y otorgadas por planeamiento, pero no tienen realidad preexistente. En la proposición de Izquierda Unida esta concepción llega al extremo de que en el artículo 10 y siguientes se hable, por ejemplo, de la concesión administrativa de edificabilidad, y se dice: La edificabilidad es un bien de dominio público, independiente del derecho de propiedad del suelo. La edificabilidad, en lo no dispuesto en la presente ley, seguirá el régimen jurídico de los bienes de uso y dominio público previstos en la legislación administrativa. Que me perdone la señora Urán, pero esta concepción no está muy distante de la concepción a que respondía la histórica enmienda presentada en el debate constitucional, entre otros por el pintoresco senador Xirinach, que proponía la nacionalización del suelo. Afortunadamente, aquella enmienda no fue aceptada sino, por el contrario, desestimada. No hay que decir que, según el modelo liberalizador, las facultades urbanísticas —artículos 1 y 2 de la Ley de 1998— forman parte inherente del contenido esencial del derecho de propiedad, respecto al cual el planeamiento sólo puede regular su ejercicio pero no crearlo ex novo a través de la fórmula de la concesión administrativa» (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisiones, VII Legislatura, núm. 719, 2003, Sesión núm. 50 de la Comisión de Infraestructuras, 26 de marzo de 2003, págs. 23100-23101).

Tiene interés la referencia que por el Portavoz del Grupo Socialista se efectúa en dicho debate en relación con la virtualidad que aprecia en la figura del «agente urbanizador», alumbrado en la LRAU, para la resolución de muchos de los males que denuncia en el funcionamiento del sistema urbanístico español, en la medida que sirve para explicar el por qué de la interiorización conceptual de esta figura en la LS 07 impulsada por ese mismo Grupo Parlamentario. Merece destacarse, por cierto, en relación con el desenvolvimiento ulterior de aquél y los cuestionamientos jurídicos a que ha debido enfrentarse, la intuición pionera de CORCHERO PÉREZ, Miguel («El agente urbanizador y los sistemas de concesión y de concurrencia: nuevos modos de gestión urbanística», Diario La Ley, núm. 5544, 15 de mayo de 2002, págs. 1-6) y VÁZQUEZ OTEO, Alfonso («Análisis de la adecuación del agente urbanizador a la normativa comunitaria de contratación pública»,Contratación Administrativa Práctica , LA LEY, núm. 16, 2003, págs. 33-60).



	 Ver Texto 




	 (50) 

	Un tratamiento más amplio al respecto puede verse en SÁNCHEZ GOYANES, Enrique, «Reflexiones sobre el desigual estatuto del propietario de suelo urbanizable (después y a pesar de las Medidas Liberalizadoras de 23 de junio de 2000)», en Urbs.net / La Revista, núm. 2, enero 2001 (http//www.urbs.net), y también en «La reforma legal del régimen del suelo urbanizable», en Revista de Administración Local, núm. 1, marzo 2001, Consejería de Justicia, Función Pública y Administración Local, Comunidad de Madrid, especialmente págs. 10-11.
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	Cfr. RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ, Jorge, «¿Puede ser la propiedad un derecho fundamental?: Reflexiones sobre la concepción estatutaria de la propiedad del suelo en relación con el nuevo Derecho europeo», en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Director), Derecho Urbanístico de la Comunidad de Madrid, edición conjunta de El Consultor de los Ayuntamientos (LA LEY) y la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, 2002; y SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, Francisco Julio, «La configuración estatutaria de la propiedad del suelo. Concurrencia competencial para su integración», en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Director), Derecho Urbanístico del Principado de Asturias, edición conjunta de El Consultor de los Ayuntamientos (LA LEY) y la Consejería de Infraestructuras y Política Territorial del Principado de Asturias, 2004.
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	Sobre los pronunciamientos del Parlamento Europeo refractarios al modelo del «agente urbanizador» alumbrado por la hoy extinta LRAU, véase una referencia sinóptica en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Director), Ley de Suelo. Comentario Sistemático del Texto Refundido de 2008, El Consultor y LA LEY, 2009, Comentario al artículo 3, epígrafe 2.
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Este nuevo debate resulta casi inédito para el urbanismo español, hasta ahora parapetado tras la pacífica teoría de la naturaleza estatutaria del derecho de propiedad del suelo, teoría que eventualmente en los próximos años habrá de ser objeto de su confrontación con el Derecho europeo y con la jurisprudencia acuñada en relación con el derecho de propiedad sobre cualquier clase de bienes —al margen de la confrontación específica, ya iniciada procesalmente [Acuerdo de la Comisión Europea de 27 de junio de 2007 sometiendo al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas el examen de la compatibilidad con las Directivas sobre Contratación pública del sistema del «agente urbanizador» de algunas Comunidades españolas —esencialmente, Comunidad Valenciana y Castilla-La Mancha (sobre la cual recaerán también las consecuencias del resultado de tal proceso, dada la similitud de su texto legal con el enjuiciado directamente)—].

Pero este debate que nos seguirá entreteniendo en los próximos tiempos, previsiblemente, tampoco será privativa de este lado del Atlántico. Curiosamente, el azar ha querido que, casi en el tiempo, un debate jurídico-político similar se haya desarrollado en paralelo en los Estados Unidos, con desenlace sólo provisional. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos, en una Resolución de 5 frente a 4 —entre éstos, el Presidente—, dictada el 23 de junio de 2005, ha puesto fin a un litigio que tiene en apariencia, al menos, muchas similitudes con los que han enfrentado a los 15.000 reclamantes ante el Parlamento Europeo contra el agente urbanizador valenciano. El caso «Kelo vs. New London» gira en torno a la privación de propiedad de que son sujetos pasivos, entre otros, los recurrentes, con motivo de la puesta en marcha de un proceso de transformación de suelo en la ciudad de New London, en Connecticut, mediante la intervención de un agente instrumental constituido antes por el Ayuntamiento, la Corporación para el Desarrollo de New London (NLDC). Muy a comienzos del 2000, el Ayuntamiento, en primer lugar, aprobó el Plan para la transformación de los terrenos (del recién cerrado Centro Naval de Fort Trumbull), sobre una superficie de 364.000 m²; en segundo lugar, confirió formalmente la legitimación necesaria al ente citado para la ejecución de dicho Plan. El Plan incluía la posterior implantación sobre los terrenos afectados de usos diversos, residenciales, hoteleros, culturales, comerciales, etc. Un grupo de propietarios se negó a la transmisión amistosa de sus terrenos, con lo cual el agente instrumental del Ayuntamiento obtuvo de éste la autorización para ejercer en su nombre la potestad expropiatoria, el denominado «dominio eminente». Frente al uso de esta potestad, los propietarios perjudicados interpusieron los correspondientes recursos jurisdiccionales que desembocaron, tras cinco años de recorrido por las diversas instancias, en la Resolución del Tribunal Supremo antes referenciada. Lo esencial, a los efectos de esta acotación, es que, enfrentado el juzgador a la cuestión de los límites para el ejercicio de dicha potestad pública, y, por ende, los límites hasta los cuales cabe entender que hay una finalidad «pública» suficiente que legitima aquel ejercicio, considera que en el caso enjuiciado tales límites no se han traspasado, ya que el «desarrollo económico» es uno de los fines que pueden subsumirse en el concepto de «uso público» recogido en la Quinta Enmienda de la Constitución como legitimador del ejercicio de la potestad controvertida.

Naturalmente, el debate no se ha zanjado de modo definitivo, tanto porque la composición del Tribunal Supremo se ha modificado con posterioridad a ese fallo —con lo cual, es verosímil la hipótesis de una reconducción jurisprudencial de la cuestión a la primera oportunidad que se presente—, cuanto porque se ha abierto un amplio debate jurídico-social que, entre otros extremos, puede conducir a una reelaboración de la Quinta Enmienda con la finalidad de proscribir interpretaciones que permitan la utilización del procedimiento expropiatorio cuando ello redunde en beneficio de particulares, aunque sea como efecto secundario.

De hecho, en paralelo con el intenso debate social provocado en los Estados Unidos por el caso descrito, se ha ido expandiendo por su territorio una ola de resoluciones de distinta naturaleza jurídica que persiguen esa misma finalidad en el ámbito de las respectivas jurisdicciones a que alcancen. Sólo durante 2005, treinta y un Estados aprobaron resoluciones en este sentido. Y, en 2006, coincidiendo con los comicios del «Mid-term» —de los que se ha derivado una ajustada mayoría demócrata en el Congreso—, han ganado ocho de las once iniciativas populares que, en otros tantos Estados, promovían similares objetivos: circunscribir el recurso a esta técnica de privación coactiva de la propiedad privada a un uso exclusivamente público, excluyéndose de éste el genérico concepto del «interés social», según lo conoce la terminología de nuestro Derecho propio. De este modo, se puede decir que una interpretación expansiva del uso de esta técnica como la que resultaba amparada a partir de la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de junio de 2005 ha sido bloqueada mediante los mecanismos señalados en la mayor parte del territorio estadounidense.

En ese contexto, destaca la iniciativa, igualmente fruto de la aprobación (por un 61%) en referéndum —2 de noviembre de 2004—, de la conocida como Measure 37 del Estado de Oregón, que, yendo mucho más allá que las otras aunque en la misma dirección, reconoce el derecho de todo propietario de suelo a recibir una justa compensación cuando la regulación del suelo —posterior a la adquisición por él del mismo— restrinja su uso o reduzca su valor de mercado. Como a nadie se le escapa, esto puede implicar el riesgo de pulverizar la técnica de la planificación urbanística, tan necesaria en el engranaje de una maquinaria garante de un urbanismo sostenible. [Véanse los trabajos pioneros de LAGO NÚÑEZ, Guillermo, «(El caso) Kelo y el agente urbanizador», Revista Práctica Urbanística, LA LEY, mayo, 2006; y «El impacto de la Measure 37 (del Estado de Oregón) en la regulación del suelo de los Estados Unidos o el fin de la planificación urbanística», Revista Práctica Urbanística, LA LEY, mayo, 2007. El autor deja constancia de su agradecimiento a aquél por haberle facilitado una versión preliminar de ambos trabajos y haberle permitido intercambiar impresiones al respecto, beneficiándose del amplio conocimiento de la realidad estadounidense adquirido in situ por aquel joven administrativista.]

Sea como fuere, lo indudable es que el debate sobre la propiedad del suelo y la legitimidad de los límites impuestos por el poder público a la misma está abierto hoy en el Derecho occidental, tanto a un lado como a otro del Atlántico, y seguirá suministrando elementos para la reflexión en los próximos tiempos.
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I.  LAS SITUACIONES BÁSICAS DEL SUELO SEGÚN LA NUEVA LEGISLACIÓN ESTATAL Y LAS TÉCNICAS DE CLASIFICACIÓN Y CATEGORIZACIÓN DEL SUELO

Aun cuando el Tribunal Constitucional en la Sentencia 164/2001, sobre la Ley 6/1998, confirmó la competencia estatal, derivada del art. 149.1.1 de la Constitución, para regular la clasificación tripartita del suelo (dado su carácter instrumental para la regulación de las condiciones básicas de ejercicio del derecho de propiedad urbana), fijar los criterios de clasificación (argumentando que, de otro modo, la clasificación tripartita «quedaría privada de su eficacia igualadora») e incluso para establecer categorías dentro del suelo urbano (pues sirve, exclusivamente, para definir las facultades y deberes urbanísticos de los propietarios), la nueva legislación estatal en la materia, constituida hoy por el Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio (en adelante, TRLS), prescinde de estas técnicas por no resultar imprescindibles para el cumplimiento de sus fines. Ya en su Preámbulo se señala:

«Con independencia de las ventajas que pueda tener la técnica de la clasificación y categorización del suelo por el planeamiento, lo cierto es que es una técnica urbanística, por lo que no le corresponde a este legislador juzgar su oportunidad. Además, no es necesaria para fijar los criterios legales de valoración del suelo. Más aún, desde esta concreta perspectiva, que compete plenamente al legislador estatal, la clasificación ha contribuido históricamente a la inflación de los valores del suelo, incorporando expectativas de revalorización mucho antes de que se realizaran las operaciones necesarias para materializar las determinaciones urbanísticas de los poderes públicos y, por ende, ha fomentado también las prácticas especulativas, contra las que debemos luchar por imperativo constitucional».


El abandono de las técnicas de la clasificación y de la categorización (a pesar de algunas referencias a ellas, como después se verá) se sustituye en la legislación estatal básica, aunque no con alcance coincidente, por la regulación, a efectos esencialmente de valoración, de las denominadas «situaciones básicas del suelo», que se reducen a dos: «situación de suelo rural» y «situación de suelo urbanizado». Ahora bien, la nueva Ley estatal, aunque formalmente ignore la clasificación del suelo, parece presuponerla o, cuando menos, permite establecer una relación de equivalencias entre las clases y categorías tradicionales y hoy recogidas en los textos autonómicos y las situaciones básicas que establece y regula.

En cualquier caso convendrá insistir en que sobre los aspectos relativos a la posibilidad de incorporación al proceso urbanizador y edificatorio (o de reforma o reurbanización) de los terrenos, exigencias de planeamiento y régimen de derechos y deberes de sus propietarios, en desarrollo de los de carácter básico que regula la TRLS, seguirán desplegando plena eficacia las clases y categorías de suelo que el planeamiento, en el marco de la legislación urbanística autonómica, establezca. Ocurre sólo que a los efectos de la nueva Ley, señaladamente a los de valoración, que constituye la principal materia competencia del Estado, lo determinante será la situación básica del suelo, es decir, su consideración como suelo rural o suelo urbanizado, prescindiéndose de la clasificación y categorización atribuida por el planeamiento (mientras estas técnicas sigan vigentes en la legislación autonómica, pues nada impide que la potestad de ordenación urbanística se ejercite de otra forma).

Prescribe el art. 12 TRLS:


«1. Todo el suelo se encuentra, a los efectos de esta Ley, en una de las situaciones básicas de suelo rural o de suelo urbanizado.

2. Está en la situación de suelo rural:

a) En todo caso, el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, que deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación de protección del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquellos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística».



Aunque la redacción es mejorable (decir que la ordenación territorial y urbanística deberá incluir como preservado de su transformación los terrenos que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística no es, ciertamente, un modelo de técnica legislativa), parece claro que aquí está contenido el suelo no urbanizable, en sus diversas categorías, es decir, tanto el protegido por motivos externos (aplicación de la legislación sectorial protectora o planeamiento territorial), como el preservado por la propia ordenación urbanística, en virtud de los valores concurrentes en ellos, y el excluido del proceso de transformación por esta ordenación por motivos distintos de los expresados (que, lógicamente, se reconducirán a los supuestos de terrenos con características físicas inadecuadas para su urbanización o que resulten incompatibles con el modelo territorial adoptado por dicha ordenación).

Añade el art. 12, como otro supuesto de suelo en situación de rural:

«b) El suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbanización, y cualquier otro que no reúna los requisitos a que se refiere el apartado siguiente».


Aquí estaría aludido, claramente, el suelo urbanizable en sus diversas categorías, hasta que la urbanización estuviera concluida, e incluso el suelo urbano que no pueda considerarse en situación de urbanizado, lo que ocurrirá en todos aquellos supuestos de suelo urbano no consolidado según la legislación autonómica que hubieran merecido la clasificación de suelo urbano no por grado de urbanización, sino por consolidación de la edificación, de conformidad con la previsión contenida a este respecto por el art. 8.a) de la Ley 6/1998.

Continúa el art. 12 TRLS:

«3. Se encuentra en la situación de suelo urbanizado el integrado de forma legal y efectiva en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población».


Precisa la Ley qué debe entenderse por esta integración real y efectiva en la mencionada red:

«Se entenderá que así ocurre cuando las parcelas, estén o no edificadas, cuenten con las dotaciones y los servicios requeridos por la legislación urbanística o puedan llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión de las parcelas a las instalaciones ya en funcionamiento».


Queda por resolver qué ocurre con las situaciones irregulares pero ya prescritas, es decir, cuando la integración efectiva en la red de dotaciones y servicios se hubiera producido al margen de los procedimientos legalmente previstos, pero ya no puedan actuarse los mecanismos de restablecimiento de la legalidad urbanística por el transcurso del plazo establecido al efecto.

El Tribunal Supremo ha declarado en múltiples ocasiones en relación con el carácter reglado del suelo urbano que salvo que proceda aún adoptar medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística, la clasificación del suelo irregularmente urbanizado como suelo urbano se impone. Se podría argumentar que en estos casos el suelo sería urbano a afectos de la legislación urbanística en sentido estricto, pero habría que considerarlo en situación de suelo rural a efectos de la TRLS y concretamente a efectos de valoraciones, pero esto resulta muy forzado y contradictorio con las posibilidades de actuación (edificación) que según la normativa urbanística podrían materializarse sobre dicho suelo urbano.

Dicha doctrina jurisprudencial se encuentra, por ejemplo, en la Sentencia de 23 noviembre 2004 (que reproduce la doctrina sentada en las anteriores Sentencias de 17 de noviembre de 2003 y 27 de abril 2004):

«De una jurisprudencia reiterada, plasmada a título de ejemplo en las sentencias de 3-1-1997, 6- 5-1997, 23-3-1998 , 3-3-1999, 28-12-1999 26-1-2000, 3-5-2000, 1-6-2000 , 20-11-2000, 20-12-2000, 4- 7-2001, 27-7-2001, 27-12-2001, 17-4-2002, ó 25-7-2002, y dictada en interpretación de los artículos 78 a) del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976, 10 a) del Texto Refundido de 1992, 8 a) de la Ley 6/1998 y 21 a) y b) del Reglamento de Planeamiento, así como del tenor de otros preceptos, como son los artículos 184 a 187 y 225 de aquel Texto de 1976, pueden extraerse un conjunto de afirmaciones susceptibles de ser condensadas en estos términos: las facultades discrecionales que como regla general han de reconocerse al planificador para clasificar el suelo en la forma que estime más conveniente, tienen su límite en el suelo urbano, pues necesariamente ha de reconocerse esa categoría a los terrenos que hallándose en la malla urbana, por haber llegado a ellos la acción urbanizadora, dispongan de servicios urbanísticos (acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica) con las características adecuadas para servir a la edificación que sobre ellos exista o se haya de construir, o se hallen comprendidos en áreas consolidadas por la edificación, salvo que la existencia de tales servicios o la consolidación de la edificación hayan tenido su origen en infracciones urbanísticas y aun le sea posible a la Administración imponer las medidas de restauración del orden urbanístico infringido».


La situación de suelo urbanizado se corresponde, en general, con el suelo urbano consolidado y con el suelo urbano no consolidado que lo sea, pese a estar urbanizado, por sujetarse a reforma o renovación urbana, según resulta del art. 14.1.a).2 TRLS, pero también, en ocasiones, con el suelo urbano no consolidado que reciba tal categorización no por circunstancias relacionadas con la urbanización, sino con el incremento de edificabilidad por sí misma. Sería el caso, por ejemplo, del Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, cuyo art. 45.3 dispone que se clasificarán como suelo urbano no consolidado por la edificación y la urbanización, entre otros supuestos, los terrenos, incluso completamente urbanizados, cuando el planeamiento les atribuya un aprovechamiento objetivo superior al que corresponde a la edificabilidad preexistente lícitamente realizada, resolviendo la Ley, mediante la atribución de una edificabilidad teórica, los casos de ausencia de edificación preexistente.

Como resumen de lo expuesto pueden establecerse estas correspondencias:

A) Suelo en situación rural

Se integra por los terrenos que, según el planeamiento urbanístico o en aplicación directa de la legislación urbanística, tengan las siguientes clasificaciones y estén en las situaciones que a continuación se describen:


	
a) No urbanizable o rústico en sus diversas categorías: en todo caso. 

	
b) Urbanizable, en todas sus categorías: hasta que esté concluida la urbanización. 

	
c) Urbano, cuando no pueda considerarse en situación de urbanizado de conformidad con lo dispuesto por el art. 12 de la propia Ley. 



B) Suelo en situación de «urbanizado»

Se integra por los terrenos que cuenta con los requisitos de urbanización a que se refiere el art. 12 citado, por remisión a la legislación urbanística.

Debe señalarse, finalmente, que aunque la nueva Ley prescinda, en general, de las técnicas de la clasificación y categorización del suelo, en diversos artículos se utilizan la expresión «clasificación» y «categoría de suelo».

En efecto, la «clasificación» es mencionada por el TRLS en la regulación de la facultad básica de uso, disfrute y explotación de los terrenos (art. 8.1). Y también en relación con los deberes y cargas de los propietarios aludía la Ley 8/2007 a la clasificación (art. 9.1). Esta última alusión, sin embargo, ha desaparecido en el TRLS.

En cuanto a la expresión «categoría de suelo», en el art. 16.1.b), en relación con el porcentaje de la edificabilidad media ponderada (aprovechamiento) que corresponda a la Administración actuante (como norma general, entre el 5 y el 15%, a concretar por la legislación de ordenación territorial y urbanística), se dispone:

«La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo».


La referencia a «categoría de suelo» obliga a calcular el valor medio de las actuaciones o ámbitos delimitados en suelo urbanizable sectorizado o delimitado y en suelo urbano no consolidado.

La segunda utilización de la expresión por la TRLS es la que se hace en la Disposición Transitoria Primera, para establecer el régimen de aplicación de la reserva para vivienda de protección pública cuando la legislación sobre ordenación territorial y urbanística no se hubiera adaptado a aquella Ley en el plazo máximo de un año desde su entrada en vigor (y siempre, claro está, que la reserva autonómica para este destino no fuera superior a la estatal). Este régimen de aplicación transitoria de la reserva implica determinadas «precisiones», y entre ellas, ésta:

«b) Los instrumentos de ordenación podrán compensar motivadamente minoraciones del porcentaje en las actuaciones de nueva urbanización no dirigidas a atender la demanda de primera residencia prevista por ellos con incrementos en otras de la misma categoría de suelo».


Se regula aquí una distribución no homogénea de la reserva para vivienda de protección pública que debe establecerse para el conjunto de las actuaciones de nueva urbanización previstas en cada categoría de suelo, compensándose las minoraciones de unos ámbitos con incrementos en otros, de suerte que quede garantizado el cumplimiento íntegro de la reserva en relación con cada categoría de suelo.

II.  LA CLASIFICACIÓN Y CATEGORIZACIÓN DEL SUELO URBANO EN LA LEGISLACIÓN AUTONÓMICA URBANÍSTICA

1.  Clasificación del suelo urbano

El art. 25 del Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña, aprobado por Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio (en adelante, TRLUC), dispone:


«Los planes de ordenación urbanística municipal clasifican todo el suelo del territorio correspondiente en:

a) Suelo urbano.

b) Suelo no urbanizable.

c) Suelo urbanizable».



Los criterios definitorios del suelo urbano los establece el art. 26 al disponer:


«Constituyen el suelo urbano:

a) Los terrenos que el planeamiento urbanístico incluye de manera expresa en esta clase de suelo porque, habiendo sido sometidos al proceso de integración en el tejido urbano, tienen todos los servicios urbanísticos básicos o bien son comprendidos en áreas consolidadas por la edificación de al menos dos terceras partes de su superficie edificable. El simple hecho que el terreno confronte con carreteras y vías de conexión interlocal y con vías que delimitan el suelo urbano no comporta que el terreno tenga la condición de suelo urbano

b) Los terrenos que, en ejecución del planeamiento urbanístico, alcanzan el grado de urbanización que éste determina».



Queda claro en el texto autonómico que las carreteras y vías de conexión interlocal y las que delimitan el suelo urbano no podrán considerarse a efectos de cumplimiento del requisito de conectividad con la red viaria básica municipal, como inmediatamente se verá.

La sumisión al proceso de integración en el tejido urbano constituye un requisito de alcance equivalente, aunque con distinta redacción, al de inserción en la trama urbana destacado reiteradamente por la jurisprudencia.

Son servicios urbanísticos básicos, según el art. 27:


«a) La red viaria que tenga un nivel de consolidación suficiente para permitir la conectividad con la trama viaria básica municipal.

b) Las redes de abastecimiento de agua y de saneamiento.

c) El suministro de energía eléctrica».



Pero no basta con la existencia de estos servicios, pues se precisa su suficiencia, al disponer el núm. 2 del propio artículo que han de ser adecuados para el uso del suelo previsto en el planeamiento urbanístico que atribuye tal clasificación.

En cualquier caso, la adquisición de la clasificación de suelo urbano en virtud de la ejecución del planeamiento requiere el cumplimiento de las concretas normas de urbanización que dicho planeamiento establezca.

En caso de ausencia de planeamiento general, según la Disposición Transitoria Cuarta, el suelo se clasifica en suelo urbano y no urbanizable, integrando el suelo urbano «los núcleos de población existentes que tienen los servicios urbanísticos básicos» definidos por el art. 26.1 o que se integran en áreas consolidadas por la «edificación de al menos dos terceras partes de su superficie edificable». Para este supuesto, la Disposición Transitoria citada establece que las nuevas edificaciones no pueden tener más de tres plantas ni superar en altura el promedio de la de las edificaciones vecinas, sin perjuicio de otras limitaciones que sean aplicables.

El art. 28 del TRLUC suministra, a estos efectos, el concepto de núcleo de población:

«Se entiende por núcleo de población, a los efectos de esta Ley, una concentración aislada de población, con usos urbanos, dentro de un municipio, que requiere la existencia de servicios urbanísticos y asistenciales».


2.  Categorización del suelo urbano

A)  Suelo urbano consolidado

Según el art. 30 del TRLUC:


«Constituyen el suelo urbano consolidado:

Los terrenos que tienen la condición de solar, de acuerdo con el art. 29.

b) Los terrenos a los cuales sólo falta, para alcanzar la condición de solar, señalar las alineaciones o las rasantes, o bien completar o acabar la urbanización en los términos señalados por el art. 29.a, tanto si han sido incluidos a tal fin en un polígono de actuación urbanística o en sector sujeto a un plan de mejora urbana como si no han sido incluidos».



El concepto de solar que suministra el art. 29 es el siguiente:


«Tienen la consideración de solar, a los efectos de esta Ley, los terrenos clasificados como suelo urbano que sean aptos para la edificación, según su calificación urbanística, y que cumplan los requisitos siguientes:

a) Que estén urbanizados de acuerdo con las determinaciones establecidas por el planeamiento urbanístico o, en todo caso, si éste no las especifica, que dispongan de los servicios urbanísticos básicos señalados por el art. 27.1 y confronten con una vía que cuente con alumbrado público y esté íntegramente pavimentada, incluida la zona de paso peatonal.

b) Que tengan señaladas alineaciones y rasantes, si el planeamiento urbanístico las define.

c) Que sean susceptibles de licencia inmediata porque no han sido incluidos en un sector sujeto a un plan de mejora urbana ni en un polígono de actuación urbanística pendientes de desarrollo.

d) Que, para edificarlos, no deban ceder terrenos para destinarlos a calles o a vías de cara a regularizar alineaciones o en completar la red viaria».



Queda claro, por tanto, en el texto legal autonómico, que un suelo urbano consolidado puede quedar sin la ordenación ultimada desde el planeamiento general (por incluirse en el ámbito de un plan de mejora urbana), así como incluido en un polígono de actuación. A tal efecto debe tenerse en cuenta que el art. 68 diferencia entre los planes de mejora urbana con la exclusiva finalidad de completar o acabar la ordenación y regular la composición volumétrica y de fachadas (precisamente para el suelo urbano consolidado) y los restantes planes de mejora urbana, éstos sólo para el suelo urbano no consolidado, que tienen objetos más amplios: «completar el tejido urbano o bien de cumplir operaciones de rehabilitación, de reforma interior, de remodelación urbana, de transformación de usos, de reurbanización, de ordenación del subsuelo o de saneamiento de poblaciones y otros de similares».

B)  Suelo urbano no consolidado

Según el art. 31 TRLUC:


«1. Tiene la condición de suelo urbano no consolidado el suelo urbano otro que el consolidado.

2. El suelo urbano consolidado deviene no consolidado cuando el planeamiento urbanístico general le somete a actuaciones de transformación urbanística incorporándolo a sectores sujetos a un plan de mejora urbana o a polígonos de actuación urbanística, o cuando deja de cumplir las condiciones de las letras b y d del art. 29 como consecuencia de la nueva ordenación».



El Decreto 305/2006, aprobatorio del Reglamento de la Ley de Urbanismo (en adelante, RU), precisa en el art. 31.2 que tienen la condición de suelo urbano no consolidado, aparte de los terrenos sujetos a un plan de mejora urbana o en polígonos de actuación urbanística que tengan por objeto actuaciones distintas a las de completar o acabar la urbanización, los terrenos «que están destinados en parte a vialidad objeto de cesión obligatoria y gratuita por el hecho que esta cesión es necesaria para que el resto del suelo adquiera la condición de solar y se pueda construir de acuerdo con las determinaciones del planeamiento urbanístico general».

Interesa retener que un suelo urbano consolidado deviene no consolidado no sólo cuando se sujeta a transformación urbanística incluyéndolo el planeamiento general en sector sujeto a plan de reforma urbana o polígono de actuación, sino también cuando, como consecuencia de la nueva ordenación, deja de cumplir las condiciones establecidas en los apartados b) y c) del art. 29 TRLUC, es decir, cuando carezca de alineaciones y rasantes o cuando, para edificarlos, se precise ceder terrenos para viario, bien para regularizar alineaciones, bien para completar la red viaria.

3.  Correspondencia entre clases y categorías de suelo y situaciones básicas del mismo en el TRLUC

La nueva Disposición Adicional Decimoquinta del TRLUC establece esta correspondencia:


«A efectos de la aplicación de la Ley estatal 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, y también con la finalidad de determinar las actuaciones de transformación urbanística de que son susceptibles los terrenos, como también los derechos y los deberes de sus titulares, se entiende que:

[...]

2. Se encuentran en la situación básica de suelo urbanizado, en todo caso:

a) Los terrenos clasificados por el planeamiento urbanístico general como suelo urbano consolidado que reúnan los requisitos que establece el art. 30 de la Ley de urbanismo o que tienen esta condición de acuerdo con la disposición transitoria cuarta.1 de la Ley de urbanismo por reunir los servicios urbanísticos básicos que establece el art. 27.1 de la Ley de urbanismo.

b) Los terrenos clasificados por el planeamiento urbanístico general como suelo urbano no consolidado que reúnan los servicios urbanísticos básicos que establece el art. 27.1 de la Ley de urbanismo, y también los terrenos que tienen la condición de suelo urbano no consolidado en virtud de la disposición transitoria primera.1 de la Ley de urbanismo o de acuerdo con la disposición transitoria cuarta.1 de la Ley de urbanismo, por reunir los mencionados servicios urbanísticos básicos».



III.  LA ORDENACIÓN DEL SUELO URBANO CONSOLIDADO

Los planes de ordenación urbanística municipal, aparte de las determinaciones generales aplicables a todas las clases de suelo (art. 58.1), han de contener otras específicas para cada clase e incluso categoría de suelo. Según el art. 58.2, los planes de ordenación urbanística municipal, en suelo urbano:


«a) Aplican las técnicas de calificación o zonificación del suelo y de reserva o afectación de éste para sistemas urbanísticos generales y locales, respetando siempre la proporción adecuada a las necesidades de la población.

b) Asignan usos detallados para cada zona.

c) Regulan los parámetros y los criterios de armonización formal y compositiva de las edificaciones.

d) Determinan qué valores arquitectónicos, arqueológicos, paisajísticos y medioambientales deben ser protegidos.

e) Regulan el uso del subsuelo, de acuerdo con el art. 39, para hacer factibles la prestación de los servicios y la implantación de las infraestructuras necesarias para la colectividad, respetando siempre los aprovechamientos privados que sean compatibles».



Pero para el suelo urbano consolidado (objeto de este capítulo) y no consolidado no sujeto a un plan de mejora urbana lo relevante es que la ordenación urbanística queda, en principio, ultimada desde el plan de ordenación urbanística municipal, por cuanto, según el núm. 3 del propio artículo, debe:


	
— Fijar los parámetros urbanísticos necesarios para el otorgamiento de licencias de edificación. 

	
— Señalar las alineaciones. 

	
— Prever una ordenación de volúmenes con carácter obligatorio o diversas alternativas. En este último supuesto, el plan puede especificar gráficamente dichas alternativas, o bien concretar los parámetros de la edificación que, sin alterar el aprovechamiento urbanístico de la zona o de la manzana, admiten variación. 



El núm. 4 del mismo art. 58, referido ya exclusivamente al suelo urbano consolidado, dispone que el plan de ordenación urbanística municipal precisará las rasantes y las características y el trazado de las obras de urbanización, y el núm. 6, también referido sólo al suelo urbano consolidado, exige el establecimiento de los elementos de urbanización que es preciso completar o acabar para que los terrenos adquieran la condición de solar.

En relación con la ultimación de la ordenación debe tenerse en cuenta, sin embargo, como ya se anticipó, que el art. 68, que regula los planes de mejora urbana, expresamente asigna a esta figura, entre otras, la finalidad siguiente: «En el suelo urbano consolidado, completar o terminar la urbanización, en los términos señalados en la letra b) del artículo 30, y regular la composición volumétrica y de fachadas». En correspondencia con ello, el art. 110.4 dispone: «En suelo urbano, es suficiente, para la ejecución urbanística, la aprobación del planeamiento urbanístico general, si éste contiene su ordenación detallada; de no ser así, es necesario haber aprobado un plan de mejora urbana».

También deben ser mencionados, por su eventual aplicación en la categoría de suelo que se estudia, los planes de mejora urbana que tengan por objetivo la ordenación específica del subsuelo para ámbitos determinados, que, entre otros aspectos, han de regular la posibilidad de aprovechamiento privado y, el mantenimiento o no, en todo o en parte, del aprovechamiento privado preexistente.

Los planes de mejora urbana que tengan por objetivo el cumplimiento de operaciones de mejora urbana no contenidas en el planeamiento urbanístico general requieren la modificación de éste, previa o simultáneamente, a excepción de los supuestos en que no se alteren ni los usos principales, ni los aprovechamientos y las cargas urbanísticas, ni la estructura fundamental del planeamiento urbanístico general.

Todavía ha de hacerse una referencia a los programas de actuación urbanística municipal, por cuanto pueden incidir sobre la categoría de suelo urbano consolidado, al ser la expresión de las políticas municipales de suelo y vivienda y contener las previsiones y compromisos asumidos para el desarrollo de los planes de ordenación urbanística municipal correspondientes por lo que se refiere, entre otros aspectos, a la reforma y la mejora urbanas (art. 60.1), pudiendo prever todas o alguna de las figuras del planeamiento urbanístico derivado a que se refiere el correspondiente plan de ordenación urbanística municipal (art. 60.4) e incluir sistemas urbanísticos generales en el ámbito de los planes de mejora urbana o polígonos de actuación urbanística (art. 60.7). Los programas de actuación urbanística municipal deben establecer plazos para la ejecución de las obras de urbanización y pueden fijar plazos para la edificación de los solares (art. 60.9).

IV.  DERECHOS Y DEBERES DE LOS PROPIETARIOS DE SUELO URBANO CONSOLIDADO

1.  TRLS

Con carácter previo debe señalarse que el régimen básico del suelo urbano consolidado bajo la legislación anterior (Ley 6/1998) quedó bien precisado por las Sentencias 164/2001 y 54/2002 del Tribunal Constitucional recaídas sobre dicha Ley y sobre la Ley autonómica vasca 11/1998.

La primera de ellas, en relación con la existencia o no de deberes de cesión para dotaciones en la categoría de suelo que nos ocupa, contiene los siguientes pronunciamientos:


— «[...] es claro que de esa Disposición Transitoria (se refiere a la Cuarta) deriva la inexistencia sobrevenida de deberes de cesión en suelo urbano consolidado, frente al no consolidado. Pero sí, como hemos razonado más arriba, el distinto régimen del suelo urbano consolidado y no consolidado es conforme con la CE, ningún reproche cabe formular a la Disposición Transitoria que dispone la inmediata aplicación de ese nuevo régimen patrimonial diferencial».

— «En coherencia con lo que afirmamos en el fundamento jurídico anterior (y por referencia al impugnado artículo 13 LRSV) la inexistencia de deberes de cesión de suelo (en el urbano consolidado) no constituye discriminación alguna entre personas y por circunstancias subjetivas, que es lo prohibido por la artículo 14 CE».

— «Alegan los Diputados recurrentes que la inexistencia de deberes de cesión de suelo en el urbano consolidado supone la imposición de un concreto modelo urbanístico, lo que excedería de la competencia estatal ex artículo 149.1.1 CE e invadiría las competencias urbanísticas de Comunidades Autónomas. Para enjuiciar este motivo de impugnación debemos recordar, antes que nada, que los criterios de distinción entre suelo urbano consolidado y no consolidado los establece —en los límites de la realidad— cada Comunidad Autónoma. En consecuencia, será cada Comunidad Autónoma al fijar los criterios de consolidación por urbanización, quien determina también qué suelo urbano soporta deberes de cesión y cuál no [...] En segundo lugar, la inexistencia de deberes de cesión de suelo (en el urbano consolidado) no supone, como afirman los recurrentes, una opción estatal por la expropiación forzosa como instrumento de obtención de suelo dotacional. El artículo 14.1 LRSV se limita a definir el contenido de la propiedad urbana (en suelo consolidado)».



Se había de concluir, por tanto, en la inexistencia de deberes de cesión de suelo dotacional en suelo consolidado bajo la normativa anterior.

En cuanto a la posibilidad de que la legislación autonómica impusiera la participación de la Administración en los aprovechamientos lucrativos (hasta un 10%) en actuaciones asistemáticas, la cuestión no quedaba totalmente resuelta en la Sentencia que se comenta, pero, en todo caso, las dudas se disiparon tras la Sentencia 54/2002 del mismo Tribunal antes citada, por cuanto, en relación con la norma autonómica objeto del recurso que imponía en todo el suelo urbano la cesión del 10% del aprovechamiento lucrativo, la anula por entender que la Ley básica estatal 6/1998 (cuya constitucionalidad en este aspecto reafirma) impide el establecimiento de tal cesión por la legislación autonómica. Declara, en efecto, esta Sentencia:


— «El art. 14.1 LRSV no incluye deber alguno de cesión de aprovechamiento urbanístico, a diferencia del art. 14.2 c) LRSV, donde se impone a los propietarios de suelo urbano “no consolidado por la urbanización” un deber de cesión de —como máximo— el suelo correspondiente al 10 por 100 del aprovechamiento urbanístico del correspondiente ámbito. La diferencia de régimen entre el suelo urbano “consolidado” y el “no consolidado” se traslada también a las normas sobre valoraciones expropiatorias del art. 28 LRSV».

— «En cambio, el art. 14.1 LRSV se limita a establecer, como deberes específicos de los propietarios de terrenos en suelo urbano “consolidado”, el de completar a su costa la urbanización hasta que alcancen la condición de solar y el de edificarlos en los plazos establecidos por el planeamiento. Ello implica, como se razonó en el FJ 20 de la STC 164/2001 que, conforme a dicha norma, los propietarios de suelo urbano “consolidado” no soportan (a diferencia de los propietarios de suelo urbano “no consolidado”) deberes de cesión de aprovechamiento urbanístico, ni siquiera en solares o terrenos ya edificados pero sujetos a obras de rehabilitación”».

— «Tenemos, así, que la norma de “condiciones básicas” del art. 14.1 LRSV, dentro del amplio margen de configuración de que dispone el Estado y en línea con las determinaciones expresas de sus antecedentes normativos, determina que todos los propietarios de suelo urbano “consolidado” de España patrimonializan el 100 por 100 del aprovechamiento urbanístico correspondiente a cada parcela o solar».

— «En este sentido, la exclusión de toda cesión obligatoria de aprovechamiento urbanístico en el suelo urbano “consolidado” no admite modalización alguna de origen autonómico».



El nuevo texto estatal, como se ha señalado, no establece clases y categorías de suelo, razón que explica que en la regulación de los derechos y deberes de los propietarios se prescinda de estas técnicas (aunque se haga alguna alusión a ellas), refiriéndose los arts. 8 y 9, respectivamente, a las facultades y deberes que integran el contenido del derecho de propiedad del suelo, sin mayores especificaciones, si bien un examen de estos derechos y deberes permitirá determinar su específico ámbito de aplicación.

El art. 8.1, en relación con la facultad básica de uso, disfrute y explotación de los terrenos, añade, como no podía ser de otro modo, «conforme al estado, clasificación, características objetivas y destino que tenga en cada momento, de acuerdo con la legislación aplicable por razón de las características y situación del bien».

De entre las facultades específicas que integran la genérica antes señalada de uso, disfrute y explotación de los terrenos, es la contenida en la letra b) del art. 8.1 la que debe ser traída aquí en relación con el suelo urbano consolidado que nos ocupa:

«Edificar sobre unidad apta para ello en los términos dispuestos en la letra c) del artículo 6, cuando la ordenación territorial y urbanística atribuya a aquella edificabilidad para uso o usos determinados y se cumplan los demás requisitos y condiciones establecidos para edificar».


En cuanto a los deberes o cargas que se vinculan al contenido del derecho de propiedad, el art. 9.1 destaca los siguientes:


	
— Destino del suelo a usos que no sean incompatibles con la ordenación territorial y urbanística. 

	
— Conservación en las condiciones legales para servir de soporte a dichos usos y, en todo caso, en las de seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato legalmente exigibles. 

	
— Realización de los trabajos de mejora y rehabilitación hasta donde alcance el deber legal de conservación. 



Añade el propio art. 9.1:

«En el suelo urbanizado a los efectos de esta Ley que tenga atribuida edificabilidad, el deber de uso supone el de edificar en los plazos establecidos en la normativa aplicable».


La edificación, es, por tanto, simultáneamente un derecho y un deber del propietario de suelo urbanizado.

Aunque el nuevo texto estatal no contemple expresamente las actuaciones complementarias de urbanización (se regulan las actuaciones de urbanización «sistemáticas» y las actuaciones de dotación), hay que entenderlas incluidas en el cumplimiento de los «requisitos y condiciones establecidos para edificar» a que se refiere el art. 8.1.b).

En cuanto al aprovechamiento correspondiente a los propietarios de suelo urbano consolidado, debe diferenciarse entre los supuestos de incremento o no de aprovechamiento, pues en el primer caso (mayor edificabilidad o densidad o nuevos usos que determinen, para mantener la necesaria proporción, un incremento de dotaciones públicas), la Ley prevé que habrá de entregarse a la Administración competente el porcentaje que, de conformidad con el art. 16, resulte en cada caso aplicable, bien que referido sólo al incremento de la edificabilidad media ponderada atribuida a los terrenos incluidos en la actuación de dotación. Ocurre sólo que, como ya se indicó, este supuesto se configura en diversas Leyes autonómicas precisamente como de suelo urbano no consolidado, pero incluso en los supuestos en que la Ley autonómica aplicable los siguiera considerando suelo consolidado (por no incluirse en ningún ámbito de gestión o ejecución integral), parece claro que la nueva Ley exige dicha participación de la Administración en el incremento del aprovechamiento urbanístico lucrativo.

2.  Legislación autonómica (TRLUC y RU)

El art. 38 TRLUC contiene unas prescripciones generales sobre derechos y deberes de los propietarios, aplicables a todas las clases de suelo, tendentes a vincular el ejercicio y cumplimiento de unos y otros a las determinaciones del propio texto autonómico sobre planeamiento, gestión y ejecución, en el marco de la legislación general en materia de régimen de suelo y valoraciones, destacando la obligación de destinar el suelo al uso previsto en la ordenación urbanística, previo cumplimiento de las cargas exigibles.

Merece destacarse igualmente que el TRLUC sujeta el subsuelo (cuya regulación corresponde al planeamiento urbanístico) a las servidumbres administrativas necesarias para la prestación de servicios públicos o de interés público, siempre que sean compatibles con el uso del inmueble privado sirviente, de conformidad con el aprovechamiento urbanístico atribuido. En caso contrario, procedería la expropiación (art. 39).

Pero junto a estas disposiciones generales, lo que debe examinarse ahora es el régimen de derechos y deberes aplicables al suelo urbano consolidado.

A)  Derechos

a)  Aprovechamiento urbanístico

El primer derecho que debe considerarse es el referente al aprovechamiento urbanístico que corresponde al propietario. Al circunscribirse el art. 40 TRLUC, que es el que regula las «limitaciones al derecho al aprovechamiento» (y que no se ha modificado por el Decreto-Ley 1/2007, de 16 de octubre), al suelo urbano no consolidado y al urbanizable, queda claro en aquel texto legal que en suelo urbano consolidado no existe limitación alguna en este aspecto, por lo que todo el aprovechamiento previsto por el planeamiento sobre esta categoría de suelo corresponde a sus propietarios, interpretación, por lo demás, totalmente acorde con la anterior legislación estatal básica, en la interpretación del Tribunal Constitucional.

Cabría preguntarse aquí sobre la posibilidad de actuaciones de dotación en esta categoría de suelo urbano y, en caso afirmativo, cuál sería el aprovechamiento correspondiente a los propietarios.

Una lectura de la Disposición Adicional Decimosexta pone de manifiesto que el texto legal catalán ha excluido dicha posibilidad, es decir, que no caben propiamente actuaciones de dotación (que es una categoría de las actuaciones de transformación urbanística) en suelo urbano consolidado. Para ello, tras señalar en el núm. 1 que las actuaciones de transformación urbanística son las destinadas a la ordenación o transformación del suelo urbanizable y urbano no consolidado, prescribe en su núm. 2 que, a efectos de la Ley estatal, no son actuaciones de transformación: «Las actuaciones aisladas sobre suelos urbanos sujetas únicamente a cesión obligatoria y gratuita de vialidad para adquirir la condición de solares y las actuaciones de alcance limitado para el ajuste, la ampliación o la mejora de la vialidad o de los espacios libres en suelo urbano». Todo ello, establece la Disposición, sin perjuicio de su sujeción a los deberes de cesión de suelo para sistemas que establece la legislación urbanística. Y añade: «Tampoco tienen la consideración de actuaciones de transformación urbanística, aquellas que tienen por objeto la calificación de suelo con destino a vivienda dotacional pública, la cual, por su condición de sistema urbanístico de titularidad pública, no requiere incrementar las reservas para zonas verdes, espacios libres y equipamientos públicos ni está sujeta al deber de cesión de suelo con aprovechamiento».

Junto a esto, el núm. 3 de la misma Disposición Adicional prescribe:

«A efectos de la aplicación de la Ley estatal 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, son actuaciones de transformación urbanística de dotación aquellas actuaciones aisladas previstas en modificaciones del planeamiento, sobre terrenos que en origen tienen la condición de suelo urbano consolidado, y que tienen por objeto la ordenación y la ejecución de una actuación que, sin comportar una reordenación general de un ámbito, da lugar a la transformación de los usos preexistentes o al aumento del edificabilidad o de la densidad de determinadas parcelas y a la correlativa exigencia de mayores reservas para zonas verdes, para espacios libres y para equipamientos prevista en el art. 94.5 de la Ley de urbanismo».


Es claro que cuando están previstas en el planeamiento actuaciones de transformación, el suelo urbano deja de ser consolidado y se convierte en no consolidado, como ya el propio art. 31.2 antes estudiado dispone: «el suelo urbano consolidado deviene no consolidado cuando el planeamiento urbanístico general le somete a actuaciones de transformación urbanística», razón que explica que el núm. 3 de la Disposición que se estudia aluda a terrenos que en origen tienen la condición de suelo urbano consolidado.

b)  Edificación y, en su caso, ejecución de las obras de urbanización aún precisas

El art. 41 TRLUC, tras destacar el derecho a edificar en suelo urbano (sin aludir a categorías), de acuerdo con las determinaciones del planeamiento urbanístico, y mediante el otorgamiento de la correspondiente licencia de edificación, una vez alcanzada la condición de solar, admite expresamente que las obras de edificación sean simultáneas a las de urbanización o de reurbanización, si previamente se presta la garantía y se ejecutan los elementos de urbanización que reglamentariamente se determinen. En cualquier caso, el derecho a ejecutar o acabar las obras de urbanización para que el terreno adquiera la condición de solar y a edificar éstos vuelve a ser reflejado en el art. 42. Esto no es sino consecuencia de la coincidencia parcial que se produce entre los presupuestos de aplicación de los arts. 41 y 42, como resulta de sus propios títulos: «Derecho de edificación en suelo urbano» y «Derechos y deberes de los propietarios y propietarias de suelo urbano y deberes de los propietarios y propietarias de suelo urbano consolidado», respectivamente.

El RU destina el art. 37 a los derechos de los propietarios de suelo urbano consolidado, destacando los siguientes:


— «Completar o acabar la urbanización necesaria para que los terrenos alcancen la condición de solares, previa tramitación y aprobación de los instrumentos de planeamiento y de gestión correspondientes en el caso de que los terrenos estén incluidos a tales efectos en sectores sujetos a un plan de mejora urbana o en un polígono de actuación urbanística.

— Edificar los solares en las condiciones y plazos que establece la Ley de urbanismo y el planeamiento urbanístico».



Interesa resaltar la referencia a los instrumentos de gestión correspondientes, cuestión que será tratada posteriormente cuando se analice la posibilidad de equidistribución en suelo urbano consolidado.

El núm. 3 del art. 41 TRLUC contiene, con referencia al suelo urbano sin especificación de categorías, las siguientes disposiciones de carácter registral:

«Las condiciones de edificación que establezcan las licencias municipales se pueden hacer constar, de acuerdo con la legislación hipotecaria, en el Registro de la Propiedad. Si se transmiten fincas en curso de edificación, las personas compradoras deben asumir el cumplimiento de estas condiciones; igualmente, en las escrituras de obra nueva en construcción, las personas propietarias deben explicitar la asunción de dichas condiciones o bien acreditar que las han cumplido al declarar la obra concluida. En los dos casos, se tiene que incorporar a las escrituras correspondientes el testimonio de las licencias de obras y, si procede, de la parcelación urbanística, o bien el pronunciamiento municipal que la declare innecesaria».


B)  Deberes

El art. 42.2 TRLUC establece el deber de acabar o completar la urbanización para que los terrenos adquieran la condición de solar y el de edificar los solares resultantes en los plazos y de acuerdo con las determinaciones del planeamiento urbanístico o programa de actuación urbanística municipal. Hay coincidencia, por tanto, entre el contenido de estos deberes y el de los derechos antes analizados. Pero interesa destacar que el deber de urbanizar se vincula en este precepto legal expresamente al principio del reparto equitativo de las cargas y beneficios del planeamiento.

El art. 38 del RU, referido a los deberes de los propietarios de esta categoría de suelo, establece los siguientes:


«a) Costear y, en su caso, ejecutar la urbanización necesaria para que los terrenos alcancen la condición de solares, previa tramitación y aprobación de los instrumentos de planeamiento y de gestión correspondientes en el caso de que los terrenos estén incluidos a tales efectos en sectores sujetos a un plan de mejora urbana o en un polígono de actuación urbanística.

b) Edificar los solares en las condiciones y plazos que establece la Ley de urbanismo y el planeamiento urbanístico.

c) Ejecutar en los plazos establecidos por el planeamiento urbanístico la construcción de la vivienda protegida que eventualmente les corresponda».



En consecuencia, tanto el texto legal (art. 42.2) como el reglamentario [art. 38.c)], al aludir a reparto de cargas y beneficios o a instrumento de gestión, están previendo la equidistribución en esta categoría de suelo. Parece, sin embargo, que esta equidistribución se limita al objetivo de obtención de la superficie viaria precisa para que se alcance la condición de solar. A tal efecto cobra especial relevancia el art. 124 del RU, titulado «Cesión de terrenos destinados a la red viaria y delimitación de polígonos de actuación urbanística con este objeto», que dispone:


«124.1. La cesión de terrenos destinados a la red viaria en los supuestos establecidos en el art. 40.3.a) de este Reglamento se debe hacer libre de cargas y gravámenes, y se efectúa:

a) Mediante el ofrecimiento de la cesión realizado bien en escritura pública otorgada por las personas propietarias, bien por comparecencia ante el secretario o secretaria municipal. La cesión se entiende aceptada por silencio administrativo positivo por el transcurso del plazo de un mes desde la presentación de la escritura pública o desde la comparecencia, si antes no se ha acordado expresamente la aceptación.

b) Mediante escritura pública o acta administrativa otorgada por las personas propietarias y el ayuntamiento.

124.2. No obstante, las personas propietarias pueden solicitar la delimitación de un polígono de actuación urbanística, a efectos de formular el consecuente proyecto de reparcelación, cuando sea necesario para la regularización de fincas o cuando en un mismo tramo de calle las diferencias relativas de aprovechamiento derivadas de la afectación viaria resulten superiores al 15%».



Ahora bien, en todo caso debe tenerse en cuenta que la totalidad del aprovechamiento lucrativo pertenece a los propietarios (al circunscribir el art. 40 TRLUC la limitación del derecho al aprovechamiento al suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable) y que las únicas cesiones, aunque en régimen de equidistribución, son las referentes al viario.

No puede ocultarse, sin embargo, como se desprende de lo expuesto, que la regulación de esta materia no es todo lo clara que sería de desear. Por un lado, la remisión del art. 124.1 al art. 40.3.a), referente al suelo urbano no consolidado, permitiría cuestionar la tesis que aquí se sostiene, en una interpretación estrictamente literal. Por otro lado, no queda bien precisado si en estos supuestos hay propiamente equidistribución o simplemente una contribución a la aportación gratuita de la superficie viaria proporcional al aprovechamiento de cada propietario, pero sin que haya equidistribución propiamente dicha.

V.  EL DEBER DE EDIFICAR

1.  TRLS

1.1.  Regulación del derecho-deber de edificación o rehabilitación

Es ya tradicional en nuestro derecho urbanístico la configuración de la edificación como un derecho y, al propio tiempo, un deber del propietario de suelo, a diferencia de la actividad de ejecución de la urbanización, que, cada vez con mayor intensidad, se disocia del haz de facultades del propietario, por su consideración de auténtica función pública a ejercitar directamente por la Administración o, indirectamente, mediante delegación o atribución a particulares en virtud de procedimientos concurrenciales.

En esta línea, el art. 6 TRLS, tras destacar que la actividad de ejecución del planeamiento en cuanto a la urbanización se refiere, en caso de que no vaya a ser realizada por la propia Administración, se atribuirá a particulares mediante procedimiento de publicidad y concurrencia, establece el derecho del propietario de «realizar en sus terrenos, por sí o a través de terceros, la instalación, construcción o edificación permitidas, siempre que los terrenos integren una unidad apta para ello por reunir las condiciones físicas y jurídicas requeridas legalmente y aquéllas se lleven a cabo en el tiempo y las condiciones previstas por la ordenación territorial y urbanística y de conformidad con la legislación aplicable».

El art. 8.1.b), entre las facultades que integran el contenido del derecho de propiedad del suelo, incluye, en correspondencia con ello, la siguiente:

«Edificar sobre unidad apta para ello en los términos dispuestos en la letra c) del artículo 6, cuando la ordenación territorial y urbanística atribuya a aquella edificabilidad para uso o usos determinados y se cumplan los demás requisitos y condiciones establecidos para edificar».


Pero como ya se señaló, la edificación es, simultáneamente, un deber básico del propietario del suelo, cuando éste se encuentra en la situación preestablecida en la Ley a tal efecto. Dispone a este respecto el art. 9.1:


«El derecho de propiedad del suelo comprende, cualquiera que sea la situación en que éste se encuentre y sin perjuicio del régimen al que esté sometido por razón de su clasificación, los deberes de dedicarlo a usos que no sean incompatibles con la ordenación territorial y urbanística; conservarlo en las condiciones legales para servir de soporte a dicho uso y, en todo caso, en las de seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato legalmente exigibles; así como realizar los trabajos de mejora y rehabilitación hasta donde alcance el deber legal de conservación [...].

En el suelo urbanizado a los efectos de esta Ley que tenga atribuida edificabilidad, el deber de uso supone el de edificar en los plazos establecidos en la normativa aplicable».



Quedan pues establecidos, en los términos necesariamente genéricos propios de una Ley básica en la materia como la que nos ocupa, los deberes de edificar y rehabilitar, cuyo desarrollo y concreción corresponderá a la legislación autonómica y, en su marco, a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.

1.2.  Consecuencias del incumplimiento del deber de edificación o rehabilitación

El TRLS no impone unas consecuencias concretas para el caso de incumplimiento de estos deberes, sino que se limita a habilitar una serie de medidas, pero siempre sin perjuicio de que la legislación sobre ordenación territorial y urbanística pueda establecer otras consecuencias, debiendo entenderse que con el carácter de alternativas o excluyentes de las que regula la Ley estatal, según disponga a este respecto dicha legislación.

Las medidas que quedan habilitadas por el art. 36.1 de dicho texto son:


	
a) La expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad. 

	
b) La aplicación del régimen de venta o sustitución forzosa. 



1.3.  La venta y sustitución forzosas. Diferencias

Aunque la Ley es poco precisa al referirse, una veces a la «venta o sustitución forzosas» y otras a la «venta y sustitución forzosas», lo que permitiría dudar de si se trata de una única medida o de dos distintas, habida cuenta de que se contiene una definición específica y exclusiva de la sustitución forzosa, que no comprende propiamente la venta, hay que concluir en que se trata de dos conceptos distintos.

La venta sólo puede consistir en la transmisión de la entera propiedad inmobiliaria de que se trate (suelo, en caso de incumplimiento del deber de edificar, o edificación ya existente, en caso de incumplimiento del deber de rehabilitar), mientras que la sustitución forzosa tiene por objeto, según el art. 36.2:

«La facultad de edificación, para imponer su ejercicio en régimen de propiedad horizontal con el propietario actual del suelo».


Nada más, desde el punto de vista sustantivo, salvo la regla de valoración a la que después se aludirá, se regula en el nuevo texto legal estatal sobre la venta y la sustitución forzosas. Si a ello se une que las normas de procedimiento que inmediatamente analizaremos tampoco tienen suficiente concreción, la conclusión que se obtiene es la de que, en defecto de regulación autonómica complementaria y de desarrollo, ambas instituciones tienen difícil aplicación.

1.4.  Reglas procedimentales para la venta o sustitución forzosas

El art. 37, con referencia tanto a la venta como a la sustitución, se limita a regular las formas de iniciación de los expedientes, la forma de adjudicación y el reflejo registral de las resoluciones administrativas que deben producirse, no conteniéndose, como antes se ha avanzado, una regulación propiamente tal de los procedimientos que deben observarse en relación con la venta y la sustitución forzosas.

a)  Inicio del procedimiento

Se prevé la iniciación de oficio o a instancia de interesado. Es claro que el procedimiento (o, si se quiere, la fase del mismo) que con carácter previo debe iniciarse y tramitarse es el referente al incumplimiento del deber de edificar o rehabilitar, pues sin este incumplimiento no cabe aplicar ninguna de las medidas de reacción que se contemplan.

b)  Forma de adjudicación

Los procedimientos para determinar al adquirente, en la venta forzosa, o la persona a la que atribuir o adjudicar la facultad de edificación, en la sustitución forzosa, deben sujetarse a los principios de publicidad y concurrencia.

c)  Reflejo registral

Las resoluciones de declaración del incumplimiento del deber del propietario y de elección del régimen subsiguiente a aplicar (venta o sustitución), que pueden contenerse en un solo acto, se harán constar en el Registro de la Propiedad por nota al margen de la última inscripción de dominio.

A partir de aquí, en las certificaciones registrales que de la finca se expidan se consignará la situación de venta o sustitución forzosas.

Finalmente, una vez resuelto el procedimiento de que se trate, la Administración actuante expedirá certificación de la adjudicación, que será título inscribible en el Registro de la Propiedad.

Añade el art. 37:

«En la inscripción registral se harán constar las condiciones y los plazos de edificación a que quede obligado el adquiriente en calidad de resolutorias de la adquisición».


1.5.  La valoración a efectos de venta o sustitución forzosas

Fácilmente se advierte que el tema de la valoración del suelo y de la edificación deviene de especial importancia en el régimen de la venta o sustitución forzosas.

La materia de valoraciones constituye el contenido más importante del nuevo texto legal, precisando el art. 21 que:


«1. Las valoraciones del suelo, las instalaciones, construcciones y edificaciones, y los derechos constituidos sobre o en relación con ellos, se rigen por lo dispuesto en esta Ley cuando tengan por objeto:

[...]

c) La fijación del precio a pagar al propietario en la venta o sustitución forzosas».



Si aquí acabara la regulación de la materia sobre este aspecto, no surgirían especiales problemas, pero ocurre que el art. 36.3 contiene un precepto de gran trascendencia:

«En los supuestos de expropiación, venta o sustitución forzosas previstos en este artículo, el contenido del derecho de propiedad del suelo nunca podrá ser minorado por la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística en un porcentaje superior al 50 por ciento de su valor, correspondiendo la diferencia a la Administración».


Es claro que la Ley habilita aquí a la legislación territorial y urbanística (autonómica) para, con respeto siempre del 50% del valor que resultaría de aplicar los criterios de valoración contenidos en aquélla, establecer, mediante una reducción del contenido del derecho de propiedad del suelo, el valor que ha de reconocerse al propietario afectado por el régimen de venta o sustitución forzosas.

El mecanismo es similar al establecido en el art. 16 para, indirectamente, definir el contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo, en virtud de la remisión efectuada a la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística para fijar el porcentaje (con carácter general, entre el 5 y el 15%) de la edificabilidad media ponderada (aprovechamiento) que corresponde a la Administración competente. Pero el porcentaje en los supuestos que se examinan de venta o sustitución forzosas puede llegar hasta el 50% y, además, puede ser acumulativo y adicional al anterior que ya se habría podido hacer efectivo durante el desarrollo de una actuación de urbanización.

El excesivo margen entre porcentaje mínimo y máximo que la legislación autonómica territorial y urbanística puede fijar a efectos de determinar el contenido del derecho de propiedad del suelo y, consiguientemente, su valoración, junto a la otra circunstancia señalada (carácter eventualmente acumulativo con el establecido en el art. 16, cuando el suelo afectado proceda de una actuación de urbanización sujeta al mismo) permiten cuestionar que su fundamento se encuentre en «las condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos» que invoca la Disposición Final Primera, apartado 1 del TRLS.

2.  Legislación autonómica (TRLUC y RU)

2.1.  Obligación de edificar

El art. 167, tras disponer que el planeamiento urbanístico puede fijar los plazos para iniciar la edificación de los solares en los sectores, polígonos y áreas concretas que se determinen a tal efecto, impone la consiguiente obligación de los propietarios de cumplir estos plazos para la edificación, así como el de acabarla en los plazos fijados en la licencia municipal (núms. 1 y 3).

A efectos del régimen de la edificación tienen la consideración de solares las fincas susceptibles de ser edificadas inmediatamente, de acuerdo con el planeamiento urbanístico, en las que existan construcciones paralizadas, ruinosas, derruidas o inadecuadas al paraje, siempre que el planeamiento o el programa de actuación así lo determine para los ámbitos citados (núm. 2). El art. 229.2 del RU precisa que planeamiento urbanístico (general o derivado) tiene que concretar el alcance de la aplicación de los plazos que fije, en cuanto a si comprenden también a estas fincas edificadas, añadiendo el núm. 3 que la obligación que se estudia comprende también la de dar cumplimiento a las órdenes de ejecución.

El art. 168 TRLUC prevé, sin embargo, la prórroga de los plazos establecidos (que no se alterarán por transmisiones de dominio) si el ayuntamiento lo acuerda motivadamente, por razones de política de suelo o vivienda.

2.2.  Declaración de incumplimiento de la obligación de edificar

Procede declarar este incumplimiento cuando no se inicie la edificación en el plazo establecido en el planeamiento o no se acabe en el fijado en la licencia. Y también en caso de incumplimiento de las órdenes de ejecución de obras, cuando éstas vengan requeridas por la seguridad de las personas o por la protección del patrimonio arquitectónico o cultural (art. 230 RU).

El procedimiento de declaración de incumplimiento viene regulado por el art. 231 del RU:


	
— Iniciación: de oficio. Esta incoación, que se hará constar en el Registro de la Propiedad por nota marginal, hay que notificarla a las personas propietarias, arrendatarias y ocupantes del inmueble por otros títulos, si se conocen, y a las personas titulares de derechos reales y situaciones jurídicas inscritos en el Registro de la propiedad, con advertencia de los efectos que comporta la declaración. 

	
— Propuesta de resolución. Antes de su redacción debe ponerse de manifiesto a la persona propietaria y demás personas interesadas por un plazo de diez días para que puedan alegar y presentar los documentos y justificaciones que consideren convenientes. 

	
— Resolución: corresponde al Ayuntamiento y hay que notificarla a la persona propietaria y a las demás personas interesadas dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de incoación. 

	
— Inscripción en el Registro municipal de solares sin edificar, en el supuesto de que la resolución consista en la declaración del incumplimiento de dicha obligación de edificar. 

	
— Inscripción en el Registro de la Propiedad, una vez practicada la anterior inscripción, de la resolución mediante una nota marginal, de acuerdo con la legislación hipotecaria. 



Si no ha sido creado el Registro municipal de solares sin edificar, la declaración de incumplimiento habilita a la Administración para la aplicación de la expropiación forzosa.

2.3.  Registro Municipal de Solares sin Edificar. Circunstancias y efectos de la inscripción

Los Ayuntamientos pueden crear el Registro Municipal de Solares sin Edificar, que tiene por objeto la inscripción de las declaraciones de incumplimiento de la obligación de edificar referidas a solares concretos. El Registro es público, y cualquier persona puede obtener certificados de las inscripciones que consten en el mismo. Sus asientos deben ajustarse a lo establecido en la legislación hipotecaria (art. 169 TRLUC).

Las circunstancias de la inscripción vienen detalladas por el art. 232.3 del RU:


«a) Fecha de la declaración de incumplimiento de la obligación.

b) Datos del Registro de la propiedad, en cuanto a descripción, número de finca, tomo, libro, hoja, número de inscripción, cargas, gravámenes, situaciones jurídicas inscritas en el Registro de la propiedad y circunstancias personales de sus titulares.

c) Situación, nombre de la calle o plaza y número correspondiente y, si procede, nombre de la finca.

d) Referencia catastral de la finca.

e) Linderos actualizados de la finca, por referencia a calles, plazas o vías o bien de otras fincas colindantes.

f) Nombre, apellidos y domicilio de la persona propietaria.

g) Calificación urbanística de la finca.

h) Edificaciones existentes, no descritas en la inscripción registral y usos constatados.

i) Plazos de edificación impuestos por el planeamiento urbanístico y prórrogas acordadas, si procede.

j) Personas arrendatarias y ocupantes por otros títulos de los inmuebles, si se conocen o comparecen en el expediente.

k) El justiprecio de la finca, una vez determinado.

l) Los datos de las personas adquirientes de las fincas, por expropiación o bien por enajenación forzosa».



Los efectos de la inscripción en el Registro Municipal de Solares sin Edificar son los siguientes, según el art. 171 TRLUC:


	
1. Iniciación del expediente de enajenación forzosa o de expropiación, en el que debe determinarse el justiprecio del solar mediante procedimiento individualizado o por tasación conjunta. 

	
2. Durante los dos años posteriores a la inscripción, el Ayuntamiento puede: 
	
a) Expropiar el solar de oficio, para su edificación, o a instancia de entidades urbanísticas especiales, si son beneficiarias de la expropiación. 

	
b) Someter la finca o el solar a enajenación forzosa mediante la correspondiente subasta. Si la subasta es declarada desierta, debe convocarse nuevamente, en el plazo de seis meses, con una rebaja del tipo de licitación de un 25%. Si la segunda subasta queda también desierta, el Ayuntamiento, en el plazo de los seis meses siguientes, puede adquirir el solar por el citado precio. 





	
3. Si en el indicado plazo de dos años no se ha llevado a cabo la expropiación o si, tras quedar desierta, por segunda vez, la licitación pública, el solar no es adquirido por el Ayuntamiento en los seis meses siguientes, queda en suspenso el régimen de enajenación forzosa durante un año. Una vez transcurrido este plazo de un año, si la persona propietaria no ha iniciado o continuado la edificación o no ha garantizado el cumplimiento de la obligación de edificar, cualquier persona puede solicitar al Ayuntamiento la expropiación de la finca, de la cual será beneficiaria. El derecho a la adquisición debe determinarse por la prioridad de la solicitud. 



La Administración actuante puede aplicar el régimen de polígono con sistema de expropiación a todos o a parte de los solares incluidos en el Registro.

La inclusión en el Registro Municipal de Solares sin Edificar de una finca en la que exista alguna construcción ruinosa, paralizada, derruida o inadecuada no supone la situación de venta forzosa hasta que han transcurrido dos años de la inscripción, siempre que en este plazo los propietarios no hayan iniciado o continuado las obras de rehabilitación o edificación, así como si no han terminado dichas obras en el plazo fijado por la licencia.

2.4.  Efectos de la enajenación forzosa

Estos efectos se establecen con detalle por el art. 172:


«La enajenación de una finca incluida en el Registro Municipal de Solares sin Edificar, por expropiación o por subasta, se produce con todas las cargas vigentes cuando no impidan el ejercicio de la obligación de edificar de acuerdo con el planeamiento urbanístico, siempre y cuando las mencionadas cargas hayan sido constituidas por un título anterior a la notificación, y a la anotación en el Registro de la Propiedad, de la declaración de incumplimiento de la obligación de edificar. En tales casos, del precio a pagar por la persona adquirente es preciso descontar el valor de las cargas que graven la finca y subsistan. El adquirente tiene que asumir expresamente, en la escritura de adquisición, el cumplimiento de las obligaciones garantizadas con las cargas expresadas.

2. Las cargas posteriores a la fecha de notificación y de anotación a que se hace referencia en el apartado 1 o las que sean incompatibles con la obligación de edificar quedan extinguidas de pleno derecho por el hecho de la transmisión, y los registradores de la propiedad deben cancelarlas a solicitud de las personas interesadas, de acuerdo con la legislación hipotecaria. Los derechos personales que afecten a la finca e impliquen la ocupación de éstas se extinguen con la correspondiente indemnización previa, y sin perjuicio del derecho de realojamiento, si corresponde.

3. Si son las personas propietarias los que se proponen iniciar o acabar la edificación, la concesión de la licencia comporta también la extinción definitiva de los arrendamientos y otros derechos personales, en los mismos términos a que se hace referencia en el apartado 2, sin perjuicio del derecho de retorno regulado por la legislación de arrendamientos urbanos, y con la tramitación previa que corresponda, que debe establecerse por reglamento.

4. El pago o depósito de la indemnización a que se hace referencia en el apartado 2 debe ser siempre previo a la cancelación del derecho y al ulterior desalojo».



2.5.  Obligaciones de los adquirentes

Éstos están obligados a iniciar o reanudar la edificación en el plazo de un año a partir de la fecha de toma de posesión de la finca o de la obtención o la actualización, en su caso, de la licencia municipal pertinente (art. 173).

En caso de incumplimiento de esta obligación, previa la correspondiente declaración, el propietario anterior puede ejercer el derecho de recuperación en el plazo de tres meses desde la notificación de dicha declaración. La recuperación de la finca implica, a elección de la persona titular de las cargas, la rehabilitación de las cargas que habían sido canceladas, previa devolución de las indemnizaciones percibidas, o bien el mantenimiento de la situación con las cargas canceladas. En el caso de que no se ejerza este derecho de recuperación el inmueble pasará nuevamente a la situación de venta forzosa (art. 174). El art. 233.5 del RU precisa que para el ejercicio de este derecho de recuperación hay que notificar al propietario o propietaria anterior o bien a sus causahabientes, la declaración de incumplimiento de la obligación de edificar por parte de la persona adquiriente por subasta o bien por expropiación.

Según el art. 176, están obligados a garantizar el cumplimiento de la obligación de edificar tanto los adjudicatarios de la subasta como los beneficiarios de la expropiación. Esta obligación también se impone a los propietarios de la finca incluida en el Registro Municipal de Solares sin Edificar que pretendan cumplir esta obligación directamente o mediante un tercer adquirente. En relación con esta garantía, el art. 233.3 del RU establece que se tiene que prestar por una cuantía del 25% del presupuesto de las obras de edificación, si se trata de la persona propietaria, o bien del 12% de aquél, si se trata de la persona adjudicataria de la subasta o de la beneficiaria de la expropiación.

2.6.  Requisitos para enajenar inmuebles en situación de venta forzosa

Mientras subsista esta situación y no se hayan iniciado los trámites de expropiación o licitación pública, los propietarios pueden enajenar los inmuebles afectados por aquélla, si previamente los compradores asumen ante el Ayuntamiento el compromiso de edificar de acuerdo con el planeamiento urbanístico. En este supuesto, se suspenderá la situación de venta forzosa, pero no se cancela la inscripción hasta no se acredite el cumplimiento de la obligación que tienen los adquirentes de edificar (art. 175 TRLUC).

2.7.  Destino de la parte en exceso del precio de los solares

Cuando el precio alcanzado en la licitación supere la valoración del solar consignada en el Registro, la diferencia corresponde al Ayuntamiento, el cual debe destinar su importe a las necesidades del patrimonio municipal de suelo y vivienda.

VI.  LA VALORACIÓN DEL SUELO URBANO CONSOLIDADO

La materia de valoraciones constituye el contenido principal del TRLS. Como se indicó, este texto legal sustituye, a estos efectos, las técnicas de la clasificación y categorización del suelo, por la de «situaciones básicas» del mismo.

La situación básica que corresponderá al suelo urbano consolidado es la de urbanizado (Disposición Adicional Decimoquinta del TRLUC), por lo que habrá de valorarse de conformidad con lo dispuesto por el art. 24. Según éste artículo, ha de diferenciarse entre las diversas situaciones en que, respecto a la edificación, pueden encontrarse los terrenos:

1. Terrenos no edificados o con edificación ilegal o ruinosa

En estos supuestos se habrá de aplicar el valor de repercusión, obtenido por el método residual estático, al aprovechamiento urbanístico de la parcela (o edificabilidad media del uso mayoritario del ámbito homogéneo urbanístico en que, por usos o tipologías, la ordenación los haya incluido).

La determinación del aprovechamiento subsidiario (edificabilidad media del uso mayoritario) por referencia a un ámbito urbanístico impone una determinada técnica (la delimitación de ámbitos homogéneos por usos y tipologías) cuya exigencia resulta muy discutible desde el punto de vista competencial, planteando, en todo caso, problemas para la valoración de un terreno cuando el planeamiento urbanístico no hubiera delimitado dichos ámbitos.

Añade el art. 24.1 que de la cantidad resultante se descontará el valor de los deberes y cargas pendientes.

2. Terrenos edificados o con edificación en curso

Para estos supuestos el art. 24.2 dispone que se aplicará el valor superior de los siguientes:


	
— El determinado por el método de comparación aplicado sólo a la edificación existente y legal. 

	
— El determinado por el método de valor de repercusión aplicado sólo al aprovechamiento urbanístico del suelo, sin consideración a la edificación existente. 



El art. 24.3 completa la regulación de la valoración del suelo urbanizado conteniendo una regla específica sobre el aprovechamiento a considerar en unos supuestos concretos:

«Cuando se trate de suelo urbanizado sometido a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización, el método residual a que se refieren los apartados anteriores considerará los usos y edificabilidades atribuidos por la ordenación en su situación de origen».


Es claro, sin embargo, que esta regla no es de aplicación al suelo urbano consolidado, pues el mero hecho de que un ámbito quede sujeto a actuaciones de transformación urbanística incorporándolo a sectores sujetos a un plan de mejora urbana o a polígonos de actuación urbanística, configura, según el art. 31.2 TRLUC, un supuesto de suelo urbano no consolidado.

VII.  LA OCUPACIÓN DIRECTA

1.  Definición

La ocupación directa es un modo de obtención del suelo destinado por el planeamiento urbanístico a uso dotacional público, tanto constituya un sistema general como local.

El art. 150.1 TRLUC vincula esta modalidad de obtención a los supuestos en los que los terrenos deban incorporarse por cesión obligatoria al dominio público. Aunque lo habitual en la legislación urbanística es configurar la ocupación directa como modalidad alternativa, entre otras, a la cesión obligatoria y gratuita, en la medida en que aquélla es igualmente un modo de obtención gratuita por la Administración del suelo dotacional, su asimilación a la cesión obligatoria, entendida ésta en sentido amplio, cobra sentido.

El dato más definitorio de este mecanismo urbanístico es, como señala el propio art. 150.1, «que comporta el reconocimiento de la administración actuante del derecho de las personas propietarias a participar en el reparto justo de los beneficios y las cargas en el seno de un sector de planeamiento o un polígono de actuación concretos».

Según el art. 216.1 del RU, el aprovechamiento urbanístico reconocido al tiempo de la ocupación dará lugar a adjudicación de fincas de resultado en el proyecto de reparcelación o, en su caso, al reconocimiento de la indemnización por el equivalente económico de dicho aprovechamiento, según corresponda en aplicación de las reglas de la reparcelación. Ello explica que el art. 216.2 RU disponga que el aprovechamiento atribuido en la ocupación directa es provisional, debiendo concretarse definitivamente en el proyecto de reparcelación.

2.  Requisitos para su aplicación. Contenido del acta de ocupación y su inscripción

El art. 150.2 TRLUC establece los siguientes requisitos para que pueda tramitarse la ocupación directa:


«a) Justificar la necesidad.

b) Observar el principio de publicidad.

c) Notificarlo individualmente a los afectados.

d) Otorgar el acta de ocupación y certificar el contenido, con la aplicación de las determinaciones de la legislación hipotecaria sobre esta materia».



El art. 150.4 añade otro requisito temporal al prescribir:

«La ocupación directa se puede tramitar a partir de la publicación de la aprobación definitiva del planeamiento o bien del polígono de actuación urbanística, de manera que se pueda concretar el ámbito en la reparcelación del que las personas propietarias deben hacer efectivos sus derechos y obligaciones».


El art. 215.7 del RU precisa el contenido del acta de ocupación:


«a) Lugar y fecha del otorgamiento y determinación de la administración actuante con potestad expropiadora.

b) Identificación de las personas titulares del dominio y del resto de derechos.

c) Identificación de los derechos, plantaciones y del resto de bienes susceptibles de indemnización, existentes en los terrenos ocupados y, en su caso, situación registral de éstos.

d) Superficie ocupada.

e) Determinación del aprovechamiento urbanístico que corresponde a los terrenos ocupados, identificando el sector de planeamiento o polígono de actuación urbanística donde se debe hacer efectivo este aprovechamiento mediante una reparcelación».



Se entregará a cada propietario, como requisito previo a la ocupación de su finca, una certificación de los extremos consignados en el acta de ocupación, que se tiene que ajustar a lo que establece la legislación aplicable para la inscripción en el Registro de la Propiedad. A partir de aquí, la administración actuante tiene que remitir copia de los actos al Registro de la Propiedad, inscribiéndose a favor de la administración las fincas ocupadas y a favor de las personas propietarias afectadas, y en folio independiente, el aprovechamiento correspondiente a las fincas ocupadas (art. 215.8 RU).

Los derechos reales sobre las fincas ocupadas que no sean extinguidos por razón de la ocupación directa, se deben hacer constar en los folios correspondientes a la inscripción del aprovechamiento urbanístico y posteriormente se tienen que trasladar a las fincas que se adjudiquen en el correspondiente proyecto de reparcelación, en subrogación de las fincas ocupadas (art. 215.9 RU).

3.  Procedimiento

Se regula por el art. 215 del RU, constando de las siguientes fases:


	
— Acuerdo para aplicar la ocupación directa: corresponde a la Administración actuante en el desarrollo urbanístico del ámbito donde se encuentren los terrenos, bien de oficio, bien a instancia de la administración competente para la ejecución de la obra o la implantación del servicio que motiva la ocupación y sin perjuicio, en su caso, de la existencia de personas beneficiarias, que participan también en el procedimiento en los mismos términos que en una actuación expropiatoria. 

	
— Formulación por la Administración actuante, a instancia, en su caso, de las personas beneficiarias de la ocupación, de la relación, concreta e individualizada, de los bienes y derechos afectados por la ocupación, con descripción de todos los aspectos materiales y jurídicos de los bienes y derechos que sean de necesaria ocupación. 

	
— La relación de bienes y derechos incluirá la justificación de la necesidad de ocupación y causas que la motivan y concreción del sector de planeamiento o el polígono de actuación urbanística en el cual las personas propietarias deben hacer efectivos sus derechos y obligaciones. También tiene que determinar el aprovechamiento urbanístico que se atribuye a las propiedades objeto de ocupación y cuantificar las indemnizaciones que sean procedentes por la ocupación y la extinción de derechos que la ocupación comporte. 

	
— Exposición pública de la relación de bienes y derechos por el plazo mínimo de quince días, con audiencia simultánea por el mismo plazo a las personas propietarias y titulares de derechos inscritos en el Registro de la propiedad, y al resto de personas titulares de derechos que sean conocidos, para que puedan formular alegaciones. 

	
— Posibilidad de solicitar al Registro de la Propiedad la práctica de una nota marginal a la inscripción de las fincas afectadas. 

	
— Aprobación de la relación de bienes y derechos, lo que comporta la declaración de la necesidad de la ocupación directa, que habilita a la administración actuante o, en su caso, a la administración competente o a las personas beneficiarias, para la ocupación inmediata de las fincas afectadas. El acuerdo hay que publicarlo en el boletín oficial correspondiente y hay que notificarlo a las personas interesadas. 



El núm. 7 de este artículo dispone que la aprobación de la necesidad de la ocupación directa implica la declaración de urgencia de la ocupación de los bienes y derechos afectados.

4.  Indemnizaciones

El art. 150.3 TRLUC dispone la indemnización a favor de los propietarios de terrenos por los perjuicios causados por la ocupación anticipada, y el núm. 5 del mismo artículo reconoce también indemnización, por la ocupación temporal, a los titulares de otros bienes y derechos que sean incompatibles con la misma, sin perjuicio de su participación ulterior en el expediente de reparcelación.

El art. 218 del RU precisa que antes de la ocupación efectiva de los terrenos es necesario el pago o consignación, si procede, de las indemnizaciones que se determinen, bien por razón de la ocupación temporal, bien por la extinción de los derechos existentes, cuando sean incompatibles con el planeamiento. Estas indemnizaciones, que nunca comprenden el valor del suelo, se determinarán aplicando el procedimiento establecido para la expropiación forzosa por el trámite de urgencia y correrán cargo de la administración actuante o, en su caso, del beneficiario o beneficiaria de la ocupación, sin perjuicio de su repercusión en la comunidad de reparcelación. En este caso, se contabilizan en el proyecto de reparcelación a favor de quien las haya satisfecho.

Finalmente, el art. 219 RU dispone la aplicación, a los casos de ocupación directa, del derecho de realojamiento en las condiciones y con los requisitos que prevé el art. 114 de la Ley de Urbanismo y el art. 128 del propio Reglamento.

5.  Conversión del expediente en expropiación

El art. 150.3 TRLUC prescribe que al cabo de cuatro años desde el otorgamiento del acta de ocupación sin que se hubiera aprobado la reparcelación, los propietarios de los terrenos ocupados pueden advertir a la Administración competente de su propósito de iniciar el expediente para determinar el justiprecio, es decir, para aplicar la expropiación como modalidad de obtención del terreno afecto a sistema general o local. En este caso, precisa el precepto, la Administración actuante queda subrogada en la posición de las personas titulares originarias en el procedimiento de reparcelación posterior. El art. 217.1 RU dispone que el inicio del expediente de justiprecio se produce, por ministerio de la Ley, en el plazo de un año desde la advertencia, de acuerdo con el art. 108.1 de la Ley de Urbanismo.

El propio art. 217 añade:


«2. La advertencia a que se refiere el apartado 1 de este artículo se puede producir también a instancia de la propiedad con anterioridad al plazo señalado cuando, debido a una modificación o revisión del planeamiento que ha dado lugar a la ocupación, se produce una disminución del aprovechamiento urbanístico reconocido.

3. Cuando se produce la referida disminución, el justiprecio se establece de acuerdo con el valor del aprovechamiento reconocido con motivo de la ocupación directa».



En definitiva, que los cambios de planeamiento no afectan a los derechos del ocupado, que puede instar la expropiación con arreglo al valor resultante del planeamiento que motivó la ocupación.
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I.  LAS CLASES DE SUELO EN EL DERECHO URBANÍSTICO DE CATALUÑA COMO EFECTO DE LA LEY SOBRE RÉGIMEN DEL SUELO Y VALORACIONES

Entiendo por régimen común del suelo el que positiva el grupo normativo integrado por disposiciones con fuerza de Ley, dimanadas del Estado, en ejercicio del título competencial que le reserva el art. 149.1.1 de la Constitución, cuyo objeto es establecer las condiciones básicas del derecho de propiedad sobre el suelo a efectos urbanísticos para garantizar la igualdad como valor superior, principio y derecho fundamental  (1) .

Este título se ejerce conjuntamente con el resto de competencias horizontales exclusivas o básicas que ostenta el Estado dentro de la LS, las cuales, sin tratarse de Derecho urbanístico, condicionan decisivamente el régimen que éste acabe estableciendo.

Como Ley que encarnaba este régimen común, la LSV, derogada por la LS, articuló tres géneros de categorías de suelo, urbano, urbanizable y no urbanizable, subdivididas en variantes las dos primeras (consolidado y no consolidado, y delimitado y no delimitado, respectivamente), dentro de las cuales el legislador urbanístico debía conformar las clasificaciones en sentido estricto.

Las dos variantes del suelo urbano comportaban un régimen sustantivo de deberes diferenciado, cosa que no ocurría con el suelo urbanizable, clasificación en la que se daba una identidad de derechos para ambas variantes.

El suelo no urbanizable no presenta variantes. Aunque el origen de su clasificación puede ser heterónomo [supuestos del art. 32.a) de la LU] o autónomo al planeamiento general [supuestos del art. 32, letras b) y c), de la LU], esta distinción en el origen no proporciona unos estatutos diferenciados desde la Ley. Condiciona la discrecionalidad del planificador hasta poder suprimirla por completo. Será, sin embargo, el planeamiento urbanístico (general, en el caso de Cataluña)  (2)  el que singularizará el suelo no urbanizable, pero nunca a través de la clasificación, sino de la calificación.

Utilizo el término categoría y no clasificación porque las clases de suelo en la LSV no conformaban auténticas clasificaciones, sino meros marcos genéricos necesitados de su conformación ulterior por la legislación urbanística. Con ello no se afirma que estas clases estatales de suelo fuesen un mero mandato al legislador urbanístico. Eran derecho aplicable inmediatamente. Lo que ocurre es que, por el alcance de la competencia ejercida, no podían ser aplicadas aisladamente, sino que requerían la concurrencia necesaria del Derecho urbanístico, ante la incompetencia material jurídico urbanística del Estado, declarada con meridiana claridad por la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, del Tribunal Constitucional. Dado que suponía, en materia de clasificación, el ejercicio de una potestad legislativa exclusiva, no había necesidad de desarrollo autonómico de ninguna clase, por lo que era inmediatamente aplicable en el contexto de la legislación vigente en cada comunidad autónoma.

Este marco estatal para las clasificaciones urbanísticas permitía extrapolar las reglas esenciales siguientes:


	
— Las clasificaciones urbanísticas debían ser tres: una para el suelo transformado o en avanzado estado de transformación, que reuniría determinados requisitos de urbanización; una para el suelo no transformado pero susceptible de serlo, y una para el excluido de transformación. Dentro del transformado, se distinguía aquel suelo que podía suponer cesiones de aquel otro en que estas cesiones se encontraban excluidas. 

	
— Cada categoría de suelo comportaba un estatuto de derechos y obligaciones establecido básicamente por la legislación estatal y se vinculaba con un régimen de valoraciones. 

	
— Dentro de estos deberes, la tríada clásica de cesión, equidistribución y urbanización sólo podían concurrir y lo harían necesaria y simultáneamente en aquellos suelos sujetos a un proceso de transformación urbanística en sentido estricto, ejecutado sistemáticamente por polígonos completos  (3) . 

	
— Por tanto, a pesar de las tres categorías de clasificación, la transformación urbanística inherente a los suelos urbano no consolidado y urbanizable conllevaban una práctica equiparación del estatuto común de derechos y obligaciones. 

	
— Ni las clasificaciones habían de ser regladas, ni el suelo urbanizable necesariamente debía ser residual ni al legislador urbanístico le era imposible permitir la clasificación como no urbanizable de suelos, atendiendo a bienes jurídicos cuya tutela se le atribuyera en razón a una competencia propia  (4) . 



Traer ahora a colación estos caracteres de la extinta LSV permite entender las clasificaciones de suelo en el Derecho urbanístico catalán. La primigenia redacción de la LU en la Ley 2/2002, de 14 de marzo, delimitó las clases de suelo a la luz de este régimen sumariamente descrito, con el cual debía guardar coherencia por mandato constitucional.

La LU fue en general muy respetuosa con el régimen común del suelo de la LSV, dentro de la libertad de configuración que le otorgaba el ejercicio de una competencia propia. Sin embargo, el legislador catalán reguló las clasificaciones oponiéndose al espíritu de la Ley estatal favorable a minimizar la discrecionalidad del planificador a la hora de clasificar: clasificar suelo, en Cataluña, es una decisión discrecional (que no libérrima) del planificador  (5) . Y no sólo en cuanto a los suelos urbanizable y no urbanizable, sino también respecto al suelo urbano.

II.  CONCEPTO DE SUELO URBANO NO CONSOLIDADO

1.  Concepto suelo urbano

El suelo urbano no consolidado debe ser en primer lugar, obviamente, suelo urbano, cuyo concepto legal aparece en el art. 26 de la LU.

El suelo urbano presentará esta clasificación por determinación del planeamiento general. El art. 26 de la LU se refiere a planeamiento urbanístico como norma  (6)  de necesaria concurrencia que atribuye la clasificación. De los arts. 57.2.a) y 58.1.a) de la LU, resulta que la clasificación se reserva al planeamiento general  (7)  (8) .

El suelo puede ser urbano a la entrada en vigor del planeamiento general o sobrevenir a ésta por su ejecución conforme a Derecho.

En el primer supuesto, se exige un requisito común e inexcusable para la clasificación, elemento reglado de la discrecionalidad clasificatoria: la integración en el tejido urbano. Esta integración se realiza mediante los servicios urbanísticos básicos y debe ser adecuada para el uso del suelo previsto por el planeamiento urbanístico (art. 27.2 de la LU). Estos servicios básicos son, según el art. 27.1 de la LU:


«a) La red viaria que tenga un nivel de consolidación suficiente para permitir la conectividad con la trama viaria básica municipal.

b) Las redes de abastecimiento de agua y de saneamiento.

c) El suministro de energía eléctrica».



El art. 26 de la LU impone un segundo elemento reglado a la clasificación del suelo urbano, consistente en disponer alternativamente de una de las siguientes situaciones físicas:


	
— Contar con todos los servicios básicos. 

	
— Encontrarse en áreas consolidadas por la edificación en al menos dos terceras partes de su superficie edificable. 



La primera situación no requiere más comentario. No así la segunda, que a mi juicio debe interpretarse sistemáticamente con el requisito de la integración en la red según un estándar de suficiencia. Esta suficiencia debe tratarse como un concepto jurídico indeterminado que condicionará también cuál es el ámbito de referencia que se considera como área consolidada.

En cuanto al suelo que sobrevenga urbano tras la vigencia del plan, lo será por ejecución del planeamiento. Salvadas las especialidades de las áreas residenciales estratégicas, de las que trato posteriormente en el apartado 11, esta ejecución será siempre de un suelo que el planeamiento general clasifica como urbanizable y que habrá sido ordenado en detalle mediante un plan parcial urbanístico, en el caso del suelo urbanizable delimitado, o mediante un plan parcial urbanístico de delimitación, cuando su clasificación sea la de suelo urbanizable no delimitado. La ejecución se perfeccionará siempre en los planos jurídico y material poligonal y sistemáticamente. Sólo cuando tal ejecución concluya con la recepción de la urbanización, y, por tanto, las parcelas adquieran la condición de solar, se producirá la mutación del suelo urbanizable en urbano.

Por tanto:


	
— No puede formarse suelo urbano per saltum desde el suelo no urbanizable. 

	
— No hay clasificación como suelo urbano contra legem, carente de una decisión clasificatoria instrumentada en plan. 

	
— No se produce clasificación por desuetudo del plan, de forma que el régimen se derive de la mera facticidad. 



2.  La derogación de la doctrina sobre la fuerza de lo fáctico como causa del carácter reglado del suelo urbano

La clasificación de un suelo como urbano deja de responder al ejercicio de una potestad reglada a partir de la LU. En la LSV, el legislador estatal no imponía la doctrina tradicional de la vinculación por la fuerza de lo fáctico, aunque la permitía. Naturalmente, la LS no establece condicionamiento al respecto de ningún género, al haber dejado de lado las clasificaciones urbanísticas. Separándose de esta tradición, el legislador urbanístico catalán opta sutil, pero decididamente, por la alternativa contraria, encargando por completo al planeamiento una decisión discrecional. Esta inversión respecto al régimen anterior a la LU, aparece claramente establecida en el ya citado art. 26 de la LU, cuando dispone que constituyen suelo urbano:

«Los terrenos que el planeamiento urbanístico incluye de manera expresa en esta clase de suelo porque, habiendo sido sometidos al proceso de integración en el tejido urbano, tienen todos los servicios urbanísticos básicos o bien son comprendidos en áreas consolidadas por la edificación de al menos dos terceras partes de su superficie edificable. El simple hecho que el terreno confronte con carreteras y vías de conexión interlocal y con vías que delimitan el suelo urbano no comporta que el terreno tenga la condición de suelo urbano»  (9) .


Hay que entender que ha perdido toda vigencia la tradicional doctrina jurisprudencial que interpretaba como inexorable la clasificación como suelo urbano cuando un terreno reunía determinadas características de urbanización; la llamada doctrina de la fuerza de lo fáctico. Insisto:


	
— No hay más suelo urbano que aquel que el planeamiento urbanístico general clasifica como tal. 

	
— La preexistencia de una determinada urbanización no vincula al planificador a atribuir una clasificación, sin perjuicio de que deba motivar su decisión discrecional que prive de esta clasificación al suelo que ya la tenía atribuida. 



3.  Especialidades en la definición del suelo urbano no consolidado

De la letra del art. 31 de la LU, el suelo urbano no consolidado parece responder a un concepto residual: todo suelo urbano que no haya alcanzado la consolidación.

Si se cohonesta este concepto con el de suelo urbano consolidado en el art. 30 de la LU, no obstante, se puede superar esta semántica negativa y establecer un atributo distintivo que permita delimitar en positivo la no consolidación de un suelo. Este atributo diferencial es la existencia o no de deberes legales de cesión (de sistemas, de suelo donde se materialice el aprovechamiento que por Ley es propiedad de la Administración o de ambos géneros). Si el deber concurre, no habrá consolidación, y, si no pesa sobre los propietarios, entonces se impone la clasificación como consolidado  (10) .

Este atributo distintivo tiene su origen en el plan. Es el plan el que determina, de acuerdo con la Ley, si existen deberes de cesión o no, implícitamente, al clasificar. Por su origen en el plan, se explica que, habiéndose completado la gestión urbanística y por tanto ejecutado por completo un planeamiento, siempre es posible que una alteración de la ordenación general permita que un suelo consolidado devenga no consolidado. Así se dispone expresamente en el art. 31.2 de la LU:

«El suelo urbano consolidado deviene no consolidado cuando el planeamiento urbanístico general le somete a actuaciones de transformación urbanística incorporándolo a sectores sujetos a un plan de mejora urbana o a polígonos de actuación urbanística, o cuando deja de cumplir las condiciones de las letras b y d del art. 29 como consecuencia de la nueva ordenación».


De este precepto, queda claro que lo que desconsolida un suelo es la imposición por el planeamiento de nuevos deberes de cesión.

La ordenación detallada del suelo urbano no consolidado puede recogerse en el planeamiento general o remitirse por éste a un plan de mejora urbana. Éste también podrá ser aprobado en supuestos de ausencia de previsión (art. 68.4 de la LU), si bien en este caso no podrá alterar ni los usos principales, ni los aprovechamientos y cargas urbanísticas. El precepto también indica que los planes de mejora urbana no previstos en el planeamiento general no pueden alterar la estructura fundamental del planeamiento urbanístico general, pero ésta es una limitación común a todos los planes de mejora urbana.

La gestión, a su vez, podrá realizarse integradamente por los sistemas y modalidades formalizados en la LU o, excepcionalmente, de forma aislada.

Ni la utilización de planeamiento derivado ni la selección del procedimiento de gestión afectan el régimen sustantivo del suelo, por cuanto que, por la reserva de Ley que se impone en el art. 53.1 de la Constitución, no es posible la regulación de un derecho fundamental de tutela no privilegiada (como es el de propiedad), si no es mediante plan conforme a la Ley. Podemos hablar de una neutralidad instrumental respecto al régimen sustantivo del suelo.

Además, la desconsolidación se configura como un elemento natural del régimen estatutario del suelo y, como tal, no está sujeta a indemnización, de acuerdo con el principio que se contiene en el art. 3.1 de la LS y se repite en el art. 6 de la LU, salvo que concurra alguna de las tipificaciones de responsabilidad patrimonial que se prevén en el art. 35 de la LS y se especifican en los apartados 2 a 7 del art. 109 de la LU.

III.  CONCEPTO DE SUELO URBANIZABLE

1.  Delimitación del concepto

El concepto de suelo urbanizable aparece en el art. 33 de la LU.

A diferencia del suelo urbano, la LU no exige la concurrencia de características físicas inherentes al suelo para su clasificación como urbanizable. Tampoco, a diferencia del régimen que se preveía en el Real Decreto Ley 4/2000, de 23 de junio, se impone la ausencia de determinados valores ambientales o de otra naturaleza para que se pueda atribuir alternativamente la clasificación como suelo no urbanizable.

La clasificación nuevamente es una decisión discrecional del planeamiento general, la cual se condiciona a su necesidad para atender finalidades exógenas al suelo clasificado en concreto: garantizar el crecimiento de la población y de la actividad económica, según un principio y una finalidad de desarrollo sostenible (art. 3 de la LU).

Subordinado a este primer condicionante exógeno, enunciado explícitamente en la definición legal, se deduce un segundo condicionante inherente al proceso de planificación, a partir de un análisis dogmático.

Atender al estado de equilibrio entre bienes jurídicos contrapuestos que supone el desarrollo sostenible y que debe alcanzar a sus tres vertientes (ambiental, económica y sociocultural) no proporciona una única solución posible: de ahí que planificar sea una actividad discrecional. Y esta elección entre indiferentes legítimos se traduce en que el principio de desarrollo sostenible se logre a partir de un modelo de ordenación, una lógica arquitectural que debe recorrer todo el plan, para que éste traduzca el principio de desarrollo sostenible en la finalidad del mismo nombre. Dicho más simplemente: para que el plan encarne el principio de desarrollo sostenible, debe responder a un modelo que integre todas las incidencias humanas sobre el territorio. Elegido el modelo, sin más límite (dentro de la legalidad urbanística y sectorial incidente) que el principio de desarrollo sostenible, la discrecionalidad decrece en el proceso de su especificación en regímenes urbanísticos concretos.

2.  Suelo urbanizable delimitado y no delimitado

La delimitación o no del suelo urbanizable no es trascendente en el plano sustantivo, sino sólo en lo adjetivo. Los derechos y deberes urbanísticos legales en ambos suelos son idénticos. Lo que diferencia a los suelos delimitados de los que no lo están reside en los aspectos siguientes:

— Menor definición del suelo no delimitado en el plan de ordenación urbanística municipal, apreciable de la comparación entre los arts. 58.7 de la LU y 68.4 del RLU, dedicados al suelo urbanizable delimitado, y los arts. 58.8 de la LU y 68.5 del RLU, que conciernen al suelo urbanizable no delimitado.

— Correlativamente con la regulación menos densa en el planeamiento general, el planeamiento derivado debe afrontar una regulación más detallada en el supuesto del suelo urbanizable no delimitado, como se desprende del art. 66.2 de la LU y del art. 79.4 del RLU.

— Diferente instrumentación del planeamiento de desarrollo. El suelo urbanizable delimitado se ordena detalladamente mediante planes parciales urbanísticos y el no delimitado mediante planes parciales urbanísticos de delimitación (arts. 55.2, 65.1 y 66.2 de la LU y 79.1 del RLU)  (11) .

— Distinta competencia para la aprobación definitiva en los municipios con planeamiento general adaptado a la LU. Los planes parciales urbanísticos son aprobados por los plenos municipales [arts. 22.2.c) de la Ley reguladora de las bases del régimen local, y 79.1.a) de la LU], mientras que los planes parciales urbanísticos de delimitación, recaen bajo la competencia de la Generalitat, distribuyéndose orgánicamente entre el consejero de Política Territorial y Obras Públicas y la Comisión Territorial de Urbanismo correspondiente [art. 77.1.c) por remisión del art. 78.e), ambos de la LU]. Esta distribución confiere a las comisiones la competencia residual, de la que se excluye la reserva al consejero de la aprobación de los planes parciales urbanísticos de delimitación en que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

— Haber sido tramitados por las comisiones territoriales de urbanismo.


	
• Si alguno de los Municipios comprendidos en el plan tiene más de 100.000 habitantes. 

	
• Si el ámbito del plan afecta a más de una comisión territorial de urbanismo. 

	
• El ámbito que se clasifica como suelo urbanizable no delimitado no se considera objeto de una actuación de transformación urbanística hasta que no se halla vigente el correspondiente plan parcial urbanístico de delimitación. 



IV. CLASIFICACIONES URBANÍSTICAS Y SITUACIONES BÁSICAS DE SUELO

En una lectura superficial, podría parecer que, si la LSV supuso la retirada a los cuarteles de invierno del legislador estatal en cuanto a su incidencia respecto al urbanismo, la LS equivale a su desarme unilateral y prácticamente completo. Un escrutinio más agudo desmiente este espejismo.

El Estado no declina su competencia en la LS, sino que se limita a cambiar de instrumental, abandonado toda veste de institución urbanística, aunque sea referencial, genérica, indicativa, meramente condicionante, para configurar unos institutos propios en ejercicio de sus competencias exclusivas o básicas.

Las situaciones básicas de suelo ya no son categorías genéricas dentro de las cuales se debían incardinar las clasificaciones legales urbanísticas. Son instituciones sin equivalencia en el Derecho urbanístico, que sirven sólo para vincular el suelo en función de su estado de transformación a un régimen de valoraciones y para la fijación de ciertos derechos y deberes básicos, los cuales, sin embargo, no llegan a conformar un estatuto de común para cada categoría, a diferencia de lo que sucedía en la LSV.

Las clasificaciones de la LU, liberadas de su deber de congruencia con unas categorías genéricas estatales, se emparejan normativamente en la Ley autonómica, a partir de su adaptación mediante el Decreto Ley 1/2007, de 16 de octubre, con las situaciones básicas, a los solos efectos de la aplicación de lo regulado por el Estado en ejercicio de una competencia propia, que ha dejado de instituir su tipificación de primer nivel.

El condicionamiento de la legislación urbanística por la estatal de suelo ha pasado de unos efectos similares a una relación bases-desarrollo, a un resultado mucho más próximo a la interferencia de un título horizontal estatal sobre una competencia estatal exclusiva; el efectivamente existente, según la Constitución y la asunción competencial estatutaria exclusiva en materia de Derecho urbanístico.

La misma posición sistemática en la LU de tal emparejamiento es significativa: la Disposición Adicional Decimoquinta  (12) .

Correlativamente a la no pertenencia de las situaciones básicas de suelo al Derecho urbanístico, las clasificaciones urbanísticas de suelo no responden ya a regímenes estatutarios estatales genéricos, las clases de la LSV, sino que son configuraciones fruto únicamente del legislador catalán, el cual, para su aplicación coherente con el estatuto común estatal, determina un paralelismo decidido autónomamente, aunque, como es natural, de forma respetuosa.

Antes de que se adaptase la LU a la LS, sostuve  (13) :


«10. La necesidad de un régimen autonómico sobre situaciones básicas de suelo

El Derecho urbanístico vigente en Cataluña se formó bajo la vigencia de la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones y, coherentemente, se retranquea por completo ante este régimen común a la hora de establecer la correspondencia entre un régimen de valoración y las clasificaciones.

La desvinculación entre clasificación y valoración en la LS comporta la necesidad de una normativa catalana sobre situaciones básicas de suelo que precise su aplicación de forma coherente con el régimen urbanístico. No se trata de revincular lo que la norma estatal ha desligado, sino de precisar, al menos, los supuestos en que un suelo, en función de cual sea su estado de urbanización, se considera rural o urbanizado. La normativa urbanística catalana no podrá sustraer del suelo rural ni el clasificado como no urbanizable ni el urbanizable delimitado o no, pero sí que deberá concretar qué situaciones básicas de suelo, en función del estado físico de la urbanización, corresponden a los terrenos clasificados como suelo urbano.

11. La compleja aplicación de las situaciones básicas de suelo al clasificado como urbano

La definición de suelo urbanizado que efectúa el art. 12.3 del LS se corresponde, en cuanto a las situaciones que engloba, exclusivamente con aquel suelo que ostenta la condición urbanística de solar a tenor del art. 29 de la LU. Interpreto, no obstante, que no puede equipararse sin más al suelo rural el resto de los suelos clasificados como urbanos que, por una u otra razón, no hayan alcanzado la condición de solar. Dado que la situaciones básicas de suelo sirven fundamentalmente al régimen de valoraciones establecido en la LS, y dado que el sentido de éste es valorar los terrenos por su estado sin considerar ni la actuación urbanística que, en su caso, les afecte ni las expectativas que de dicha actuación puedan derivarse, como reglas generales, se pueden postular los criterios que enuncio a continuación:

a. Debe atenderse exclusivamente al estado de ejecución de la urbanización para asignar a un suelo urbano una situación básica.

b. No puede considerarse suelo urbanizado aquel que, aun cuando esté clasificado como urbano, al menos no reúna los servicios urbanísticos básicos del art. 27 de la LU, con las características de integración urbana y suficiencia funcional que se derivan de este precepto y del art. 26 de la LU, si bien los estándares cualitativos exigidos a estas características deberán modularse en razón a aquellas que se den en la urbanización histórica del municipio.

c. La consolidación o no del suelo urbano por razón de las cesiones equidistribución pendientes no afecta a su calificación dentro de una situación básica de suelo.

d. Las parcelas edificadas excluidas de la reparcelación al amparo del art. 134 del RLU o aquellas en que se haya realizado las infraestructuras urbanísticas comunes a diversos polígonos de actuación urbanística o sectores (art. 122 del RLU) no merecerán sólo por cualquiera de estos hechos la situación básica de suelo urbanizado».



Interpreto que estas afirmaciones (destacando al objeto aquí analizado aquellas que indico en cursiva) conservan toda su validez y se corresponden con la adaptación que el Gobierno de la Generalidad ha hecho de la LU a la LS, a la luz de la redacción de la Disposición Adicional Decimoquinta comentada.

A tenor de ésta, constituyen suelo urbanizado, además de los solares, el suelo urbano que disponga de los servicios urbanísticos básicos con las condiciones de integración funcional citadas, sean consolidados o no, se encuentren delimitados o no (bien en sectores sujetos a plan de mejora urbana, bien en polígonos de actuación urbanística completamente ordenados del planeamiento general). También se incluyen en la situación básica los suelos que dispongan de estos servicios y deban clasificarse como urbanos en ausencia de planeamiento general.

El resto de suelos se encontrarán en la situación básica de suelo rural.

A destacar que, según esto, el estado fáctico de la urbanización del suelo urbanizable en ejecución no determina cambio alguno en la situación básica atribuida. Sólo su recepción, y por tanto, la mutación de su clasificación a suelo urbano consolidado con condición de solar, por efecto del art. 26.b) de la LU, cambian la situación básica de suelo a la de urbanizado.

A la hora de adaptar la LU al art. 12.3 de la LS, el autor del Decreto Ley 1/2007, de 16 de octubre, interpreta que la primera oración de este precepto es la que establece la definición legal de suelo urbanizado:

«Se encuentra en la situación de suelo urbanizado el integrado de forma legal y efectiva en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población».


La LU cumple con la equiparación entre los suelos urbanos indicados y la situación básica de suelo urbanizado los dos requisitos de integración contenidos en este enunciado:

— Requisito de integración legal. Exige la clasificación expresa como urbano por el planeamiento, en coherencia con el principio que no existe otro suelo urbano que aquel que recibe tal determinación normativa.

— Requisito de integración física. Un suelo para ser urbano debe disponer de los servicios urbanísticos básicos, lo que equivale a la previsión genérica de integración efectiva (esto es, material, por contraposición —o, mejor dicho, complemento— a la legal) en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población.

El Decreto Ley 1/2007, por el contrario, no considera que la segunda oración del art. 12.3 de la LS delimite (internamente) el suelo urbanizado, sino que interpreta que contiene un mandato al legislador que le impone un límite (externamente):

«Se entenderá que así ocurre cuando las parcelas, estén o no edificadas, cuenten con las dotaciones y los servicios requeridos por la legislación urbanística o puedan llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión de las parcelas a las instalaciones ya en funcionamiento».


A destacar que este último inciso de la LS se solidariza con la LU en su afirmación de la clasificación como decisión discrecional del planificador.

Al correlacionar clasificación y situaciones básicas, el legislador urbanístico no podía ubicar en la situación básica de suelo rural aquellos terrenos que dispusieran de las condiciones de integración física que cita esta segunda oración, pero sí que podría ceñirse únicamente a ellos, cosa que hubiese comportado que prácticamente sólo los solares y los suelos que tuviesen pendientes únicamente algunas obras urbanísticas complementarias, fuesen considerados en situación básica de suelo urbanizado.

V.  CLASIFICACIONES URBANÍSTICAS Y ACTUACIONES DE TRANSFORMACIÓN URBANÍSTICA

1.  Régimen general

La LU también establece un paralelismo entre clasificaciones urbanísticas y actuaciones de transformación urbanística, tal y como éstas aparecen configuradas en el art. 14 de la LS. También la posición sistemática indica la nueva correlación que establece entre las categorías de la legislación estatal sobre suelo y las clases de suelo urbanísticas: aparece en la Disposición Adicional Decimosexta.

El apartado 5 de esta Disposición Adicional deja bien claro que no desarrolla el régimen de derechos y deberes estatal que se establece para promotores y propietarios de suelos objeto de transformaciones urbanísticas. La LU se remite al estatuto que para cada uno de ellos ha fijado ya la LS, entendiendo que se trata de una competencia exclusiva del Estado y que, por tanto, no ha de ser objeto de desarrollo normativo alguno, al ser completo el régimen que la misma LS le atribuye.

Aparentemente, la LU se limita a una labor «taxonómica» para vincular su régimen previgente a las nuevas categorías, con leves adaptaciones para las actuaciones de dotación.

Sin embargo, el alcance de esta vinculación lleva a que el estatuto de los propietarios dependa de si se encuentran o no afectados por una actuación de transformación urbanística, y, en caso afirmativo, si ésta lo es de urbanización o de dotación  (14) .

Como no podía ser de otro modo, las actuaciones de transformación urbanística sólo pueden darse en suelos urbanos no consolidados y en suelos urbanizables, únicos en que éstas pueden acontecer, a tenor de los deberes básicos que se establecen en el art. 16 de la LS, y que vienen a ser un correlato actualizado y aumentado de la tradicional tríada de ceder, equidistribuir y urbanizar.

No todos los suelos urbanos no consolidados se entienden, sin embargo, incluidos en actuaciones de transformación. Sólo merecerán esta consideración los que, según la Disposición Adicional Decimosexta, puedan considerarse actuaciones de transformación urbanística, por tipificarlas como de urbanización o de dotación. En cambio, todo suelo urbanizable (delimitado) constituye, por su propia naturaleza, el ámbito de una actuación de transformación urbanística de urbanización.

2.  Actuaciones de transformación urbanística de urbanización

Son actuaciones de transformación urbanística de urbanización, las que tienen por objeto:

— Suelos urbanizables:


	
• Delimitados. 

	
• No delimitados en el planeamiento general que hayan sido delimitados y tengan regulado su régimen urbanístico detallado mediante la vigencia de un plan parcial urbanístico de delimitación. 



— Suelos urbanos no consolidados incluidos en sectores sujetos a desarrollo mediante planes de mejora urbana o regulados ya en detalle por el planeamiento general y delimitados mediante un polígono de actuación urbanística. En ambos supuestos, la delimitación tendrá por objeto alguna de las finalidades del art. 68.2 de la LU, a saber, la reforma interior, la remodelación urbana, la transformación de usos, la reurbanización o el completar el tejido urbano que supongan:


	
• Determinar operaciones urbanísticas que comporten el desarrollo del modelo urbanístico del ámbito de que se trate o su reconversión en cuanto a la estructura fundamental, la edificación existente o los usos principales. 

	
• Establecer la sustitución integral o parcial de las infraestructuras de urbanización y la implantación de nuevas infraestructuras, por razones de obsolescencia o de insuficiencia manifiesta de las existentes o por las exigencias del desarrollo económico y social. 



3.  Suelos urbanizables no delimitados sin plan parcial urbanístico de delimitación

No se considera actuación de transformación urbanística la que tiene por objeto el suelo urbanizable no delimitado hasta que no se encuentra vigente un plan parcial urbanístico de delimitación que lo delimite y regule en detalle.

La Disposición Adicional Decimosexta habla de aprobación de este plan derivado, no de su vigencia. Entiendo, no obstante, que, dado que se trata de una norma, la calificación como actuación de transformación urbanística no se alcanza hasta que el plan se encuentra vigente. Piénsese además que, con esta vigencia, la naturaleza del régimen urbanístico de un suelo urbanizable no delimitado es idéntica a la de un suelo urbanizable delimitado que cuente con plan parcial urbanístico.

Se trata de una exclusión temporal, por tanto, pero no meramente transitoria. Puede ser definitiva si transcurre la vigencia del plan y no se aprueba el instrumento detallado que lo desarrolle.

Esta exclusión temporal responde a sendos motivos:


	
— El primero reside en que los deberes deben desarrollarse referidos a un ámbito cuyos límites aún no se han definido. 

	
— El segundo se encuentra al conectar la exclusión con la que contiene el art. 96.1 de la LU, según el cual, a diferencia de lo que sucede en el suelo urbanizable delimitado, no se reconoce a los particulares el derecho a la iniciativa en la formulación de planes parciales urbanísticos de delimitación. Este régimen se comenta en detalle en el ap. 8.9 de este capítulo. 



La clasificación como suelo urbanizable no delimitado es una mera reserva por motivos estratégicos. Sólo a la Administración le corresponde verificar su concurrencia y, entre tanto, la transformación está totalmente vedada. De ahí que no pueda tildarse el ámbito como objeto de una actuación de transformación urbanística.

No debe confundirse esta exclusión temporal con lo dispuesto en el art. 14.2 de la LS. Este precepto no excluye el calificativo de actuación de transformación urbanística, a la manera de la Disposición Adicional Decimosexta de la LU, sino que se refiere sólo a si la actuación se ha iniciado o no.

4.  Actuaciones de transformación urbanística de dotación

Son actuaciones de transformación urbanística de dotación aquellas que reúnen las características siguientes:

— Se originan en una modificación urbanística.

— Comprenden sólo suelos urbanos no consolidados que tuvieran en el planeamiento modificado la clasificación de suelo urbano consolidado.

— Comprenden tanto los suelos que deben gestionarse de forma integrada (requeridos o no de plan de mejora urbana) como aquellos cuya gestión será aislada, sin perjuicio de que siempre será posible, en este último supuesto, la delimitación de polígonos a los efectos de gestión.

— No pueden tener el alcance propio de las actuaciones incluidas en el art. 68.2 de la LU.

— Deben comportar, alternativa o cumulativamente:


	
• Incremento de edificabilidad. 

	
• Transformación de usos. 

	
• Incremento de la densidad. 



5.  La exclusión de las actuaciones para la calificación de suelo como sistema de viviendas dotacionales

El ap. 2 de la Disposición Adicional Decimosexta de la LU excluye de la consideración como actuaciones de transformación urbanística aquéllas que tengan por objeto calificar suelo con destino a vivienda dotacional, prevista en el art. 34.3 de la LU.

Esta exclusión es coherente con el hecho que su alcance es sólo el establecimiento de un sistema urbanístico y no genera aprovechamiento, por lo que mal podría aplicarse el art. 16.1.b) de la LS.

VI.  EL SUJETO DEL ESTATUTO URBANÍSTICO

En la LU, los sujetos del estatuto urbanístico, o carta de derechos y deberes establecidos para cada clase de suelo, son los propietarios. Éstos pueden coincidir o no con los promotores, en razón al sistema de actuación urbanística adoptado.

La LU fija algunos deberes específicos para los promotores, pero éstos no alteran el régimen sustantivo del suelo. Son situaciones pasivas instrumentales, propias de la promoción por iniciativa particular del planeamiento derivado y de la gestión urbanística.

Los deberes pesan sobre los propietarios mientras lo son. Como la Ley prevé que la ejecución del planeamiento se realice siempre mediante una gestión urbanística integrada (salvo las gestiones urbanísticas aisladas, claramente excepcionales), lo que se traduce en un procedimiento administrativo particular formalizado normativamente y que se denomina sistema de actuación, y como estos sistemas son solamente los de reparcelación  (15)  y expropiación, entonces el cumplimiento de los deberes sólo será posible a través del primero. En el segundo, por el contrario, sólo potencialmente, y mientras no se ejecute el planeamiento, subsistirán los deberes, dado que será posible el cambio de sistema a favor del de reparcelación (art. 129 del RLU).

VII.  A EXIGENCIA DE PROCEDIMIENTO PARA LA TRANSFORMACIÓN URBANÍSTICA

La materialización del estatuto de los propietarios de suelo se perfecciona mediante la gestión urbanística integrada, y ésta se canaliza a través de procedimientos específicos formalizados cuya denominación genérica es la de sistema de actuación.

La exigencia del procedimiento formalizado previamente es tal que la jurisprudencia ha venido a considerar que las cesiones urbanísticas realizadas al margen de los sistemas de actuación (por ejemplo, las efectuadas por los propietarios en escritura pública) no pueden considerarse como cumplimiento de las cesiones obligatorias y deben tratarse como cesiones anticipadas, que no excluyen la obligación de ejecutar el planeamiento, según el sistema de actuación fijado para el ámbito correspondiente  (16) .

VIII.  EL ESTATUTO DE LOS PROPIETARIOS DE SUELOS URBANOS NO CONSOLIDADOS Y URBANIZABLES

1.  Relación de deberes y derechos

En este apartado, se analiza la carta legal de deberes y derechos que integran el estatuto de los propietarios de suelos urbanos no consolidados y urbanizables. Se procede a un análisis conjunto del régimen de ambas clasificaciones, destacando, en cada caso, los elementos diferenciales concurrentes.

Se manifiesta una asimetría sólo aparente entre los enunciados de la LU y el RLU. Mientras que la primera dedica su art. 44 a los «deberes de los propietarios o propietarias de suelo urbano no consolidado y de suelo urbanizable delimitado», y el art. 45 a los «deberes adicionales de los propietarios o propietarias de suelo urbanizable delimitado»; con mayor corrección técnica, el art. 40 del RLU se dedica a los deberes de los propietarios del suelo urbano no consolidado y el 42 del RLU a los deberes de los propietarios del suelo urbanizable en general. El espejismo de la disintonía se disipa cuando, proyectando una luz sistemática sobre la LU, resulta que los deberes legales de los suelos urbanizables delimitados y no delimitados son idénticos, si bien en estos segundos conforman una expectativa más opaca, en la medida en que no son suelos inmediatamente transformables, sino que su desarrollo depende de una decisión administrativa, sin posibilidad de instancia por los propietarios  (17) .

La carta estatutaria que se analizará se integra por los deberes y derechos siguientes:

Deberes:


	
— Cesión de terrenos afectados a sistemas. 

	
— Cesión de terrenos con aprovechamiento urbanístico. 

	
— Distribución equitativa de cargas y beneficios. 

	
— Urbanización. 

	
— Edificación. 

	
— Conservación de la urbanización. 

	
— Realojamiento. 



Derechos:


	
— De promoción de la transformación urbanística. 

	
— De edificación. 



2.  El deber de ceder terrenos afectados a sistemas

Los propietarios tienen la obligación de ceder los terrenos afectados a sistemas incluidos dentro del ámbito de actuación o vinculados al mismo. El deber incluye:


	
— Los sistemas generales y locales. 

	
— Los sistemas de toda índole, sin circunscribirse a los de cierta tipología como sucedía en 83.3.primero del Texto Refundido de la Ley del suelo y ordenación urbana de 1976. 

	
— Los sistemas incluidos y los vinculados. 



A.  La comprensión de los sistemas generales y locales

En la LU, la distinción entre sistemas generales y locales es intrascendente a efectos de su obtención. La diferencia se limita a:

— La preceptiva regulación de los sistemas generales en el planeamiento general urbanístico [arts. 57.2.c) y 58.1.c) de la LU]. Nótese que el art. 58.1.c) de la LU precisa que el plan de ordenación urbanística municipal desarrolla (es decir, regula en detalle) para cada clase de suelo (por tanto, también aquel cuya ordenación detallada está encomendada a un planeamiento derivado) la estructura general y el modelo de territorio, y que esta estructura aparece en el art. 34 de la LU identificada con la que trazan los sistemas generales.

— La posibilidad de desarrollo mediante planeamiento urbanístico especial [art. 67.1, letras d) y e), de la LU].

Entonces, la diferenciación entre sistemas generales y locales se limita a los instrumentos competentes para su tratamiento, no al estatuto de los propietarios, el cual se independiza de si la función del sistema sirve sólo al ámbito o tiene un alcance mayor, según la distinción entre sistemas locales y generales que efectúa el art. 34 de la LU, en sus aps. 2 y 1, respectivamente.

B.  La excepción en la comprensión de todas las tipologías de sistemas: los suelos urbanos no consolidados asistemáticos cuyo deber de cesión se limita al sistema de viales

En cuanto a la omnicomprensión en la obligación de ceder de todas las tipologías de sistema, la LU sólo exceptúa en su art. 44.2 los suelos urbanos no consolidados no incluidos en ámbitos de actuación urbanística, los propietarios de los cuales sólo están obligados a ceder al Ayuntamiento los terrenos destinados a sistemas viarios o a sus ampliaciones, en la forma que se requiera para que la parcela adquiera la condición de solar.

Éste será el único deber de cesión de este tipo de terrenos. No debe confundirse el supuesto de este artículo con las actuaciones de dotación (Disposición Adicional Decimosexta de la LU, ap. 2). En ningún caso, los terrenos del art. 44.2 tienen esta consideración.

La cesión de viales se configura normativamente como una condición necesaria y previa para el otorgamiento de la licencia de edificación.

Correlativamente, sitúa al edificio ubicado sobre la parte de parcela calificada como de vial en situación de fuera de ordenación (art. 102.1 de la LU).

Dado que no hay gestión urbanística integrada, el deber no es exigible mientras no se pretende edificar en la parcela. La Administración no goza de la posibilidad de exigir una cesión gratuita anticipada a esta voluntad del propietario: se trata, pues, de un deber que se limita a condicionar una opción suya.

Esta situación urbanística plantea también algunas dudas, en cuanto a su obtención por expropiación forzosa:

— Posibilidad de expropiación. Tanto el art. 34.8 como el art. 104.1.b), ambos de la LU, posibilitan esta expropiación.

— Carácter indemnizable. Dado que el propietario no tiene una obligación de ceder gratuitamente hasta el momento en que decide edificar por sí o por un tercero, entonces la privación anticipada del derecho comporta que tal cesación sea indemnizable.

— Posibilidad de obtener los terrenos por ocupación directa. Encuentra amparo expresamente en el art. 150.1 de la LU, dado que éste es precisamente un procedimiento de naturaleza expropiatoria aplicable a los sistemas.

— Posibilidad que los propietarios afectados puedan instar la fijación del justiprecio expropiatorio por ministerio de la Ley. Los términos de la cuestión son los siguientes:


	
• La regulación del derecho a instar el justiprecio ex lege se encuentra en el art. 108 de la LU y éste no excluye el supuesto. 

	
• Sin embargo: 
	
— Persiste la obligación condicional del propietario de ceder. Si hay obligación de ceder, no puede haber correlativamente un derecho a ser indemnizado (salvo la exigencia anticipada por la Administración) y, por tanto, a que se fije el justiprecio. 

	
— El propietario no puede ser intimado por la Administración a ceder antes que se pretenda edificar. 

	
— No parece coherente con el espíritu de la LU que quede en manos del propietario ceder gratuitamente el bien u obtener su expropiación. 







Por todo ello, parece que hay que descartar que los propietarios que se encuentren en esta situación puedan instar el inicio del procedimiento de fijación del justiprecio por ministerio de la Ley.

C.  Especial consideración de la obligación de ceder los sistemas vinculados

Sistemas vinculados son aquellos generales, exteriores a un sector o polígono de actuación urbanística, que se encuentran en una clasificación de suelo distinta a la de estas delimitaciones, y para los que se establece a cargo de los propietarios del ámbito de gestión urbanística integrada el deber de su obtención para cederlos gratuitamente a la administración titular y urbanizarlos conforme al planeamiento (además del deber correlativo de distribuir equitativamente esta carga en el seno de la comunidad reparcelatoria)  (18) .

Aunque la Ley no lo explicita, la vinculación de sistemas sólo es propia de las actuaciones urbanísticas de transformación, dado que el deber nace de la previsión contenida en el estatuto común de la propiedad, en concreto en el art. 16.1.c) de la LS, el cual se dedica precisamente a los deberes de la promoción de las actuaciones de transformación urbanística. La parte general de este precepto además precisa que la vinculación se realizará según la naturaleza y alcance de la citada actuación.

Su regulación como tales sistemas se encuentra en el art. 35, aps. 2 y 3, del RLU:


«35.2. El plan de ordenación urbanística municipal o el programa de ordenación urbanística municipal también pueden, en aquellos casos que sea necesario para la implantación de las infraestructuras y servicios de conexión o para la ampliación o el reforzamiento de estas infraestructuras y servicios que requiera el desarrollo del ámbito:

a) Vincular a sectores de suelo urbanizable, a efectos de su obtención, suelos reservados para sistemas urbanísticos que estén clasificados como suelo urbano o como suelo no urbanizable por aplicación de los criterios de clasificación de la Ley de urbanismo.

b) Vincular a sectores sujetos a un plan de mejora urbana, o a polígonos de actuación urbanística en suelo urbano no consolidado, a efectos de su obtención, suelos reservados para sistemas urbanísticos que estén clasificados como suelo no urbanizable por aplicación de los criterios de clasificación de la Ley de urbanismo.

35.3. En los casos previstos en el ap. 2 de este artículo, los terrenos vinculados no forman parte del sector ni del polígono de actuación urbanística ni a los efectos de la aplicación de los índices de edificabilidad y otros parámetros urbanísticos, ni a efectos de cumplimiento de los estándares de cesiones para sistemas, ni a efectos de cómputo de las superficies necesarias para ejercer la iniciativa en materia de ejecución del planeamiento, y su obtención por medio de la reparcelación se produce en los términos que establece el art. 133.4 de este Reglamento».



Los atributos que los distinguen, por tanto, de los sistemas incluidos en los ámbitos de gestión integrada son:


	
— Su clasificación diferente del ámbito. 

	
— Su no participación en la comunidad reparcelatoria. 

	
— Los propietarios no reciben aprovechamiento urbanístico ni terrenos donde éste se materialice, sino una indemnización. 



En concreto, la fijación de esta indemnización se encuentra en el art. 133.4 de la LU:

«En el caso de polígonos de actuación urbanística que, de acuerdo con lo que establece el art. 35 de este Reglamento, tengan vinculados terrenos destinados a sistemas con otra clasificación de suelo, estos terrenos no tienen la consideración de finca aportada y no dan derecho a la adjudicación de aprovechamiento urbanístico, ni se puede computar su superficie a los efectos del ejercicio de la iniciativa de ejecución del planeamiento en las modalidades de compensación del sistema de reparcelación. Estos terrenos participan en la reparcelación a los únicos efectos de la determinación de la indemnización que corresponde a sus titulares y de hacer efectiva su cesión a la administración. Para la determinación de la indemnización que corresponde a las personas titulares de estos terrenos se tienen que aplicar los criterios de valoración establecidos por la legislación aplicable atendiendo a la clasificación del suelo. El pago de la indemnización es a cargo de la comunidad de reparcelación».


Debe establecerse la salvedad que la referencia en este precepto a que «se tienen que aplicar los criterios de valoración establecidos por la legislación aplicable atendiendo a la clasificación del suelo» debe entenderse desplazada, a partir de la vigencia de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, por la situación básica de suelo en que se encuentren los terrenos.

Dos son las cuestiones que se plantean en relación a estos sistemas, en cuanto al suelo urbano no consolidado:


	
— La existencia de la obligación de su cesión urbanística a cargo del ámbito. 

	
— La comprensión dentro de las cargas de urbanización que debe soportar el ámbito de las correspondientes a su ejecución material. 



Las dudas provienen porque dentro de la LU, en su art. 44, dedicado precisamente a los deberes comunes de los propietarios de suelo urbano no consolidado y de suelo urbanizable delimitado, no aparecen mencionados ambos deberes, sino que se refiere a ellos el art. 45.1.b) de la LU, dedicado a los deberes adicionales de los propietarios de suelo urbanizable delimitado. La no consignación en el precepto primero y común de los dos citados podría dar lugar a una interpretación según la cual sólo sobre los propietarios de suelo urbanizable delimitado, y no los de suelo urbano no consolidado, pesa el deber de ceder y urbanizar los sistemas vinculados.

La redacción de los preceptos proviene de un mimetismo excesivo que mantuvo la LU en este punto respecto a la redacción de los arts. 14.2 y 18 de la LSV, con los cuales se corresponden, respectivamente, los arts. 44 y 45 citados de la LU.

Discrepo por completo de esta posible interpretación, por dos cuestiones de principio:

— El espíritu del grupo normativo del Derecho urbanístico de Cataluña es homogeneizar el régimen de los deberes de los propietarios de suelos que son objeto de actuaciones calificadas a partir de la LS como de transformación urbanística. Aunque la LU es anterior a la LS, por la equivalencia establecida en su Disposición Adicional Decimoquinta de la primera, más declarativa que constitutiva, queda claro que la equiparación entre suelos urbanizables y urbanos no consolidados que requieran para su ejecución las actuaciones que posteriormente se han calificado como de transformación tenían ya en la LU el mismo régimen sustantivo. Las diferencias no afectaban a los deberes, sino a los límites a la libertad de su configuración, tal y como se analiza en el ap. 9.2.

— La homogeneidad citada se ha visto ratificada, pero no innovada sustancialmente, con la conceptualización de las actuaciones de transformación urbanística dentro de la LS. No es ocioso destacar que, como enfatiza su Exposición de Motivos, la LS ha venido a separar el estatuto de la propiedad que ordena de las clasificaciones urbanísticas. Los deberes legales básicos son idénticos para todas las actuaciones de transformación urbanística de una determinada especie, con independencia de su clasificación, y entre estos deberes se encuentran los mismos que la legislación urbanística catalana prevé para los sistemas vinculados.

Pero es que no sólo esta interpretación principal permite alcanzar una conclusión favorable a la identidad de deberes en este punto entre los suelos urbano no consolidado y urbanizable. También la dogmática sistemática del ordenamiento aplicable conduce inequívocamente al mismo corolario.

El desarrollo sostenible es principio inspirador del planeamiento urbanístico y objetivo que éste debe alcanzar, a tenor del art. 3 de la LU. El desarrollo urbanístico sostenible ha de permitir, según el ap. 2 de este artículo, consolidar un modelo territorial globalmente eficiente. Por tanto, uno de los objetivos del planeamiento urbanístico ha de ser garantizar la funcionalidad adecuada de las transformaciones urbanísticas que proyecta. En este sentido, el art. 3 del RLU dispone que los modelos de ocupación del suelo deben fomentar la movilidad sostenible [art. 3.a).2.º] y consolidar un modelo territorial globalmente eficiente [art. 3.a).5.º].

El art. 26.a) de la LU exige que, para la clasificación de un suelo como urbano, éste se integre dentro del tejido urbano. El art. 27.2 de la LU precisa que esta integración, realizada por medio de los servicios urbanísticos básicos que cita el ap. anterior de este mismo artículo, ha de ser adecuada. Ya se ha comentado que adecuación significa que ha de revestir las características técnicas que garantizan su funcionalidad para alcanzar el objetivo de un desarrollo urbanístico sostenible.

Siendo esto así de forma indubitada, lo que entonces no parece ajustado a Derecho, sino que contradice frontalmente el espíritu de los arts. 3.2.b) de la LS y 4 de la LU, es que habiendo incremento del aprovechamiento urbanístico en una actuación de transformación urbanística, los costes necesarios para materializar este aprovechamiento hayan de ser asumidos por la colectividad.

El art. 45.1.b) de la LU fija un deber que en todo caso pesa sobre los propietarios de suelo urbanizable adicionalmente a aquellos que gravitan sobre los propietarios de suelo urbano no consolidado. Pero ello no significa sin más que esta obligación adicional de los primeros en todo caso no pueda pesar sobre los segundos, cuando proceda (y no por tanto en todo caso).

Del art. 9.2.c) de la LS, se deduce que los propietarios de suelo urbano no consolidado deben costear y, en su caso, ejecutar las obras de urbanización, sin diferenciar entre las que se refieren a sistemas incluidos en la actuación de transformación urbanística y aquellos que se vinculan a ésta.

Los arts. 44.1.d) de la LU y 40.3.b) del RLU fijan como obligación de los propietarios de suelo urbano no consolidado la de costear y ejecutar la urbanización necesaria para que los terrenos adquieran la condición de solar, también sin distinguir entre sistemas incluidos y vinculados. En el mismo sentido, el art. 114.1.a) de la LU, al enunciar los conceptos que forman los gastos de urbanización. El art. 96 del RLU al describir el contenido de las obras de urbanización que han de contenerse en los proyectos de urbanización (precisamente las que son a cargo del sector o polígono) cita los sistemas vinculados, y el art. 127.2 del RLU vuelve a considerar como obras a cargo de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística todas las que el planeamiento atribuye y el proyecto de urbanización define arquitectónicamente.

Ya se ha transcrito la previsión del art. 35.2.b) del RLU, que permite vincular a sectores sujetos a plan de mejora urbana o a polígonos de actuación urbanística en suelo urbano no consolidado, a los efectos de su obtención, suelos reservados a sistemas urbanísticos que estén clasificados como suelo no urbanizable. El que este precepto refiera que la vinculación a los efectos de su obtención no obstaculiza para que deba entenderse que también lo es a los efectos de su urbanización, dada la omnicomprensividad de la obligación de urbanización que se contiene en los preceptos anteriormente invocados.

El art. 68.3 del RLU confirma, al menos en sus letras b) y f), que la vinculación de sistemas a actuaciones de transformación urbanística en suelo urbano no consolidado, implica los deberes de cesión, distribución equitativa de cargas y beneficios y urbanización para los propietarios del ámbito de gestión urbanística integrada:

— La letra b) establece como determinación propia del planeamiento general (en coherencia con que siempre los sistemas vinculados son generales) que éstos se vinculen a los efectos de su gestión, es decir, a los efectos de los tres deberes enunciados a cargo del ámbito.

— La letra f) permite imponer a los sectores de mejora urbana la asunción de los gastos de implantación de las infraestructuras de transporte.

Se confirma así que la LU ya imponía este deber relativo a los sistemas vinculados y que, tras el art. 16.1.c) de la LS, no cabe duda de que toda actuación de transformación urbanística se encuentra gravada con él, siempre en los términos que el planeamiento defina de manera justificada.

D.  La sustitución económica del deber de cesión de sistemas

El art. 94.5.c) de la LU prevé un supuesto en que es posible la sustitución de las cesiones de sistemas de zonas verdes, espacios libres y equipamientos por el equivalente de su valor económico.

El supuesto, de excepcional aplicación, se traduce en las notas características siguientes:

— Debe tratarse de una actuación aislada de dotación en suelo urbano no consolidado. Por tanto, se excluyen en general las actuaciones de transformación urbanística de urbanización y aquellas de dotación que se gestionen integradamente.

— La actuación habrá sido configurada ex novo por una modificación de planeamiento general. El mecanismo no puede aplicarse en la aprobación o en la revisión de este planeamiento.

— La actuación debe requerir por mandato legal el incremento de las reservas para zonas verdes, espacios libres y equipamientos en la forma prevista en este artículo.

— Debe acreditarse motivadamente la imposibilidad material. Se trata, por tanto, de una circunstancia reglada: no hay discrecionalidad en la sustitución, a diferencia lo que ocurre con la sustitución por el equivalente económico del aprovechamiento urbanístico contemplada en el art. 43.3 de la LU, analizada en el subap. 8.3.C.

— La sustitución sólo operará en la medida que dicha imposibilidad efectivamente concurra.

— El equivalente económico producto de la sustitución lo adquiere el Ayuntamiento. A destacar que la transmisión no se realiza a favor de la Administración actuante, cuando ésta sea otra del Ayuntamiento, dado que la titularidad de los sistemas comprendidos será siempre municipal.

— Se trata de un ingreso afectado que integrará un fondo destinado a la adquisición de espacios libres o equipamientos de nueva creación en el municipio. De la dicción de la Ley, y de la función sustitutiva de una cesión de suelo como ésta, cabe interpretar que su aplicación no puede ser la financiación de las obras de estos sistemas, sino la adquisición de suelo para destinarlo a los mismos; adquisición que requerirá que el planeamiento vigente con carácter previo los haya calificado como tales.

3.  El deber de cesión de terrenos con aprovechamiento urbanístico

A.  Supuestos de concurrencia y porcentajes de cesión

De acuerdo con el art. 43.1 de la LU, los propietarios de terrenos incluidos en una actuación de transformación urbanística deberán ceder a la administración actuante los terrenos donde se materialice el 10% del aprovechamiento.

En relación al suelo urbano no consolidado, el art. 40.2 del RLU precisa:


«El deber de cesión del suelo correspondiente al 10% del aprovechamiento urbanístico es de aplicación a todos aquellos sectores de mejora urbana y polígonos de actuación urbanística que tengan alguna de las finalidades establecidas en el art. 68.2.a) de la Ley de urbanismo. A tales efectos, se incluyen en estas finalidades:

a) Las actuaciones urbanísticas integradas que tienen por objeto completar el tejido urbano en ámbitos que en su mayor parte no han sido objeto previamente de transformación urbanística.

b) Las actuaciones urbanísticas integradas que tienen por objeto la transformación del modelo urbanístico preexistente. Comportan transformación del modelo urbanístico preexistente las actuaciones que determinan el establecimiento de una nueva estructura fundamental del ámbito por razón de la creación de nuevos sistemas, la implantación de usos principales diferentes a los existentes, o la sustitución de la edificación existente por el establecimiento de nuevos criterios de ordenación, pero no las actuaciones de alcance limitado para el ajuste, la ampliación o la mejora de la vialidad o de los espacios libres.

c) Las actuaciones urbanísticas aisladas que dan lugar a un incremento del aprovechamiento urbanístico por razón de la transformación de los usos preexistentes o del aumento de la edificabilidad. En este caso, la actuación puede ir referida a un único terreno y comportar la delimitación de un polígono de actuación a los únicos efectos de cesión del 10% de aprovechamiento de la actuación».



La base para el cómputo de este aprovechamiento varía en función del tipo de actuación:

— En las de transformación, es el total del sector o polígono de actuación urbanística.

— En las de dotación, es el incremento del aprovechamiento urbanístico que comporte en el ámbito la actuación de dotación con respecto al aprovechamiento urbanístico preexistente y efectivamente materializado.

No existe una definición normativa detallada de este incremento. Ni la LU, tras su adaptación a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, lo establece, ni el RLU ha sufrido una adaptación equivalente a la experimentada por la Ley a la cual desarrolla.

B.  La forma de concreción del deber

El deber, de acuerdo con el art. 43.2 de la LU:

— Se concreta en la reparcelación.

— Por decisión de la administración actuante, que prevalece, en este sentido, sobre promotores y propietarios.

— En general, en terrenos del sector que ostenten cualquiera de sus calificaciones con aprovechamiento urbanístico, sin que necesariamente deba participar proporcionalmente en todas ellas, como ocurría en el régimen previgente [art. 121.3.b) del Decreto legislativo 1/1990, de 12 de julio].

— Como excepción, cuando se pretenda mejorar la política pública de vivienda o se dé lugar a una parcela única e indivisible, en terrenos fuera del sector.

En este último supuesto, también se permite que el cumplimiento se realice mediante el equivalente económico. Cuando el uso del suelo sea el de vivienda, en el apartado siguiente, se plantean las dudas que sobrevienen sobre la vigencia de esta previsión.

C.  La sustitución de la obligación de ceder terrenos con aprovechamiento y uso de vivienda por su equivalente económico

El art. 16.1.b), in fine, de la LS establece:

«La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del art. 10».


El art. 10.b) de la LS, al cual se remite este precepto, determina:


«Destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso residencial, con reserva en todo caso de una parte proporcionada a vivienda sujeta a un régimen de protección pública que, al menos, permita establecer su precio máximo en venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, como el derecho de superficie o la concesión administrativa.

Esta reserva será determinada por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística o, de conformidad con ella, por los instrumentos de ordenación y, como mínimo, comprenderá los terrenos necesarios para realizar el 30 por ciento de la edificabilidad residencial prevista por la ordenación urbanística en el suelo que vaya a ser incluido en actuaciones de urbanización.

No obstante, dicha legislación podrá también fijar o permitir excepcionalmente una reserva inferior para determinados Municipios o actuaciones, siempre que, cuando se trate de actuaciones de nueva urbanización, se garantice en el instrumento de ordenación el cumplimiento íntegro de la reserva dentro de su ámbito territorial de aplicación y una distribución de su localización respetuosa con el principio de cohesión social».



Por otro lado, el art. 43.3 de la LU presenta la dicción siguiente:

«La cesión de suelo a que se refiere el ap. 1 puede ser sustituida por su equivalente en otros terrenos fuera del sector o del polígono si se pretende mejorar la política de vivienda o si la ordenación urbanística da lugar a una parcela única e indivisible. En este último caso, la cesión puede ser sustituida también por el equivalente de su valor económico. En todos los casos, el equivalente debe destinarse a conservar o ampliar el patrimonio público de suelo».


La cesión a la cual se refiere este precepto es la de terrenos con aprovechamiento urbanístico que por Ley correspondan a la Administración actuante dentro del polígono de actuación urbanística, ámbito territorial de la gestión urbanística integrada, conforme al art. 112.1 de la LU.

Este precepto ha sido desarrollado reglamentariamente por el art. 43.4 del RLU:

«La cesión también puede ser sustituida totalmente o parcialmente por el equivalente de su valor económico cuando la ordenación urbanística dé lugar a una parcela única e indivisible, o cuando concurran las circunstancias previstas en el art. 120.1.d de la Ley de urbanismo en el sentido de que la cesión no se pueda emplazar en una parcela independiente. En todos los casos, el equivalente hay que destinarlo a las finalidades de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda que regula el art. 224 de este Reglamento».


El art. 43.3 de la LU no ha sido alterado por la adaptación que ha sufrido la LU a la LS mediante el Decreto Ley 1/2007, de 16 de octubre. Lo que se analiza en este apartado es si, tras la vigencia de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, y aun no dándose dicha alteración legal, puede sustituirse la cesión de terrenos con aprovechamiento cuyo uso predominante sea el de vivienda por el equivalente de su valor económico, cuando la ordenación dé lugar a una parcela única e indivisible, o, por el contrario, debe entenderse que el precepto estatal ha desplazado en su eficacia, como Ley posterior, la norma autonómica.

Literalmente, el art. 16.1.b) de la LS llevaría a la conclusión que no se establece ninguna excepción a la posibilidad de sustitución por parte de la legislación urbanística, salvo que se prohíbe cuando el suelo se califica para vivienda de protección oficial.

No obstante, ésta no es la única interpretación posible, ni la que sostengo.

Por la remisión que el art. 16.1.b) de la LS realiza al art. 10.b) de la misma Ley, hay que atender al detalle que este último distingue entre:


	
— Reserva para garantizar el derecho a la vivienda, positivado por el art. 4.a) de esta Ley, como ejercicio de la competencia del art. 149.1.1 de la Constitución  (19) . 

	
— Establecimiento de un contenido mínimo de dicha reserva, en el párrafo segundo del art. 10.b) de la LS. 



La reserva es preponderantemente un mandato a las Administraciones y supone la sujeción del suelo calificado para uso de vivienda a un régimen que permita establecer administrativamente formas de acceso, incluyendo la tasación de su precio. Supone secundariamente un mandato al legislador para que instrumente libremente los mecanismos adecuados para su logro que ha de aplicar la Administración.

La garantía es, por el contrario, un mandato al legislador urbanístico y a las Administraciones competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, la cual obliga a que el 30% como mínimo de la edificabilidad residencial se destine al cumplimiento de la reserva. Sus destinatarios son los poderes normativos exclusivamente, no los encargados de aplicar dichas normas. Éstos materializaran la garantía cumpliendo el planeamiento.

En el caso de Cataluña, el art. 57.3 equipara esta edificabilidad residencial estatal con techo para uso de vivienda y establece que la garantía de reserva se especificará en calificaciones urbanísticas de suelo sujetos a regímenes de vivienda de protección oficial  (20) .

En el art. 16.1.b) de la LS, la imposibilidad de sustituir por el equivalente económico se encuentra referida a la reserva, no a su garantía mínima.

El concepto estatal de «régimen de protección pública» comprende toda medida que el legislador urbanístico instrumente para que las condiciones de acceso a la vivienda se establezcan en forma suficiente para garantizar el acceso a la misma.

Dada la competencia actuada por el legislador estatal, no es sostenible pretender que «régimen de protección pública» equivale siempre a la expresión «calificación de viviendas de protección pública» de la legislación urbanística. Para que esta equivalencia de produjese, se necesitaría una decisión del legislador urbanístico que así lo regulara. Y esto no sucede.

En efecto, el legislador urbanístico, a partir del Decreto Ley 1/2007, de 16 de octubre, no ha equiparado en todo caso «régimen de protección pública» con «calificación de viviendas de protección oficial». Lo prueba la pervivencia al margen de esta equiparación de otros instrumentos, como el sistema de viviendas dotacionales del art. 34.3 de la LU, el cual es régimen de protección pública en el sentido genérico, referencial (el único que puede revestir la LS), nunca identificativo de un régimen jurídico unívoco (propio del Derecho urbanístico).

Por otro lado, el art. 153.4.b) de la LU establece que una de las finalidades del patrimonio municipal de suelo y vivienda consiste en hacer efectivo el derecho de la ciudadanía a una vivienda digna y adecuada. Esta finalidad se corresponde con aquella a la cual se afecta la reserva del art. 10.1.b) de la LS, según su teleología vinculada al derecho del art. 4.a) de esta misma Ley. El art. 156.2 de la LU determina la incorporación ex lege de los terrenos donde se materializa el aprovechamiento urbanístico al patrimonio municipal de suelo y de vivienda. Los arts. 158 a 162 de la LU configuran un régimen específico de alienación de este patrimonio, el cual se destina al cumplimiento de sus finalidades, entre ellas la ya citada del art. 153.4.b) de la LU. Este régimen también comporta, sin ser calificación de vivienda protegida, la intervención directa o indirecta sobre el régimen de acceso a la vivienda cuando el suelo tenga la calificación urbanística de vivienda, con independencia de si es protegida o no.

Por tanto, el diagnóstico anterior lleva a concluir que la posibilidad de sustitución de la cesión de aprovechamiento urbanístico para uso de vivienda por su equivalente económico en Cataluña ha sido desplazada normativamente por la entrada en vigor de la LS.

No obstante, la Disposición Adicional Decimosexta de la LU permite también la conclusión contraria, a tenor de lo que dispone al final de su ap. 4:

«En caso de que el planeamiento determine que, por el hecho de concurrir las circunstancias indicadas en el artículo 43.3 y en el artículo 94.5.c) de la Ley de urbanismo, respectivamente, el cumplimiento del deber de cesión del 10% del incremento del aprovechamiento urbanístico que comporte la actuación de dotación así como el cumplimiento del deber de cesión de las reservas de suelo para zonas verdes y equipamientos que establece el artículo 94.5 de la Ley de urbanismo se pueden sustituir por su equivalente dinerario, tiene que calcular el valor total de las cargas imputables a la actuación y las personas propietarias pueden cumplir el deber de pago sustitutorio de las cesiones, sin necesidad de aplicar ningún sistema ni modalidad de actuación, en el momento de otorgamiento de la licencia de obra nueva o de rehabilitación que habilite la mayor edificabilidad o densidad o el establecimiento del nuevo uso atribuido por la ordenación y como condición previa a la concesión de la licencia».


4.  El deber de distribución equitativa de cargas y beneficios

Tanto los propietarios de suelo urbano no consolidado como los de suelo urbanizable delimitado tienen el deber de repartir equitativamente los beneficios y las cargas derivados de la ejecución del planeamiento urbanístico en el seno de la comunidad reparcelatoria, la cual se corresponde con los propietarios con fincas incluidos en el polígono de actuación urbanística, en proporción a la superficie de estas fincas comprendida en la delimitación. Aunque enunciado genéricamente para todo el suelo urbano no consolidado, lo cierto es que en la gestión urbanística aislada, por su propia naturaleza este deber no existe.

Siendo la reparcelación el sistema único de gestión urbanística integrada que mantiene la propiedad privada de las fincas de resultado, será en el seno del proyecto de reparcelación donde se concretará el reparto entre los propietarios incluidos en el polígono de actuación urbanística.

No participan en la comunidad reparcelatoria los propietarios de sistemas generales vinculados externos al sector o polígono de actuación urbanística, sino que éstos se limitan a recibir la indemnización correspondiente por la privación de sus derechos.

Por el contrario, sí que pertenecen a dicha comunidad aquellos propietarios cuya derecho no es realmente sobre una finca material, sino en una finca registral por atribución de aprovechamiento urbanístico como resultado de una ocupación directa.

5.  El deber de urbanizar

En la gestión urbanística integrada, el deber de urbanizar supone la obligación de los propietarios integrados en la comunidad reparcelatoria de satisfacer a su cargo la totalidad de las obras de urbanización (incluidas y vinculadas) que el planeamiento fija como ejecución material, en los términos técnicamente definidos por el proyecto de urbanización  (21) .

En la gestión urbanística aislada será alternativa la aprobación del proyecto de urbanización (integrando un instrumento de gestión singularizado) o definirse dentro del proyecto arquitectónico que servirá para el otorgamiento de la licencia urbanística de edificación.

El cumplimiento del deber se acredita mediante la recepción de las obras de urbanización por la administración actuante.

El deber de urbanizar es una obligación de prestación única, si bien, se admiten recepciones parciales cuando se corresponda con una fase definida en el proyecto de urbanización o, aun no estando establecida tal determinación, cuando mediante resolución motivada de la Administración actuante se constate que el área ya urbanizada constituye una unidad funcional directamente utilizable, la cual deberá disponer de todos los servicios urbanísticos (art. 169.2 del RLU).

6.  El deber de edificar

El deber de edificar consiste en completar la edificación de forma que se pueda solicitar la licencia de primera ocupación, en un plazo determinado por el planeamiento, una vez la parcela resultante adquiere la condición de solar por su ejecución.

El deber se suele temporalizar fijando un plazo para iniciar las obras desde la adquisición de esta condición y un plazo para la conclusión a partir del otorgamiento de la licencia urbanística de edificación.

El deber de edificar es una determinación propia del estatuto sustantivo del suelo y como tal debe contenerse en el planeamiento. Éste será el plan de ordenación urbanística municipal en el suelo urbano no consolidado no incluido en sectores sujetos al plan de mejora urbana [art. 68.2.h) del RLU], mientras que, cuando se trate de sectores, corresponderá al planeamiento derivado, es decir, a los planes de mejora urbana en suelo urbano no consolidado [art. 90.3, por remisión al art. 83.2.e) del RLU] y a los planes parciales urbanísticos o urbanísticos de delimitación, para el suelo urbanizable [art. 83.2.e) del RLU]. En el caso de los planes de mejora urbana, naturalmente, la determinación sólo puede considerarse preceptiva cuando su objeto produzca la generación de suelo sobre el cual deba imponerse tal determinación.

Con esta sola salvedad, parecería imperativo que el planeamiento general o derivado que corresponda prevea siempre estas determinaciones. No obstante, lo inequívoco es que la consignación del deber es obligada para los suelos calificados para la construcción de viviendas de protección oficial. En cuanto al resto, interpreto que se trata de una potestad discrecional, que deberá ejercerse en razón al diagnóstico que sobre el territorio realice el mismo plan  (22) .

Para las viviendas de protección oficial, el plazo máximo que puede disponer el plan es:


	
— Inicio de las obras: 2 años desde la adquisición de la condición de solar. 

	
— Fin de las obras: 3 años desde el otorgamiento de la licencia de edificación. 



7.  El deber de conservar la urbanización

La regulación de este deber se encuentra detallada en el art. 68.7 del RLU:

— Puede imponerse tanto a polígonos de actuación urbanística ordenados completamente por el plan de ordenación urbanística municipal en suelo urbano no consolidado como a sectores de planeamiento derivado.

— La determinación debe constar en el planeamiento general, sin que parezca posible su establecimiento por el planeamiento derivado. Significativamente, los preceptos dedicados en el mismo RLU a las determinaciones de los planes parciales urbanísticos y de los planes de mejora urbana no prevén que puedan imponer ex novo este deber.

— El deber ha de responder a unas causas que se delimitan genérica y abiertamente en el precepto, lo que no excluye, sin embargo, su debida motivación:

«[...] razones justificadas de desproporción entre los costes y los tributos, derivada del carácter extensivo de la urbanización o de otras circunstancias que concurran [...]».


— El deber podrá imponerse en cualquier modalidad del sistema de actuación de reparcelación.

— El deber pesa sobre los propietarios, pero éstos han de actuar preceptivamente constituidos en junta de conservación.

— El deber se encuentra limitado materialmente a que el ámbito adquiera un grado de consolidación edificatoria (2/3 partes).

— Se establece un segundo límite temporal cumulativo con el material. El plazo que el plan establezca no puede superar los cinco años, prorrogable sólo por un período máximo de cinco años más. Los plazos tiene como dies a quo el de la recepción de las obras de urbanización total o parcial.

Esta regulación plantea algunas dudas:

— Ámbito de referencia para el requisito material. Considero que debe computarse por referencia a la superficie de las parcelas del ámbito con aprovechamiento urbanístico. Cuando la recepción sea parcial, se tomará como referencia la superficie de las parcelas del ámbito objeto de la recepción parcial que cuenten con tal aprovechamiento.

— Necesidad que la prórroga esté contemplada en el plan. Dado que se trata de una obligación que deriva de éste exclusivamente y que la Ley se limita a establecer su posibilidad, interpreto que tanto la duración como el régimen de la prórroga, siempre única, deben ser fijados por el plan.

Desde que se inicia la ejecución y hasta la urbanización, en el sistema de reparcelación en las modalidades de compensación básica y compensación por concertación, pesa sobre los propietarios el deber de conservar las obras de urbanización, como accesorio del deber de urbanizar.

8.  El deber de realojamiento

La inteligencia del deber de realojamiento, como carga que grava a los propietarios de la comunidad reparcelatoria establecida en el art. 114 de la LU, debe entenderse en correspondencia con el derecho constituido ex lege a favor de sus beneficiarios, los cuales deberán reunir los requisitos siguientes, según el art. 128 del RLU:

— Ocupación legal de la vivienda con anterioridad a la aprobación inicial:


	
• Del proyecto de reparcelación, cuando las fincas afectadas se incluyan en polígonos de actuación urbanística ordenados completamente por el planeamiento general. 

	
• De la ordenación que motivará el nacimiento del derecho, cuando las fincas afectadas se incluyan en sectores a desarrollar mediante planeamiento derivado. 



— Por su naturaleza y función, la ocupación deberá hallarse destinada a vivienda habitual de los ocupantes  (23) .

— En el proyecto de reparcelación, estas personas no resultarán adjudicatarias de aprovechamiento urbanístico, o de una indemnización sustitutoria, equivalente o superior a una edificabilidad de uso residencial en régimen libre sin urbanizar superior al doble de la superficie máxima establecida por la legislación de vivienda de protección pública.

El deber comprende:

— Una prestación principal, el realojamiento propiamente dicho, el cual se realizará según los caracteres siguientes:


	
• Alcanza a una vivienda de realojamiento por cada una de las aportadas. 

	
• Su superficie debe ser adecuada para las necesidades de la unidad familiar, si bien, dentro de los límites de superficie propios de la legislación sobre viviendas de protección pública. 



— Sin perjuicio de los pactos a que puedan llegar la Administración actuante o el contratista de la gestión urbanística integrada y el titular del derecho que legitimaba la ocupación que motiva el realojamiento, la norma legal es que el titular del derecho al realojamiento ocupará la vivienda destinada a su cumplimiento por el mismo derecho que tenía respecto a la vivienda a la cual sustituye.

— Sólo si las persones beneficiarias gozan de las condiciones subjetivas para el acceso a viviendas de protección oficial, las condiciones de precio para la vivienda de realojamiento habrán de ser las propias de aquéllas.

También comprende una serie de cargas accesorias delimitadas por los arts. 114.3 de la LU y 128.4 del RLU:

— El alojamiento transitorio o su equivalente económico, en condiciones análogas a la vivienda originaria, mientras no se hace efectivo el realojamiento.

— La indemnización por la extinción de derechos, sin perjuicio de la incidencia que el reconocimiento del derecho al realojamiento pueda tener en su determinación.

— Los gastos de traslado.

Los titulares del derecho deben requerir su reconocimiento a raíz de la aprobación inicial del proyecto de reparcelación y se les reconocerá mediante la aprobación definitiva. Las previsiones para su materialización deben contenerse en la Memoria de este proyecto (art. 144.1 del RLU).

El deber grava no a los propietarios, sino a la Administración actuante, cuando la actuación se realiza aisladamente o mediante una técnica expropiatoria.

9.  Los derechos de los propietarios de suelos urbanos no consolidados y urbanizables

La regulación de los derechos de los propietarios de los suelos urbanos no consolidados y de los suelos urbanizables viene a establecerse en términos de un régimen común y de un régimen específico para los suelos urbanizables (arts. 39 y 41 del RLU).

De un lado, el derecho a adoptar el conjunto de actuaciones propias o ante la administración actuante requeridas para el desarrollo y la ejecución de la actuación urbanística en que se encuentren incluidos:


	
— Formular el planeamiento derivado. 

	
— Formular los instrumentos de gestión y ejecutarlos. 

	
— Cuantas acciones les reconozca el ordenamiento como propietarios incluidos en la actuación. 



Del otro, el correlativo al cumplimiento de los deberes urbanísticos, el derecho a edificar en los solares resultantes de la actuación urbanística (que deviene deber cuando así se establezca en los términos indicados en el subap. 8.6).

Específicamente, el art. 96 de la LU está dedicado a la iniciativa particular en la formulación de planes. En su apartado primero:


	
— Reconoce a los particulares el derecho a formular planes derivados, salvo los planes parciales urbanísticos de delimitación, tanto a los propietarios como a otros promotores. Este derecho ha venido siendo configurado por la jurisprudencia como un derecho a la tramitación del plan (no a la estimación de la pretensión). 

	
— Un reconocimiento equivalente efectúa en relación al planeamiento general, si bien con la salvedad que se requiere la aceptación municipal. 

	
— No reconoce ningún derecho a la tramitación de planes parciales urbanísticos de delimitación. 



Además, en el apartado segundo de dicho artículo se fijan ciertos derechos complementarios que coadyuven al ejercicio de este derecho:


	
— A obtener datos informativos necesarios de otros organismos públicos, previa autorización del Ayuntamiento. 

	
— A ser beneficiarios de ocupaciones temporales para la misma formulación. 



El régimen diferencial del suelo urbanizable aparece en el art. 41.1 del RLU: el ejercicio de los derechos anteriores debe desarrollarse según la graduación temporal y espacial (en definitiva, la programación) que contenga el planeamiento general.

IX.  DETERMINACIONES DEL PLANEAMIENTO VINCULADAS A LA CLASIFICACIÓN QUE DELIMITAN EL ESTATUTO DEL SUELO

En este apartado se analizan aquellas determinaciones impuestas legalmente al planeamiento en la cuales, en razón a la clasificación del suelo, sin establecer derechos o deberes, se delimita su estatuto.

1.  Reservas para vivienda protegida

Las reservas para vivienda protegida vigentes se regulan en el art. 57.3 de la LU:

«Los planes de ordenación urbanística municipal y sus modificaciones y revisiones tienen que reservar para la construcción de viviendas de protección pública, como mínimo, el suelo correspondiente al 30% del techo que se califique para el uso residencial de nueva implantación, tanto en suelo urbano como en suelo urbanizable, del cual un 20% se tiene que destinar a viviendas con protección oficial de régimen general y de régimen especial y un 10% a viviendas con protección oficial de precio concertado».


A efectos del cómputo de esta reserva hay que considerar lo que dispone el art. 57.4 de la LU:

«A los efectos del cálculo de las reservas mínimas obligatorias que establece el ap. anterior, se considera techo residencial de nueva implantación el techo destinado a vivienda, tanto de manera exclusiva como si se admite indistintamente con otros usos, que prevea el plan de ordenación urbanística municipal para los sectores de suelo urbanizable y para los polígonos de actuación urbanística en suelo urbano no consolidado y los sectores sujetos a planes de mejora urbana que tengan por objeto alguna de las finalidades a que se refiere el art. 68.2.a, incluidas las actuaciones aisladas de dotación. En todo caso, no se considera techo residencial de nueva implantación y no computa en el cálculo el techo correspondiente a las construcciones con uso residencial existentes en los mencionados sectores o polígonos».


La Disposición Adicional Decimonovena de la LU prevé una reserva adicional potencial por remisión a la normativa sectorial sobre vivienda:

«Cuando la normativa en materia de vivienda cree una nueva tipología de vivienda con protección oficial, otra que la de precio concertado, los planes de ordenación urbanística municipal de los municipios de más de diez mil habitantes y capitales de comarca y sus modificaciones y revisiones, además de las reservas mínimas que establece el art. 57.3, tienen que hacer una reserva mínima adicional del 10% del techo que se califique para el uso residencial de nueva implantación, tanto en suelo urbano como en suelo urbanizable, para la construcción de viviendas destinadas a esta nueva tipología. Esta reserva mínima adicional del 10% también es obligatoria en los municipios de más de diez mil habitantes y capitales de comarca con planeamiento general no adaptado a la Ley de urbanismo en los supuestos establecidos en las letras a) y b) de la disposición transitoria segunda.3 de la Ley de urbanismo».


La concreción de la reserva se realizará, según el art. 66.4:


«El plan de ordenación urbanística municipal, según las necesidades detectadas y en coherencia con el planeamiento territorial, tiene que establecer el emplazamiento del suelo destinado a la construcción de viviendas de protección pública y de viviendas objeto de otras medidas de estímulo de la vivienda asequible, y tiene que distribuir y cuantificar las reservas correspondientes, mediante:

a) La calificación de terrenos en suelo urbano no incluido en sectores de planeamiento derivado, formen parte o no de polígonos de actuación urbanística. La calificación urbanística del suelo puede prever el destino total o parcial de la edificación a vivienda con protección oficial. La calificación que establezca la destinación total o parcial a vivienda con protección oficial de terrenos que tienen la condición de suelo urbano consolidado puede ser de aplicación tanto en las nuevas construcciones como en los casos de gran rehabilitación de las edificaciones existentes.

b) La determinación de las reservas que corresponden a los sectores de planeamiento derivado.

El plan de ordenación urbanística municipal procede a la distribución en su ámbito del suelo con este destino de acuerdo con lo que establece el art. 57.4 de la Ley de urbanismo, y teniendo en cuenta la adecuación de las tipologías edificatorias previstas.

La localización de las reservas para vivienda con protección oficial, como regla general, debe ser uniforme para todos los ámbitos de actuación en suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable. Si, excepcionalmente, se modifica el reparto uniforme hay que justificar esta decisión en la memoria social de vivienda del plan urbanístico correspondiente, bien por razón de la incompatibilidad de la tipología edificatoria prevista con la construcción de viviendas protegidas, bien por razón de la viabilidad de la actuación en función de su dimensión. En todo caso se tiene que acreditar la inexistencia de concentración excesiva de dicho tipo de vivienda y la no generación de segregación espacial. Debe procurarse siempre la mezcla de la vivienda con protección oficial y la libre, y a ser posible hacer coexistir ambos tipos de vivienda en el territorio».



Del conjunto de preceptos citados resulta el régimen siguiente:

— La reserva se establece en el planeamiento general según un triple parámetro: el ámbito de referencia es el del plan (el Municipio, en general) o el de su modificación, comprende todo el techo de vivienda de nueva implantación, pero sólo si se incluye en actuaciones de transformación urbanística, ya sean de urbanización o de dotación. Para estas últimas, así se dispone expresamente en el ap. 4 de la Disposición Adicional Decimosexta de la LU.

— La reserva se establece para todo el techo de vivienda de nueva implantación de las actuaciones de transformación urbanística dentro ámbito del planeamiento general o de su modificación. A diferencia de lo que ocurría para el deber de cesión de terrenos con aprovechamiento, en este caso no hay distinción entre actuaciones de urbanización y de dotación.

— Cuantificado el techo citado, la reserva alcanzará al menos los porcentajes y las finalidades de tipología de vivienda que se citan en el art. 57.3 y la Disposición Adicional Decimonovena transcritos. Estos porcentajes son mínimos y pueden ser incrementados por el planeamiento general sin más límite que la adecuación a las necesidades de vivienda protegida acreditadas en su Memoria social y a la viabilidad económica del polígono (art. 112.3 de la LU).

— La reserva, como determinación urbanística, consiste en una calificación urbanística de suelo para tipologías concretas de vivienda de protección oficial.

— Las calificaciones se pueden atribuir a cualquier suelo apto para materializarlas, incluso el urbano consolidado.

— En los suelos no incluidos en sectores, es el planeamiento general el que califica directamente. En los suelos sectorizados establece cuantitativamente la reserva sin descender a la calificación concreta de las parcelas, ya que esta función la desempeñarán los planes derivados correspondientes.

— Las calificaciones no tienen por qué ser uniformes ni afectar a todas las actuaciones de transformación urbanística con techo de vivienda ni afectarlas por igual. La distribución de la reserva será una discrecionalidad del planificador que deberá motivarla convenientemente. Se establece una directriz para la cohesión social: debe distribuirse la vivienda protegida y hacerla coexistente con la que no se somete a su régimen a fin de evitar segregación social. La situación ordinaria, aunque no la única posible, será una distribución homogénea dentro de los ámbitos de transformación urbanística y, cuando sea posible, en el resto de suelos. Motivándolo en la Memoria social, por tanto, la distribución podrá no ser uniforme.

2.  No aplicación de ciertos estándares legales al suelo urbano no consolidado

En suelo urbano no consolidado, no se aplican algunos estándares legales previstos en la LU sólo para el suelo urbanizable:


	
— Los de zonas verdes y equipamientos del art. 65, aps. 3 a 5. 

	
— La densidad máxima de 100 viviendas por hectárea del art. 58.7. 



X.  EL APROVECHAMIENTO URBANÍSTICO EN EL SUBSUELO DEL SUELO CALIFICADO COMO SISTEMA

El art. 34.2 del RLU prevé que el subsuelo del suelo calificado como sistema pueda ostentar la calificación urbanística de zona y, por tanto, tener atribuido aprovechamiento urbanístico, si bien, siempre que concurran las circunstancias que se analizaran a continuación:

— Clasificación. Sólo será la de suelo urbano no consolidado, sin que sea posible atribuir aprovechamiento urbanístico al subsuelo del suelo urbanizable.

— Calificación. Sólo puede destinarse a los usos que específicamente preceptúe el planeamiento, los cuales no tienen por qué limitarse a aquellos que ejemplificativamente cita el art. 34.2 del RLU.

— Delimitación. Sólo es aplicable al suelo incluido en sectores sujetos a plan de mejora urbana o polígonos de actuación urbanística, por lo que no es posible su previsión para suelos que deban gestionarse aisladamente.

— Planeamiento. Sólo se podrá establecer mediante planeamiento urbanístico.

— Necesidad teleológica de la calificación. El aprovechamiento se atribuye para permitir la distribución equitativa de cargas y beneficios derivada de la cesión gratuita de suelos destinados a nuevos sistemas de titularidad pública. En contra de lo que resultaría de una interpretación literal, el problema que justifica la atribución de aprovechamiento al subsuelo de los sistemas no es la imposibilidad o dificultad de equidistribuir, siempre factible por la técnica reparcelatoria, sino la insuficiencia de aprovechamiento en superficie para justificar la autonomía de la actuación en el polígono de actuación urbanística, requisito éste derivado del art. 112.3, letras a) y c), de la LU.

La reserva a plan requiere reflexionar sobre:

— La imposibilidad legal de recurrir a otros procedimientos para obtener el efecto de desafectación del subsuelo de un sistema.

— La necesidad de concretar qué planes estarán implicados en la atribución de la calificación.

No es posible la calificación del subsuelo como zona mediante otros procedimientos, como el de alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público prevista en la legislación de patrimonio de las entidades locales. Se trata de una muestra más de la reserva a plan de toda la ordenación urbanística.

Los arts. 58.2.e) y 68.3.b) de la LU prevén esta determinación como propia de los planes de ordenación urbanística municipal (planeamiento general) y de los planes de mejora urbana (planeamiento derivado en sectores de suelo urbano no consolidado):

— La referencia al planeamiento general corresponde a los subsuelos de sistemas ordenados en detalle por éste o sólo pendientes de la concreción de su uso mediante un plan especial urbanístico.

— En este último caso, la previsión de la calificación de zona para el subsuelo debe aparecer en el planeamiento general, dado que lo único que el art. 67.1.d) de la LU remite al planeamiento especial es el uso y la titularidad, mientras que es propio de la ordenación general el resto de las determinaciones, entre ellas la que aquí se considera.

— El subsuelo constituirá una parcela diferente de la del suelo y deberá también configurar una o diversas fincas, según el sentido de estas instituciones en el art. 17 de la LS. Entonces, no es imprescindible disponer del planeamiento especial para que la parcela de subsuelo tenga completo su régimen urbanístico.

— La referencia al planeamiento de mejora urbana es coherente con el hecho que la ordenación detallada del ámbito deba contenerse en el plan de desarrollo. Dado que debe justificarse la concurrencia del requisito teleológico citado, esta justificación no es posible si no se está ordenando en detalle, y esto, en los suelos urbanos no consolidados sujetos a plan de mejora urbana no sucede hasta el momento en que se elabora este plan. Esta circunstancia también nos lleva a considerar que siempre que se cumplan las determinaciones reservadas al planeamiento general (según el art. 68.5 de la LU, índices de edificabilidad bruta, densidades, usos principales y compatibles y los estándares para determinar las reservas mínimas para el sistema local de espacios libres y equipamientos), el planeamiento de mejora urbana podrá atribuir por sí mismo aprovechamiento al subsuelo de un sistema sin necesidad de su previsión en el plan de ordenación urbanística municipal.

Para concluir, no se puede dejar pasar por alto el hecho de que para que el subsuelo pueda ser calificado de zona, en el momento de materializarse la ordenación, ésta deberá constituir un elemento privativo dentro de una división horizontal, conforme a lo previsto en el art. 17.4 de la LS. También debe recordarse que para que dicha división pueda llevarse a cabo, el art. 553.2.1 del Libro Quinto del Código civil de Cataluña (aprobado por la Ley 5/2006, de 10 de mayo) exige que la construcción se haya iniciado.

XI.  LAS PECULIARIDADES DEL RÉGIMEN DEL SUELO EN LAS ÁREAS RESIDENCIALES ESTRATÉGICAS

Las áreas residenciales estratégicas vienen definidas en la Disposición Adicional Vigésima Primera de la LU, cuya apartado primero las conceptúa en los términos siguientes:

«Son áreas residenciales estratégicas aquellas actuaciones de interés supramunicipal que reúnen los requisitos que establece el ap. 2, y que son promovidas por la Administración de la Generalidad con la finalidad de subvenir los déficits de suelo de uso residencial, para hacer efectivo el derecho de la ciudadanía a una vivienda digna y adecuada, mediante planes directores urbanísticos que comportan la ordenación y la transformación de las áreas delimitadas, y, en su caso, la modificación de la clasificación urbanística del suelo o de las condiciones de desarrollo previstas por el planeamiento vigente».


Excede del objeto de este capítulo analizar detalladamente su régimen y sólo se citaran aquellas singularidades que se apartan del régimen general de los suelos comentado en el resto de sus apartados.

Se tratará siempre de sectores consistentes en actuaciones de transformación urbanística de urbanización, con exclusión de los polígonos de actuación urbanística ordenados completamente por el planeamiento general municipal.

La definición normativa la realiza el planeamiento director urbanístico, sin la intervención de otro planeamiento, con la única salvedad que, si se trata de suelo urbano no consolidado, esta clasificación deberá ya venir establecida en el planeamiento general. Por el contrario, el planeamiento director puede atribuir la clasificación de suelo urbanizable delimitado a terrenos que no tuvieran esta clasificación según el plan de ordenación urbanística municipal. El planeamiento director debe contener en todo caso la ordenación detallada en sí mismo.
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